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U NATnRALIZÁGM EN LOS ESTADOS UNIDOS. 



Equivocaciones relativas d la naturaliza- 
ción en los Estados Unidos. Objetos de 
este trabajo manifestar la condición de 
los naturalizados en los E. Í7., y la nece- 
sidad de tratados de naturalización. 

Error es harto común en los Estados 
híspano-americanos creer que para sus- 
traerse á las obligaciones de la ciudada- 
nía nativa, y escudarse contra la propia 
patria tras el pabellón de la Gran Repú- 
blica, basta una carta de naturaleza, lícita 
ó ilícitamente obtenida en los Estados 
Unidos. De ahí el anhelo para alcanzar 
estas, y de ahí el abuso de los papeles de 
naturalización, tan fáciles de lograrse en 
los Estados Unidos por medio del sobor- 
no y del perjurio. 

Los objetos de este trabajo son desva- 
necer aquella ilusión, y poner de mani* 
fiesto la condición á que quedan sujetos, 
conforme á los principios americanos, los 
naturalizados en los Estados Unidos que 
vuelven al país de su nacimiento, á fin 
que los gobiernos de la América española, 
adhiriéndose á dichos principios y hacién- 
dolos reconocer en sus tratados, unifor- 
men por una parte su Derecho Público 
con el de los Estados Unidos, y por otra 
tengan una norma á que ajustar sus pro- 
cedimientos en sus relaciones con las na- 
ciones poderosas. 

Verdad es que el decreto del Congreso 
de 27 de Julio de 1868 igualó en tesis je- 
neral para la protección en el exterior á 
los ciudadanos naturalizados con los na- 



turales ; pero esta protección tiene sus 
límites, que vamos á señalar. 

Importa ante todo dar una idea de la 
legislación americana sobre naturaliza- 
cion^ y de los efectos que surte en el in- 
terior. 

II. 

Requisitos para la naturalización en los 

Estados Unidos. Leyes vigentes sobre 

naturalización. Se requiere residir en 

los E. Z7., cinco años y declarar la hiten- 

cien de naturalizarse dos años antes. 

La Constitución de los Estados Unidos 

nada dispuso en punto á naturalización, 

y el Congreso federal ha dictado varias 

leyes* cuya sustancia es la siguiente : 

El extranjero que quiere naturalizarse 
debe declarar su intención bajo juramento 
ante la Corte Suprema, Superior de Dis- 
trito, ó de Circuito, ó ante cualquiera otra 
que tenga para ello jurisdicción en algu- 
no de los Estados, ó ante la Corte de 
Circuito ó de Distrito de los Estados 
Unidos, ó ante el oficial ó protonotario 
de alguna de ellas. Dos años, á lo me- 
nos, deben trascurrir después de esta de- 
claración, á fin que el extranjero tenga 
opción á la carta de naturaleza para la 
cual requieren las leyes vigentes ** cinco 
años por lo menos de residencia continua 
en los Estados Unidos, y un año de resi- 
dencia en el Estado ó territorio de la 



* Laf del 14 de Abril 1802. del 3 de Marzo 1813, 22 
de Mano 1816, 26 de Mayo 1824, y 24 de Mayo 1828. 

*« Laa del 14 da Abril 1802 y 3 de Marzo 1813. 
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Corte que conoce del asunto. Para prue- 
ba de la residencia basta el juramento de 
un testigo idóneo. 

Nada más fácil de consiguiente que 
eludir la ley, la cual ha querido dejar el 
cumplimiento de sus prescripciones hasta 
cierto punto á la conciencia individual. 

No se admite el juramento del interesado 
para probar la residencia. Basta el de 
un testigo. 

La sección 2,165 de los Estatutos revi- 
sados de los E. Ú., prohibe al tribunal 
admitir el juramento del interesado como 
prueba de su residencia ; pero este puede 
presentar cualquier testigo que jure en 
falso, lo que viene á ser lo mismo. Este 
testigo asume el nombre que se le antoja, 
y el tribunal no se cura de indagar nada 
acerca de él, ni si le consta la residencia 
de cinco años. 

Las disposiciones de la ley de 1813, sobre 
no interrupción de residencia en los 5 
años^ derogadas en 1848. 

Por lo demás, el mismo Congreso fe- 
deral se propuso atenuar los términos de 
la ley del 3 de Marzo de 1813 relativa- 
mente á los cinco años de residencia, 
desde que el 26 de Junio de 1848 abrogó 
las palabras de dicha ley que prohibian 
al extranjero salir de los Estados Unidos 
dentro de los cinco años. ¿A qué se re- 
ducen los cinco años de residencia, si la 
ley permite ausentarse dentro de ellos ? 
Parece, por tanto, que la intención del 
legislador ha sido facilitar los actos de 
naturalización, y con este objeto el pe- 
ríodo de catorce años de residencia que 
exigia la ley de 1798 para la naturaliza- 
ción, fué reducido de 1802 á los cinco años 
de la ley anterior de 1795. 

Estos cinco años son los que se requie- 
ren en la actualidad, no obstante la de- 
rogación parcial de la ley del 3 de Marzo 
de 1813 por la posterior del 26 de Junio 
de 1848. 

Texto de la ley vigente. 

** No se permitirá á un extranjero ha- 
cerse ciudadano sin haber residido en 
los Estados Unidos continuamente un 
período de cinco años que deben prece- 
der á su cambio de nacionalidad, " dice 



la sección 2,170 de los Estatutos Rrevisa- 
dos de los Estados Unidos. 
Conflicto de leyes. 

Muy clara seria esta ley sin la contra- 
dicción que envuelve la del 26 de Junio 
de 1848. Hay aquí evidentemente un 
vacío en la legislación de los Estados 
Unidos. La ley debería señalar inva- 
riablemente un período fijo de residencia 
para la naturalización, ó bien determinar 
los actos que constituyen domicilio y 
pueden permitir una ausencia limitada, 
V. g., de 2 años, en el quinquenio anterior 
á la naturalización. 

No todos los tratados de naturalización 

exigen la residencia continuada 

de 5 años. 

Los tratados de naturalización cele- 
brados por los E. U., excepto el con- 
cluido con Bélgica y con la Gran Bre- 
taña, exigen igualmente cinco años de 
residencia para la naturalización ameri- 
cana. La ley de 1848 que permite au- 
sentarse de los Estados Unidos en este 
período de cinco años no puede tener 
efecto para con los subditos de las Na- 
ciones que han celebrado convenios, don- 
de se exige la residencia sin interrupción. 
En algunos de dichos convenios se halla 
explicado por medio de protocolos 
anexos que una ausencia momentánea, 
un viaje no interrumpen la residencia. 
Esta aclaración regirá respecto de las 
Naciones que la han incorporado en sus 
pactos ; pero no de las que no lo han he- 
cho, como Méjico y el Ecuador, cuyos 
tratados no reconocen por ciudadanos na- 
turalizados sino '' á los que lo hayan sido 
debidamente^ después de haber residido 
sin interrupción en la patria adoptiva el 
tiempo requerido en ella por la Consti- 
tución y las leyes, *' esto' es, cinco años 
en los Estados Unidos. 

Falta que ¡ta hecho d España un tratado 
de naturalización con los Estacbs 
Unidos. 
Si hubiera celebrado España con los 
Estados Unidos un tratada semejante, 
no se habrían suscitado tantas dudas y 
dificultades en el seno de la Comisión 
hispano -americana reunida en Washing- 
ton por el convenio de Febrero de 1871 
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para juzgar de las reclamaciones pendien- 
tes entre las dos naciones. Entonces el 
Barón Blanc, ministro de Italia en Wash- 
ington, y tercer dirimente de la citada co- 
misión, no hubiera tenido ocasión de 
pronunciar el laudo arbitral [1879] sobre 
don Fernando Dominguez en que le re- 
conoce como ciudadano naturalizado de 
los Estados Unidos, no obstante "el 
hecho ^admitido de que el reclamante 
habia pasado en la isla de Cuba la mayor 
parte de los cinco años que inmediata- 
mente precedieron á esta admisión en 
la ciudadanía. " Decisión que obligó al 
arbitro por España, Marques de Potes- 
tad-Fornari, á declarar en Washington 
el 3 de Mayo de 1879 V^^ ** "^ se con- 
formaría pasara al tercer dirimente nin- 
gún caso en que estuviese envuelta una 
cuestión de ciudadanía hasta que los dos 
gobiernos interesados resolvieran sobre 
el derecho de España para contradecir 
una alegación de ciudadanía americana." 

He aquí demostrada la necesidad de 
un tratado de naturalización como el ce- 
lebrado por Méjico y el Ecuador con los 
Estados Unidos, sin protocolo que per- 
mita la ausencia del pretendiente á la na- 
turalización en los cinco años anteriores 
á esta. 

III. 
Animus manen(fi. 

Cualquiera que sea la tolerancia respec- 
to al acto material de la residencia, lo 
que sí ha querido evidentemente el le- 
gislador, es que el extranjero al natura- 
lizarse tenga la intención real y verdade- 
ra de residir en los Estados Unidos, y de 
cumplir con los deberes de ciudadano. Y 
en conformidad del espíritu de la ley, los 
Estados Unidos en sus tratados con las 
demás Naciones* consideran perdida la 
naturalización americana por el regreso 
al país del nacimiento sin la intención de 
volver á los Estados Unidos, sine animo 
revertendu 

Esta intención se manifiesta por la re- 
sidencia de dos años, salvo prueba en 
contrario. 

Aun á falta de tratados, la diplomacia 
americana atendería ante todo, con arre- 
glo á los principios de jurisprudencia in 
tcrnacional y al texto mismo de la ley 



americana, á la intención de domiciliarse 
ó sea al anitnus manendu Poco importa- 
ría que el ciudadano naturalizado hubie- 
se residido en el país de su nacimiento 
más de los dos años prescritos en los tra^ 
tados, si fué detenido por circunstancias 
independientes de su voluntad. Así, en 
el libro que con el título de "Cuban 
Affairs " dio á luz el Departamento de 
Estado en 1870, casi todos los cubanos 
naturalizados en los Estados Unidos, al 
dirigir reclamaciones contra España, hi- 
cieron hincapié en que tenían residencia 
ó negocios en los Estados Unidos. 

Y este es el punto esencial que ha de- 
bido tratar de investigar, á falta de tra- 
tado, la Comisión mixta para decidir de 
sus reclamaciones, á saber si ha habido ó 
no intención de domiciliarse. Punto en 
verdad siempre difícil de probarse ; pero 
indispensable en estos casos. 
IV. 
Excepciones de la ley, 

Pero, ¿ son necesarios en todos los ca- 
sos cinco años de residencia para obtener 
carta de naturaleza en los Estados Uni- 
dos ? No. 

Basta un año sin declaración de inten- 
ción (ley del 17 de julio de 1802) para 
los mayores de 21 años que han servido 
honrosamente en el ejército de los Esta- 
dos Unidos. 

Bastan tres años con declaración de 
intención á los que han servido en la ma- 
rina de guerra ó mercante ( ley de 7 de 
junio de 1872.) 

Otras veces la ley confiere ipsofacto el 
beneficio de naturalización, como sucede 
en los siguientes casos: i^ — Los hijos 
menores de 21 años de padres naturali- 
zados son ciudadanos, si residen en los 
Estados Unidos. 2^ — Los hijos, nacidos 
fuera de los Estados Unidos, cuyos pa- 
dres eran al tiempo de su nacimiento ciu- 
dadanos de los Estados Unidos; pero los 
hijos de padres que nunca han residido 
en los Estados Unidos no se consideran 
como ciudadanos , [otra prueba de la 
necesidad de residencia para la ciuda- 
danía.] 3** — Las mujeres gozan de la ciu- 
dadanía del marido, aunque este la haya 
adquirido después del matrimonio. Es- 
tas excepciones de la ley que exije cinco 
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años de residencia solo rezan, para los 
efectos fuera del territorio, con las Nacio- 
nes que las han reconocido en tratados. 

Y las únicas que hasta ahora lo han 
hecho son Inglaterra y Bélgica. 

Otra excepción establece la ley en fa- 
vor de los menores que emigran á los 
Estados-Unidos antes de cumplir i8 
aflos. Hállanse exentos en la menor 
edad de la previa declaración de inten- 
ción; pero al naturalizarse en la mayor 
edad deben declarar bajo juramento y 
probar á satisfacción del tribunal que era 
su intención naturalizarse en los Estados 
Unidos tres años antes. Deben igual- 
mente probar por declaración jurada, a 
menos que la Corte requiera otro testi- 
monio, que durante dicho período se 
han comportado como hombres de buen 
carácter moral. 

Nos ocuparemos por separado en lo 
relativo á la condición de la mujer y de 
los hijos. 



Efectos de la Naturalización dentro del 
Territorio de los Estados Unidos. 

El ciudadano naturalizado se halla 
equiparado en los Estados Unidos al na- 
tivo para el ejercicio de los derechos 
políticos. 

Sólo en el Estado de Rhode Island se 
prohibe votar al ciudadano naturalizado 
que no posea propiedad raíz. En los 
demás Estados no hay esta restricción 
anti-americana y anti-democrática. Se- 
gún las leyes federales, el ciudadano na- 
turalizado puede ser elegido, á los siete 
años de residencia, miembro de la Cá- 
mara de Representantes de los Estados 
Unidos, y á los nueve años ocupar una 
silla en el Senado, que comparte el ejer- 
cicio del Poder Ejecutivo con el Presi- 
dente y el gabinete. 

Uno de los miembros más prominen- 
tes del Senado ha sido largo tiempo un 
prusiano naturalizado, el General Cari 
Schurz, antiguo Plenipotenciario ameri- 
cano en España, y después Ministro del 
Interior de los Estados Unidos. Varios 
otros extranjeros naturalizados han figu- 
rado como ministros de los Estados Uni- 
dos en el exterior, señaladamente el sui- 



zo Gallatin en Londres, el francés Pierre 
Soulé en Madrid, los alemanes Hassau- 
rek y Vullweber en el Ecuador. En 
las elecciones locales del Estado de Nue- 
va York, en Noviembre de 1879, ^^da la 
lista de empleados que en número de 12 
ofreció al sufragio popular uno de los 
candidatos democráticos, Mr. John Ke- 
lly, se componía de ciudadanos natura- 
lizados. Estos están llamados á ocupar 
en los Estados Unidos los puestos de 
más viso y conspicuos, excepto el de 
Presidente y Vice-Presidente de la Re- 
pública, así como el de gobernador en 
varios Estados, entre ellos el de Nueva 
York. Aun para la Presidencia y Vice- 
Presidencia de los Estados-Unidos pro- 
púsose habilitar en 1871 al ciudadano na- 
turalizado; pero el bilí ó proyecto de ley 
no fué tomado en consideración por la 
Cámara de Representantes. Sin embar- 
go, hay quien predice que dentro 
de medio siglo habrá en los Eta- 
dos Unidos un Presidente alemán. 
A juzgar por el número de votos, más 
probable seria en todo caso un Presi- 
dente oriundo de Irlanda, cuya inmigra- 
ción á los Estados Unidos es más nume- 
rosa que la alemana, aunque menos in- 
teligente é instruida. 

Necesidad de la naturalización para los 

derechos civiles, especialmente la 

propiedad. 

Si el incentivo de la naturalización 
fuera sólo el ejercicio de los derechos 
políticos ó la aspiración á los honores, la 
mayor parte de los inmigrantes, extraños 
á la política, poco se curaría probable- 
mente de la ciudadanía americana, á no 
ser para traficar con su voto. Móvil 
más urgente y poderoso es el de la ad- 
quisición de los derechos civiles, espe- 
cialmente el de la propiedad. 

VI. 

Restricciones respecto del extranjero en 
diversos Estados. 

Para la adquisición de la propiedad 
sólo quince Estados, de los 38 de la 
Union, no hacen distinción entre el na- 
cional y el extranjero. 

Son : Rhode Island, Maine, Massachu- 



sets, Nueva Jersey, Ohio, Michigan, 
Minnesota, Nebraska, Wisconsin, Kan- 
sas, Oregon, Florida, Georgia y Lui- 
siana. [*] 

Los demás Estados imponen al extran- 
jero restricciones más ó menos considera- 
bles para la adquisición de la propiedad 
raíz. En algunos Estados, entre ellos 
Nueva York, el más importante y consi- 
derable de todos, el Estado reasume la 
propiedad del extranjero á la muerte de 
éste, como sucedía en la antigua Atenas 
y en la Roma republicana, salvo el jus 
applicattonis de que disfrutaba el patrono. 
Verdad que el Estado nunca hace uso de 
este derecho, que se mantiene como una 
espada de Damócles sobre la cabeza del 
peregrino para obligarle á nacionalizarse. 
Lo propio acontece en cuanto al derecho 
que tiene el Poder Ejecutivo desde el 
tiempo de John Adams para expeler á los 
extranjeros : derecho del cual solo sabe- 
mos se haya hecho uso una vez ; pero 
que existe, y que los americanos atribuyen 
á las necesidades de la guerra con Fran 
cia (1798-9) en que treinta mil emisarios 
jacobinos conspiraban contra la Repúbli 
ca. En Nueva Jersey la ley permite ad- 
quirir hasta 2,000 acres de terreno á los 
" extranjeros amigos. '' En Pensilvania 
hasta 5,000 acres, con tal que la renta de 
las tierras ho exceda de $25,000 anuales. 
En Kentucky, Alabama y Misissipi se 
conserva en todo su rigor ladura ley llama- 
da común, que inhabilita al extranjero para 
la adquisición de la propiedad raíz. Con. 
arreglo á dicha ley, el extranjero no 
puede adquirir propiedad raíz por heren- 
cia, ni por el ministerio de la ley, ni dis- 
poner de ella á su muerte, ni trasmitirla 
legalmente. Prohibición que remonta al 
feudalismo, [en el cual la tenencia de la 
tierra implicaba deberes que sólo el va- 
sallo podía llenar,] y que hoy parece poco 
compatible con el espíritu de las institu- 
ciones de la República y con el proceso 
de las ideas. Así á despecho de la ley 
común, ciertos Estados occidentales con- 
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ceden á los extranjeros, no sólo los dere- 
chos civiles, sino también algunos de los 
políticos, entre ellos el de elegir ; y el 
rápido incremento de la población y de 
la riqueza han sido los opimos frutos que 
han recojido dichos Estados de su polí- 
tica liberal y prudentemente jenerosa. 

En los Estados donde el extranjero 
puede adquirir propiedad, está general- 
mente sujeto al servicio en la milicia y á 
las demás cargas y pechos del ciuda- 
dano, [i] 

En Nueva York el extranjero puede 
tomar y recibir en empefto, vender, 
asignar, hipotecar propiedades raíces con 
tal que preste el juramento de que reside 
é intenta residir y naturalizarse en los 
Estados Unidos. Más allí como en 
otros Estados, no puede legar, dar en 
arrendamiento propiedad raíz, ni he- 
redar. Y aunque se naturalice, este 
acto no tiene efecto retroactivo para 
permitirle adquirir por herencia. Los 
nobles esfuerzos del comentador de 
Wheaton, Mr. William Beach Lawrence, 
[2| para igualar en Nueva York como en 
Rhode Island al extranjero con el nacio- 
nal no han tenido éxito hasta ahora. 
Pero han logrado remover parte de las 
inhabilidades de la mujer americana ca- 
sada con extranjero, y de sus hijos. 

Otros Estados como Vermont y las 
dos Carolinas no requieren para los de- 
rechos civiles sino domicilio y juramento 
de fidelidad al Estado. 

En New Hampshire basta el domici- 
lio. Connecticut, Maine, Delaware, Ma- 
ryland, Virginia, Tennessee, Arkansas é 
Indiana sólo exigen al extranjero, que 
declare la intención de naturalizarse. 
Missouri requiere además de la declara- 
cion de intención el domicilio en los Es- 
tados Unidos. 

Tejas concede al extranjero los dere- 
chos de dominio del ciudadano con la 
condición de reciprocidad por parte del 
país extranjero. Tenessee exige igual 
condición de reciprocidad al extranjero 
que no declara la intención de naturali- 



(*) De eitot quinoe Eatados, Mr. Carlisle, abogado 
de la legación bntánica en Washington sólo menciona 
tres, Ohio, Michigan é Illinois, en so Memorándum 
de 1868, reproducido en el Informe sobre Naturaliza- 
ción preaeutado ai Parlamento inglés en 1869. 



(1) Appleton's American Cyclopedia, AXi&l^. 

(2) Véase su carta al O bemador de Nue a York, 
1871, en DisaMIiKes 0/ amerioaii toomen tMini»áL 
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zarse; pero aún en éste caso Umita á 
siete aftos el derecho de dominio. 

El extranjero puede posear, trasmitir 
y legar propiedad raíz en el distrito de 
Columbia. (i) 

El gobierno de los Estados Unidos tie- 
ne poder constitucional, según el Atíor- 
ney General Cushing, para estipular con 
gobiernos extranjeros la remoción de las 
trabas relativas á la adquisición de la 
propiedad por extranjeros en diferentes 
Estados. 

" Es claro que por la ley común un 
extranjero puede adquirir tierras por 
compra, pero no por herencia : esto es, 
no por acción de la ley, pero si por la de 

un particular En el lenguaje de 

la ley antigua, el extranjero tiene la fa- 
cultad de tomar, pero no de poseer, y su 
propiedad puede serle quitada por el so- 
berano. Pero mientras tanto, posee el 
dominio de ella. Respecto de derechos 
é inhabilidades no hay distinción entre 
extranjeros amigos y enemigos. Dnrante 
la guerra la propiedad del extranjero ene- 
migo puede confiscarse jure bellt y su 
facultad para demandar queda en sus- 
penso. Pero no se puede citar un solo 
caso en que se le haya quitado la facul- 
tad de comprar. Háse decidido que un 
legado á un extranjero enemigo es válido 
y puede exigirse después de la paz." ( 2 ) 

Cada Estado tiene el derecho de impo- 
ner contribuciones sobre los legados á 
extranjeros y Luisiana ha hecho uso de 
este derecho. 

En los tribunales de los Estados Uni- 
dos sólo los extranjeros amigos tienen 
derecho á la misma protección que los 
ciudadanos. ( 3 ) 

El extranjero tiene derecho para ha- 
cerse pago de una deuda con el producto 
del remate de la tierra hipotecada al 
efecto. ( 4 ) 

El extranjero que se naturaliza tiene 
derecho á poseer la tierra adquirida antes 
de su naturalización. ( 5 ) 

(1 ) Digest of opinioiía and leading caies on Inter- 
national law. — Waabing^ton ltí77, p. 4. 

v2 ) J. Cranch, 603. Digest, p. 4. 
( 3 ) Story, 458. Digett, etc., p. 5. 
( 4 ) Digest, p. 5. 
(5; 11 «7h«aton, 332. Digest, p. 5. 



El cxtrangero igualado al nacional para 

los derechos civiles en casi todos los 

Estados hupano-ameruanos. 

Así la condición del extranjero respec- 
to de los derechos civiles es mejor en cual 
quiera de las Repúblicas hispano-ameri- 
canas, excepto tal vez México, que en 
los Estados Unidos. Si, pues, la legisla- 
ción de un Estado sobre el extranjero es 
el criterio de su civilización, nada ten- 
drían qne eividiar á la República mode- 
lo las Naciones de la América latina, 
cuyas leyes han igualado generosamen- 
te y sin esperar reciprocidad al extran- 
jero con el nacional para la adquisición y 
goce de los derechos civiles. 
Trabas para la navegación y el comercio. 

Además de las trabas relativas á la 
propiedad, e! extranjero tiene en los 
Estados Unidos las del comercio de ca- 
botaje que no existen en varias Repúbli- 
cas hispano-americanas, entre ellas Chile 
y la República Argentina. Y aún donde 
las hay, como en el Ecuador, no son tan 
rigorosas como en los Estados Unidos. 

La ley federal del i". de Marzo de 
1 81 7 prohibe que el extranjero posea la 
más mínima parte de un buque destina- 
do á dicho comercio de cabotaje, por lo 
cual no sólo se entiende el de cabo d cabo 
y puerto d puerto en la costa, como erró- 
neamente lo define Escriche en su Dic- 
cionario de legislación, sino también en» 
tre los puertos de los ríos navegables, 
según lo establece U ley americana de 
18 de Febrero de 1793, y entre cual- 
quier lugar y otro de la república [ley del 
10 de Marzo de 181 7.] 
Después de adquirida legalmente la pro- 
piedad de un buque en virtud de la na- 
turalización, puede perderse por la falta 
de domicilio — otro testimonio irrecusa- 
ble de la importancia que dan á la resi 
dencia las leyes de los E. U. 

El Departamento del Tesoro decidió 
en Octubre de 1872 que el capitán Trotter 
habia perdido su derecho á la propiedad 
del vapor Forrest City^ de Erie, Pensilva- 
nia, por ser ciudadadano naturalizado y 
haberse ausentado más de dos años: todo 
con arreglo á la ley del 27 de marzo es 
1804. Verdad es que por primera vez de 
hizo entonces efectiva en los Estados 
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Unidos esta restricción legal, y que el 
Departamento del Tesoro atenuó un tan' 
to el rigor de su sentencia con la decla- 
ración singular que la residencia de Tro- 
tter en el Canadá no le había quitado el 
derecho de comandar su buque como ciu- 
dadano americano. 

Aun con la prohibición del comercio 
de cabotaje á los extranjeros» las leyes de 
algunos Estados hispano-americanos a- 
cuerdan facilidades para la nacionaliza- 
ción de los buques, que niega la ley de 
Registros de la Union. Con arreglo á 
la última, un buque para ser nacionaliza- 
do debe haber sido construido en los 
Estados Unidos y tener toda la tripula- 
ción americana; mientras que el Ecua- 
dor, V. g., permite que los buques cons 
truidos en el exterior, y con tripulación 
extranjera, sean considerados como ecua- 
torianos para los efectos de la ley, con 
tal que el duefto y el capitán sean ccua- 
torianos. 

Las anteriores restricciones explican 
suficientemente la imperiosa necesidad 
en que está el extranjero en los Estados 
Unidos de proveerse de su carta de na- 
turaleza, y el ardiente anhelo con que la 
apetece y solicita ; al paso que el prodi- 
gioso incremento de la población por la 
corriente perenne de inmigración extra- 
ña pone de manifiesto que dichas leyes 
no han sido parte á detener el vuelo de 
esta Nación, sin ejemplo en la historia. 
Baste decir que la población de los Es- 
tados Unidos, que al principio de lague- 
rra de la independencia en 1776 apenas 
ascendia á tres millones de almas alcan- 
zaba un siglo después á cuarenta millo 
nes, y que de estos 7.803,865 han venido 
de fuera, siendo de notar que con poco ó 
nada ha contribuido la raza latina á este 
torrente de inmigración heterogénea. 

Pero no debe perderse de vista que di- 
chas leyes restrictivas son casi nomina- 
les, y en todo caso fáciles de eludir. 

VIH. 
Naturalizaciones fraudulentas, 
A creer las publicaciones de partido- 
millares de cartas de naturaleza se distri- 
buyen en tiempo de elecciones á quienes 
quieran tomarlas. Un folleto republica- 
no (Democratic Frauds, 1867) acusa á 



los demócratas de haber ganado las elec- 
ciones de Pensilvania en 1867, confirien- 
do cartas de naturaleza apócrifas» cuyo 
número se hace ascender á tres mil. Un 
juez de paz, dicen, las vendia por $1.90 
á todo extranjero que prometiese votar 
por los demócratas ó conservadores. 

En la discusión habida en la Cámara 
de Representantes el 9 de junio de 1870, 
el diputado republicano por Nueva York, 
Mr. Davis, dijo que todos los partidos 
habian sido acusados más ó menos de es- 
tos fraudes ; que él no procuraría defen- 
der al suyo ni que debian intentarlo los 
demócratas. El representante Ward agre- 
gó que setenta mil cartas fraudulentas de 
naturalización se habian dado en Nueva 
York, y que en los mercados de Europa 
se vendian cartas de naturalización ame- 
ricana, como un medio de protección, á 
razón de dos pesos cada una. Mr. Ste- 
venson, diputado republicano por Ohio, 
calificó de pésimo el actual sistema de 
naturalización ; pues solo favorecia á la 
peor clase de extranjeros que se natura- 
lizaban con violación de las leyes, mien- 
tras que los extranjeros morales perma- 
necían cinco .años privados de los benefi- 
cios de la naturalización. 

El caso ha ocurrido en una comisión 
mixta establecida en Washington de 
presentarse papeles de naturalización que 
tenian la firma auténtica del Protonota- 
rio de una Corte de Nueva York, quien 
declaraba qu« la firma era suya, pero que 
los papeles eran falsos por cuanto no 
constaban en el Registro. Sin duda se 
habia sorprendido su buena fé, hacién- 
dole firmar esta carta de naturaleza frau- 
dulenta entre otras legítimas. 

Los abusos en punto á cartas de natu- 
raleza debieron ser muchos é indudables 
cuando para ponerles coto el Congreso 
tuvo que dictar una ley — la de 14 de julio 
de 1870. Por ella se equipara al perjurio 
cualquiera declaración falsa, concerniente 
á naturalización ; delito que se castiga 
con encarcelamiento de uno á cinco a- 
flos. Tilda como reo de ntisdemeanor, 6 
mala conducta, al que usa una carta de 
naturaleza obtenida con fraude ó decla- 
raciones falsas, y le condena á una multa 
que no exceds^ de mil pesos y á pena de 
cárcel hasta por dos aftos. 
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IX. 



Manufactura de ciudadanos americanos. 
Según la prensa americana, la manu- 
factura, como la apellida el New York 
Herald, de ciudadanos americanos, ha 
continuado por mayor después de la 
ley de 1870, En Lancaster (Pensilva- 
nia^ dos miembros del partido republi- 
cano, Me Mellan y Wittlinger, fueron 
acusados ante los tribunales de haber 
distribuido cartas falsificadas de naturali- 
zación para la elección presidencial de 
1872. Reprodújose en aquella época la 
siguiente tarjeta de recomendación para 
las cartas de naturaleza : 



To the NATÜRALIZATION COMMITTEE 
of tho REPUBLICAN GENERAL COMMITTEE 

I recommend Mr. for Naturalization. 

Signed . 

Office No. 25 Chambers «treet. 
Houn fmm 10 to 3 o^clock. 
AUa. SCHAFFEL, Clerk. 



Estas tarjetas se distribuian entre los 
presidentes de organizaciones de barrios 
{chairmen of ward organísations) formadas 
para la campaña electoral. Así el partido 
republicano tenia como su contrario, su 
comité de naturalización. 

Modus operandi. 

Después se ha variado por ambos par- 
tidos el modus operandi para la fábrica de 
naturalizaciones. Ahora (1879) el método 
adoptado es el siguiente. El candidato 
para la naturalización recibe una tarjeta 
en blanco de uno de los tres miembros 
del Comité de naturalización y se pre- 
senta con ella en la oficina central, donde 
se registra su nombre por orden alfabé- 
tico en el libro preparado al efecto para 
el respectivo distrito electoral. Se le da 
un cheque, cuyo talón se conserva en 
otro libro y se le manda con sus testigos 
á cualquiera Corte de alegatos comunes 
{fourt of common pleas) ó á la Corte Supe- 
rior, que es la costumbre de los demó- 
cratas, ó á la de los Estados Unidos si el 
Comité que agencia la negociación es 
republicano. 

Seftal infalible de la aproximación de 
las elecciones en los Estados Unidos es 
la apertura de los talleres de naturaliza- 
ción. El Herald lo anuncia como la cosa 
mas natural del mundo bajo el titulo de 



"Starting naturalization milis.** En el 
país del go ahead ó adelante, todo se hace 
á vapor, d la americana, según la frase 
atribuida á M. de Lesseps, y las leyes de 
naturalización nada pueden contra esta 
costumbre irresistible del carácter ameri- 
cano. 

La organización democrática llamada 
Tammany Hall,célehre por su escasa mora- 
lidad política, piovcy ó en 1868 á sus par 
ciales con tres mil cartas de naturaleza. 
El gran jurado de la Corte de Circuito de 
los Estados Unidos en Nueva York al con 
siderar que ** habia año como el de 1868 
en que se habian expedido 28,525 cartas 
fraudulentas de naturaleza, recomendó se 
adoptaran arbitrios para recojer dichas 
cartas y para impedir la repetición de 
semejantes abusos.** 

Informe parlamentario sobre naturaliza- 
ctones fraudulentas. 

Mucho más considerable fué el número 
de cartas fraudulantas de naturalización 
expedidas en 1868; pues según la voz 
pública y según el informe de la Comi- 
sión que para averiguar estos fraudes 
nombró la Cámara de Representantes en 
1869, no bajó de 68,343. (i) 

Una curiosa historia. 
Apenas seria creíble la curiosa historia 
de la fabricación de cartas de naturaliza- 
ción en Nueva York y de los fraudes 
eleccionarios cometidos con ellas, sino 
constara de aquella relación oficial. 

Tan sólo para pretensos extranjeros 
que habian llegado, según decían, á los 
Estados Unidos antes de los 18 años, y 
que por consiguiente no estaban obliga- 
dos á presentar la carta de intención con 
dos años de anterioridad, se expidieron 
entonces 10,000 cartas de naturaleza de- 
nominadas on minor applications. 

Antes de 1868 sólo los tribunales infe- 
riores de Nueva York se ocupaban en la 
naturalización. Por primera vez en 1868 
la Corte Suprema del Estado se puso á 
conferirlas y con mal éxito. Sus cartas 
de naturalización se vendían pública- 
mente y por mayor en una oficina de 

(1) Reporto/ the ^eleet Commitee on alleged New 
Tork frauda, by Wm. Lawrenoe, oí Ohio. Waahinfi- 
t^M, 1869. 
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naturalización establecida en Centre 
Street, No. 6. En una taberna de cer- 
veza {lager beer salonn) de la misma calle 
Central No. i, la asociación democrá- 
tica de Tammany Hall abrió una oficina 
de naturalización que tenia hasta veinte 
empleados: tan activo era el despacho 
de la cerveza y de la naturalización en 
asociación significativa. 

" Hállase probado,'* dice el informe, 
**que se expidió en Nueva York gran 
número de cartas de naturalización de la 
Corte Suprema y de la Superior á favor 
de individuos que nunca habian compa- 
recido ante aquellas Cortes, ni pres- 
tado juramento. Para estos fraudes 
se ocurrió al perjurio, á solicitudes su- 
puestas, á nombres falsos y á la superche- 
ría de fingirse extranjeros, por paga, indi- 
viduos que no lo eran. Un solo juez na- 
turalizó en un dia á 955 individuos. En 
algunas de las Cortes, simples dependien- 
tes, con anuencia y sanción de los jueces 
aunque con abierta infracción de la ley, 
conferian cartas d¿ naturalización en 
apariencia válidas, pero en realidad írri- 
tas y nulas. " 

XI. 
Informe de la minoría. 
La minoría de la Comisión parlamen- 
taria no concurrió en el parecer de la 
mayoría y presentó su informe separado. 
Como se contrae á manifestar los puntos 
en que disiente, aquellos que acepta de- 
ben reputarse incontestables. A este nú- 
mero pertenecen los fraudes sobre natu- 
ralización. ** No admite duda, " dice, 
" que hubo muchas naturalizaciones frau- 
dulentas, obtenidas por el perjurio y el 
dolo .... Consta igualmente que se ha 
tolerado en los condados de Nueva York 
la práctica ilegal de expedirse cartas de 
naturalización por los dependientes de 
los tribunalessin anuencia de los jueces." 
Las excusas que alega la minoría de- 
mocrática de la Comisión son dignas de 
nota. Los jueces, dice, convenian en 
que se habian podido cometer tales frau- 
des ; pero no con su conocimiento. No 
es solamente en Nueva York donde ha- 
bian tenido lugar, sino también en otros 
puntos. Tampoco habian sido ellos obra 
exclusiva de los demócratas en Nueva 
York. Por más de 20 aflos ambos parti- 



dos habian tenido allí la costumbre de 
repartir con profusión solicitudes impre- 
sas de naturalización, blancas los repu- 
blicanos, y coloradas los demócratas. 

En suma, según el informe de la mino- 
ría, el de la mayoría pecó por carta de 
menos ; pues omitió los abusos de sus 
co-partidarios, los republicanos. De ma- 
nera que nadie niega los fraudes. Ni 
¿ cómo se han de negar cuando trampear 
en las elecciones tiene su nombre en el 
vocabulario político de Nueva York y se 
llame cortesmente repetir, así como se 
denomina repetidores á los que tienen la 
profesión de votar varias veces ? 

xn. 

Profesión particular de los Estados 

Unidos, 
El repetidor comienza por proveerse de 
vi\rias cartas de naturalización con dis- 
tintos nombres. — Murphy (que es el más 
común de los irlandeses), Smith, Brown, 
etc. En seguida hace registrar dichos 
nombres en varios de los centenares de 
distritos electorales (eran 340 en 1868), 
en que se dividen los 24 barrios (wards) 
de la inmensa población encajonada en 
los estrechos límites de la isla de Man- 
hattan. En cada uno vota con distinto 
nombre, diverso traje, ó con algún dis- 
fraz que oculta la identidad de la per- 
sona y contribuye á la buena represen- 
tación del papel en que le toque lucir 
¿d habilidad artística. Concluida la 
comedia, el actor recibe su estipendio 
y lo emplea concienzudamente en el 
despacho de cerveza de donde ha prove- 
nido, ó en alguna de esas orgías que pue 
blan las cárceles y penitenciarías del Es-^ 
tado Imperial. 

XIIL 
Leyes para impedir los fraudes 
eleccionarios. 
Para reprimir estos abusos, el Congre- 
so ordenó por la ley del 28 de Febrero 
de 1871 [reformada después en 10 de 
Junio de 1872] [l] que se nombraran 
inspectores de elecciones autorizados 
para arrestar aún sin fórmula de proceso 
á todo el que cometiera ó intentara co- 
meter cualquier fraude. 

(1) Estatuios BevUados de los Estados Unídos,2011 
'¿031 ^ , 253 2a. Edición de 1878. 
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Estas disposiciones no se contraen si- 
no á lo que atañe á las elecciones; y aun- 
que pueden poner coto en su aplicación 
práctica á algunos abusos de naturaliza- 
ción conexionados con ellas, son insufi- 
cientes. Si el gobierno de los Estados 
Unidos no permite naturalizaciones frau- 
dulentas en daño propio, tampoco debe 
tolerarlas en perjuicio ageno. Entre los 
diversos gobernantes de los Estados 
Unidos, el Presidente Grant es el que ha 
manifestado mejor disposición para cor 
tar los abusos sobre naturalización En 
varios de sus mensajes llamó la atención 
del Congreso, aunque inútilmente, sobre 
la necesidad de legislar para impedir na- 
turalizaciones fraudulentas. Hasta en 
su mensaje de despedida, datado el 5 de 
Diciembrede 1876, insistió sobre el parti- 
cular, atribuyó á la sencillez misma de los 
requisitos legales para la naturalización 
los fraudes que ocurrían de continuo é 
invitó al Congreso : l^ á reprimir estos : 
2^. á declarar írrita toda naturalización 
ilícitamente obtenida ; y 3^ á uniformar 
las cartas de naturalización así como los 
procedimientos para concederlas. 

Mucha falta hace una ley general de 
naturalización, que refunda las diversas 
leyes de la materia, y corte de 
raíz los abusos sobre naturalización, con- 
tra los cuales Jefferson llamó la atención 
del Congreso desde su mensaje de inau- 
guración. 

" Son tantos los inconvenientes y las 
pérdidas que resultan de estos abusos á 
los ciudadanos legítimos **, dijo ** y tal es 
el peligro de que nos veamos envueltos 
por ello en una guerra, que no debemos 
ahorrar esfuerzos para remediar el mal. *' 

A pesar de tantas recomendaciones, 
los abusos de naturalización han seguido 
su curso desde Jefferson hasta Grant y 
continuarán mientras no se repriman 
con energía. Únicamente un juez deLui- 
siana en 1844 fué acusado y destituido 
por ellos: los culpados de 1868 y los de 
otros aftos han quedado impunes. 

Tres clases de cartas de naturalización. 

De tres clases han solido ser las cartas 
de naturalización otorgadas por la ofici- 
na de naturalización en City Hall. 

Unas en papel siemple que sólo cues- 



tan cincuenta centavos. Otras de 
papel de mejor calidad, que valen un pe- 
so cincuenta centavos; y otras en perga- 
mino, cuyo precio es tres pesos. 
Precio en Inglaterra, 
El precio invariable de la carta de na 
turalizacion en Inglaterra es diez y siete 
chelines seis peniques (cuatro pesos 
treinta y siete y medio centavos). La 
naturalización allí requiere cuatro testi 
gos para probar la residenciade cinco 
aftos; mientras que en los Estados Uni- 
dos, como lo hemos visto, basta un solo 
testigo. 

Dos especies de ciudadanía y de natura- 
lización, 

Al lado de la ciudadanía nacional, hay 
otra puramente local, por el estilo de la 
que los italianos llaman cittadinanza^ y 
que nosotros podríamos llamar en espa- 
ftol vecindad. 

Esta se regula, como es natural, por 
las leyes de cada Estado. A veces se 
adquiere por una residencia de seis me- 
ses, como en Michigan, Illinois y otros 
Estados del Noroeste, donde bastan di- 
chos seis meses para votar. Otros Esta- 
dos, por el contrario, no confieren el de- 
recho de sufragio sino á los ciudadanos 
nacionales. De manera que el ciudadano 
de un Estado puede no serlo de otros 
Estados, ni tampoco de los Estados 
Unidos; y al revés un ciudadano de 
los Estados Unidos puede no serlo de 
ningún Estado. 

** Hay derechos municipales,*' dijo el 
A ttorney-General C\xs\img en su dicta- 
men del 31 de octubre de 1856, ''que sólo 
pueden ser ejercidos por los ciudadanos, 
tales como el de mandar, tripular bu- 
ques, y el de comprar tierras naciona- 
les con pr elación?' 

Cómo puedan concillarse esta ciudada- 
nía local y los derechos inherentes á ella 
con el artículo IV, sección segunda de la 
Constitución de los Estados Unidos que 
confiere al ciudadano de un Estado los 
privilegios é inmunidades de ciudadanos 
en los otros Estados, no lo explicó Cush- 
ing ni nos ha sido dable entenderlo. 

Lo expuesto manifiesta que el derecho 
de votar no está restringido en todos los 
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Estados sólo á los ciudadanos ; pues en 
algunos se extiende también á los ex- 
tranjeros. (Sandford's Ch. Rep. 663.) 

XVI. 
La doctrina del eterno vasallaje^ hoy gene- 
ralmente en desuso. 

Incumbe sin duda á cada nación legis- 
lar sobre la renuncia de la ciudadanía 
nativa; y de este derecho han hecho uso 
algunos de nuestros Estados hispano- 
americanos, entre ellos el Ecuador, cuya 
penúltima Constitución (de 1869) dispuso 
en su artículo 113 que "ningún ecuatoriano 
pudiese renunciar los derechos, ni exi- 
mirse de los deberes de- tal.*' La Consti- 
tución posterior (1878) limita la prohibi- 
ción á la exención de deberes. *' Ningún 
ecuatoriano" (dice el artículo ll) "aun 
cuando adquiera nacionalidad extranjera 
puede eximirse de los deberes que le im- 
ponen la Constitución y las leyes en tanto 
que tenga su domicilio en la República." 
Disposición encaminada, según entende- 
mos, á precaver que por medio de cartas 
de naturalización subrepticias, el ecuato- 
riano domiciliado en el Ecuador pretenda 
gozar de los privilegios de extranjero; pe- 
ro que no por eso encarna en lo absoluto 
la doctrina del eterno vasallaje, ni desco- 
noce en los ecuatorianos transeúntes en 
el Ecuador, la ciudadanía legítimamente 
adquirida en otros Estados. Aclaración 
que sin duda reservó el legislador y con 
razón para los tratados públicos. Pues 
cualquiera que sea la disposición interna 
que prohiba la renuncia de las obligacio- 
nes de la ciudadanía nativa, de poco ser- 
virá para con las demás naciones, mien- 
tras estas no la hayan reconocido por 
medio de tratados. Pruébalo el ejemplo 
de Inglaterra. Ningún Estado ha soste- 
nido con más tesón y constancia la doc- 
trina del eterno vasallaje, no sólo por la 
declaración expresa de la ley, sino por la 
pluma de sus jurisconsultos, la boca de 
sus oradores y estadistas, y la no menos 
elocuente de sus cañones. 

Todo en vano : la guerra de 1812 con 
los Estados Unidos fué estéril en resul- 
tados, á pesar de la toma de Washington 
y del incendio del Capitolio ; y los ingle- 
ses ni siquiera intentaron en el tratado 
de Gante hacer reconocer el principio 



enfáticamente proclamado por el príncipe 
regente en su contra-manifiesto de guerra. 
" No hay derecho más claramente esta- 
blecido", dijo en aquel documento, "que 
el que un soberano tiene al vasallaje de 
sus subditos. Esta no es una obligación 
voluntaria que pueden deponer ó reasu- 
mir á su arbitrio. Es un llamamiento que 
están obligados á obedecer: el deber 
comienza en la cuna y concluye en el 
sepulcro." O en otras palabras la doctrina 
de Blackstone: "el vasallaje nacional que 
deben todos los nacidos en el territorio, 
no puede renunciarse, cancelarse ó alte- 
rarse por el trascurso del tiempo, ni por 
el domicilio, ni por circunstancia alguna, 
excepto por el asentimiento de la legisla- 
tura . . . .; pues es un principio de juris- 
prudencia universal que el subdito natu- 
ral no puede por ningún acto suyo re- 
nunciar las obligaciones de la ciudadanía 
nativa. Nenio potest exuere patriam. " 

Era imposible sostener por más tiem- 
po tales doctrinas; y en 13 de Mayo de 
1870 firmó Inglaterra el convenio Cla- 
rendon-Motley, adicionado después por 
el del 23 de Febrero de 1871, que confie- 
re el recíproco derecho de naturalización 
á los ingleses en los Estados Unidos, y 
á los americanos en Inglaterra. 

Prusia, tan adversa al derecho de ex- 
patriación que conminaba la residencia de 
diez afloñ en el exterior con la pérdida 
de los derechos de la ciudadanía, tiene 
también hoy con los Estados Unidos un 
tratado de naturalización, ajustado á los 
principios americanos. El gabinete de 
Berlin ha hecho más : espontáneamente 
ha declarado que el prusiano naturaliza- 
do en los Estados Unidos, que vuelve á 
Prusia después de cinco aftos de resi- 
dencia en los Estados-Unidos, está exen- 
to de castigo por cualquier transgresión 
cometida antes de la emigración. (1) 

Las leyes de Austria se oponen á que 
sus subditos rompan, sin el beneplácito 
imperial, los vínculos que los ligan á la 
patria; y el ministro Hülseman trató 



1. Para este capítulo hemos tenido á la vista la 
circular del departamento de Estado de los Estados 
UnidoM del 2 de Mayo 1871, de la cual hemos tomado 
lo esencial, al paso que hemos llenado algunos vacíos 
manifiestos, soore todo en lo referente á Italia. 
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inútilmente de encastillarse en aquellas 
instituciones para defender contra Mr. 
Marcy el célebre caso de Martin Koszta 
[1853]. Hoy el gabinete de Viena ha 
abandonado tal doctrina en su tratado 
con la Gran República, y reconoce como 
ciudadanos americanos á los austríacos, 
debidamente naturalizados, que han resi- 
dido cinco aftos en los Estados Unidos. 

Bélgica tiene con estos igual tratado. 

El más ilustre publicista de Hispano- 
América (l ) dice que la ley francesa es 
enteramente conforme á la razón ; pues 
permite al francés abdicar su nacionali- 
dad, más no tomar servicio contra su 
patria. Con perdón de tan respetable 
autoridad, tal permiso no dimana preci- 
samente de la ley, sino de la opinión de 
los mejores jurisconsultos franceses, y de 
la práctica de los tribunales. En prueba 
de que la ley francesa no es la que supo- 
ne el Sr. Bello, basta recordar las penas 
que decretó Napoleón en 1811 contra el 
francés que cambiase de nacionaUdad sin 
permiso del gobierno. Verdad que no 
están vigentes y que en el dia los tribu- 
nales franceses, una vez satisfechos de 
que un francés ha obtenido carta de na- 
turalización conforme á las leyes del Es 
tado que se la confirió, declaran que ha 
perdido su calidad de francés ; por lo que 
no puede servir en el ejército. Está sujeto 
á ser aprisionado durante el juicio : más 
le es lícito libertarse con fianza carcele- 
Además, si han trascurrido tres 



ra. 



años desde su naturalización, queda 
exento de castigo por no haber cumplido 
las leyes de la conscripción. Pero la 
legislación francesa no concede ,el dere- 
cho de renunciar su nacionalidad, como 
lo declaró el ministro de Relaciones Ex- 
teriores de Francia á la Legación Ame- 
ricana en Paris el 25 de Noviembre de 

1859. 

No admite duda, sin embargo, que si 
el texto no confiere aquel derecho, la 
costumbre que también hace ley y la 
práctica judicial autorizan al francés para 
cambiar de nacionalidad. Al cabo de 
tres años^de este cambio no se le castiga 
por el delito que^se llama de insumuiotiy 
esto es, por no haber servido en el ejér- 

1. Bello, Derecho Internacioniil. 



cito. En este caso puede ser arrestado 
durante el juicio ; pero le es lícito reco- 
brar su libertad con fianza carcelera. 

Con todo, el decreto de Napoleón I 
nunca ha sido derogado ; y Cockburn [l] 
observa que todavía ahora es materia de 
discusión entre los jurisconsultos si se 
halla ó no vigente. 

Las demás naciones latinas de Europa, 
España é Italia, y aún otras que no lo 
son, como Grecia y Noruega, han adop- 
tado con corta diferencia las prescripcio- 
nes del Código Napoleón en punto á na- 
turalización. [2] 

Sin embargo, Italia, á pesar de esto y 
de sus instituciones liberales continúa 
adherida [¡cosa rara!] á la doctrina del 
eterno vasallaje, encarnado en su Código 
Civil. La correspondencia diplomática 
del gobierno italiano con el de los Esta- 
dos Unidos manifiesta que aquel ha sos 
tenido constantemente el eterno vasallaje 
de sus subditos con tanta firmeza como 
lo hiciera Inglaterra antes de abandonar 
esta anticuada docttina, y que nunca ha 
manifestado la menor inclinación á cejar 
un ápice en este punto. El gabinete de 
Roma no reconoce á ningún Estado ex- 
tranjero el poder de desatar á los italia- 
nos de las obilgaciones que le impone la 
ciudadanía nativa, y niega que el tratado 
concluido con los Estados Unidos (artícu- 
lo tercero del convenio de 187 1) tenga es- 
ta significación, como cree el Departa- 
mento de Estado de Washington; para 
lo cual seria necesario según el de Roma, 
reformar el Código Civil del Reino. \ 3) 

Así el gobierno de Italia ha dado de 
alta á varios antiguos subditos italianos 
naturalizados legalmente en los Estados 
Unidos y no ha hecho caso de sus cartas 
de naturalización en debida forma, ni de 
las reclamaciones de los ministros ame- 
ricanos. Es la única nación que ha asu- 
mido esa actitud de reto á la naturaliza- 



1 Despacho de Mr. Waahbarne k Mr. Fish, Fore%gn 
BélatUm» of the U. S., 1874. 

2 Naüonalüif, 

( 3 ) Nota de M. Wurto al Seoretarío de Estado 
Evarts, dstada en Boma el 27 de Agosto de 1877. 
Fw^^ RdationB of ike U. S., 1876 Italy. 
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cion extranjera y que se presenta en 
nuestros dias como campeón de una doc- 
trina desechada ya hasta por defensora 
tan pertinaz y prepatente como Ingla- 
terra. 

La correspondencia diplomática de los 
ministros americanos en Roma, Marsh y 
Wurts, registra los casos de varios de 
aquellos italianos enrolados por fuerza 
en las filas del ejército de Italia, a pesar 
de sus papeles de naturalizacian en re- 
gla y de las reclamaciones de la Lega- 
ción Americana. [ 2 ] 

Con esta excepción, entre las poten- 
cias de la Europa occidental la doctrina 
del eterno vasallaje puede considerarse 
como cosa de lo pasado á lo menos para 
las relaciones internacionales. 

En cuanto á los dos imperios orientales 
que representan en Europa la inmovibi- 
lidad y el despotismo asiáticos, Rusia y 
Turquía, no es extraño prohiban y casti- 
guen como un crimen la naturalización sin 
permiso del soberano. 

En los Estados Unidos la ley nada 
dispuso largo tiempo á este respecto. 
Autores americanos han creido que el 
vasallaje no podia renunciarse sin el 
beneplácito del soberano ; y hasta Kent, 
que en sus comentarios trata la cuestión 
con toda imparcialidad, y expone los 
dictámenes en pro y en contra, concluye 
por inclinarse á considerar vijente la ley 
común que prohibe la renuncia de la ciu- 
dadanía. El juez Story, después de Kent 
la autoridad mas competente en los Es- 
tados Unidos, opina del mismo modo. 
Pero la ley americana, por el hecho de 
abrir las puertas de la ciudadanía á los 
extranjeros, repudiaba de hecho la ley 
bárbara del eterno vasallaje; y un Attor- 
ney General de los Estados Unidos, Black, 
como miembro del gabinete, expresó ofi- 
cialmente desde 1857, ^ nombre de su 
gobierno, la opinión deque era renuncia- 
ble la ciudadanía adquirida. 
XVI. 
Ley de \%6% ( Banl^s bilí. ) 

Posteriormente la ley del Congreso del 



( 2 ) Casos de Sharbaro, Biaggiotli y Ceriano, en 
los despachos de Mr Marsh; y de Largomarisno en los 
de Mr Wurts. Foreign RéJaü^^ of the 17. S, 1878. 
Jtaly. 



27 de Julio de 1868 hizo desaparecer toda 
duda y dio fin á la discordancia en que se 
hallaban á este respecto el Poder judicial 
con el ejecutivo y ellegi slativo. El preám- 
bulo de la citada ley apellidada BanJ^s 
bilí, por él nombre de su autor, declara 
que ** el derecho de expatriación es un 
derecho natural é inherente á todos los 
hombres é indispensable para el goce de 
la vida, de la libertad y de la dicha. En 
reconocimiento de este principio (aftade 
el gobierno ha recibido inmigrantes de 
todas las naciones é investídolos con los 
derechos de la ciudadanía. Habiéndose 
pretendido que tales ciudadanos ameri- 
canos, con sus descendientes, son subdi- 
tos de naciones extranjeras y les deben 
pleito homenaje, conviene rechazar tal 
pretensión ; por lo que se resuelve lo 
siguiente : toda declaración, instrucción, 
opinión, orden ó decisión de cualquier 
funcionario del gobierno que niegue, res- 
trinja, disminuya ó ponga en duda el de- 
recho de expatriación es incompatible 
con los principios fundamentales de este 
gobierno.* 

Esta ley dio fin álajnconsecuencia no- 
tada por Wharton [i] de una Nación 
que durante 92 años había estado inci- 
tando ajenos subditos á renunciar el va- 
sallaje primitivo, á tiempo que negaba 
igual derecho á sus propios ciudadanos. 
Pero no es esta la única inconsecuencia 
en la historia del Derecho internacional 
privado de los Estados-Unidos. Wharton 
pudo añadir que la Nación misma debia 
su existencia al derecho que pretendía 
desconocer, el cual formó parte inte- 
grante de la declaración de independen- 
cia; puesto que las retricciones á la inmi- 
gración fueron una de las quejas formu- 
ladas en ella. Además, en oposición á la 
añeja doctrina del eterno vasallaje, los 
Estados Unidos sostuvieron contra la ma- 
dre patria la guerra de 1812, y después 
controversias que duraron más de medio 
siglo. En una de estas polémicas el mi- 
nistro americano Bancroft dijo a Lord 
Palmerston con sobra de lógica: '* permitir 
la emigración y pretender el eterno vasa- 

* 15, Statutes, 223. 

( 1 ) The internatwnal lato of individuahj a treatise 
on theconfliotoflaws. Wharton, Phiiadelplia, lcj72. 
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llaje equivale á tratar de plantear colo- 
nias extranjeras en ajeno suelo y ejercer 
prerogativas reales en una República." 
Argumento que carecía de base porque 
el gobierno británico concurría entonces 
en la doctrina del juez Story **que cada 
Nación tiene el derecho exclusivo de 
arreglar las personas y las cosas dentro 
de su territorio conforme á su soberana 
voluntad y á su política/' Hacia tiempo 
en efecto que la Cancillería inglesa había 
abandonado las pretensiones de Lord 
Ashburton sobre la exterritorialidad de 
las leyes inglesas relativas al estatuto 
personal ; pretensiones que el Secretario 
de Estado Americano Daniel Webster 
echó por tierra con el siguiente piinci- 
pio: "suelo inglés, territorio inglés, juris- 
dicción inglesa, son la esfera adecuada 
para la operación de la ley inglesa." 

Desde 1868, los Estados Unidos han 
concluido con varias Naciones tratados 
que permiten renunciar á los americanos 
la ciudadanía nativa y la adquirida. 

Las repúblicas hispano-americanas de- 
ben consignar en su Derecho Positivo 
externo igual principio; pues la facnltad 
de abdicar la ciudadanía primitiva, se 
deriva de la naturaleza misma de sus 
instituciones, y es la que más consulta 
los derechos y la felicidad del hombre. 

Como consecuencia del derecho de 
renunciar la ciudadanía nativa, débense 
fijar por medio de tratados los efectos en 
el país del nacimiento de las cartas de na- 
turalización expedidas por otros Estados, 

xvn. 

Efectos de la naturalización americana 
fuera de los Estados Unidos, Opuestas 
doctrinas del gabÍ7iete de Washington. 
Wheaton sentó un precedente que sir- 
vió largo tiempo de norma y pauta, en mí 
sentir demasiado latas. Cuando ministro 
en la corte de Berlín, denegó á un pru- 
siano naturalizado en los Estados Unidos, 
Johann Knockc, la protección que de- 
mandaba ; y sin atender á las circunstan- 
cias que hubiesen motivado su regreso, 
y sobre todo á la intención que tuviese 
ó no de domiciliarse en el país natal, dio 
la siguiente contestación en 24 de Julio 
de 1840: "Habiendo regresado al país 
de vuestro nacimiento, habéis reasumido 



con vuestro antiguo domicilio vuestro 
carácter nacional, y estáis sujeto á obe- 
decer las leyes de vuestra patria exac- 
tamente como si nunca hubieseis emi- 
grado." 

Esta conducta de Wheaton fué imitada 
por uno de sus sucesores en Berlín, Mr. 
Barnard, en varios casos que ocurrieron 
entre 1851 y 1852, principiando por el de 
H. V. de Sándt. Sirvió también de re- 
gla á los Secretarios de Estado Daniel 
Webster y Everett, especialmente al últi- 
mo quien, en el caso de Juan José Kracke 
sentóla proposición absoluta de que, 
** el gobierno americano no podía prote- 
ger contra la conscripción á los prusianos 
que habiéndose naturalizado en los Es- 
tados Unidos volvían al país de su naci- 
miento. " 

Everett escribió esto el 14 de Enero de 
1853; P^^o ^" ^' mismo año sobrevino un 
cambiamiento notable con el desempefto 
de la Secretaria de Estado por Mr. Mar- 
cy Ocurrió entonces el célebre caso de 
Martín Koszta, húngaro proscrito de 
quien se apoderó Austria mediante una 
alevosía en aguas turcas. Aunque él só- 
lo había declarado la intención de natu- 
ralizarse, Marcy sostuvo que rsto bastaba 
parala protección de los Estados Unidos 
y sus gestiones obtuvieron un éxito com- 
pleto. Mas sus doctrinas han sido des- 
pués repudiadas por el gabinete de Was- 
hington en sus tratados y en la práctica. 

'* Las personas que sólo han declarado 
la intención de naturalizarse no son ciu- 
dadanos en el sentido legal," dijo el de- 
partamento de Estado en su circular del 
14 de Octubre de 1869. (l) 

Después de Marcy, el Secretario de 
Estado Cass, imbuido del mismo espíri- 
tu, sentó una doctrina del todo contra- 
ria á la de Wheaton. En sus instruc- 
ciones del 8 de Julio de 1859 ^ Mr. 
Wright, dijo el general Cass : " Desde el 
instante que el extranjero se naturaliza, 
el vasallaje á su país natal desaparece 
para siempre. Experimenta un nuevo 
nacimiento político ... Si vuelve al país 
de su nacimiento, regresa como duda- 



[1] Para mayor amplihid, véase en la parte 2? de 
este trabajo el capítulo VI. La declaratoria de inteH- 
phn no surte el efecto de la naturalización. 
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dano americano y no con ningún otro 
carácter. " 

El publicista americano Beach Law- 
rence (l) pretende que el principio ante- 
rior muy popular en los Estados Unidos, 
fué sostenido por Mr. Seward en los ocho 
años que desempeñó la secretaría de Es- 
tado. Mas la Correspondencia diplomá- 
tica maniñesta que Mr. Seward repudió 
terminantemente la doctrina Cass en su 
despacho de Marzo de 1863 á Mr. Judd, 
Ministro americano en Berlin. Es ver- 
dad que concluida la guerra civil, Mr. 
Seward se apresuró á cantar la palinodia 
y dijo sin ambajes á Mr. Wright en Di- 
ciembre de 1865: "las circunstancias han 
pasado y la cuestión queda en el mis- 
mo estado. *' 

Halleck, en su Digesto de Derecho 
Internacional, observa con razón que la 
doctrina de Cass es más avanzada que la 
profesada anteriormente por el gobierno 
americano, y aupque no se atreve a im- 
pugnarla abiertamente, insinúa que " en 
concepto de algunos conculca el princi- 
pio universalmente reconocido que los 
Estados Soberanos tienen jurisdicción y 
el derecho de legislación municipal sobre 
las personas que se hallan dentro de su 
territorio ; y que así como poseemos 
dentro de nuestra jurisdicción la facul- 
tad de desconocer el dogma de eterno va- 
sallaje (allegiance) incorporado en las 
leyes de otros Estados, eLos tienen un 
derecho ignalmente incontestable, dentro 
de su jurisdicción, para decidir que nues- 
tras reglas municipales sobre naturaliza- 
ción no pueden cancelar los estatutos 
que imponen cargas y obligaciones mili- 
tares y otras provinientes de la teoría 
del vasallaje incorporada en sus leyes. '' 

Acaso seria más sencillo decir que 
ninguna ley existe en los Estados Uni- 
dos en corroboración de la doctrina del 
secretario Cass ; y que aunque la hubie- 
ra, tal ley no podria prevalecer sobre la 
contraria de otros Estados. En efecto, 
si un gobierno cree que la ciudadanía 
adquirida en su suelo no puede perderse, 
con mayor razón debe reconocer igual 



^ . D%»Ml%i\e* of American Women múrried ahroad, 
by W. Beach Lawrence. New York, 1871. 



principio respecto de la ciudadanía na- 
tural. 

He aquí, pues, dos doctrinas opuestas y 
sostenidas alternativamente en el discur- 
so de 20 años por el Departamento de 
Estado de Washington. 

¿ Cuál es la verdadera ? 

¿ Cuál la vigente en la actualidad ? 

Ni la una, ni la otra. 

XVIII 

Doctrina actual de los Estados Unidos. 

Los Estados Unidos no profesan aho- 
ra ni el de principio de Wheaton de no 
protección en ningún caso al ciudadano 
naturalizado que regresa á su país natal, 
ni el opuesto de Cass de protección á 
todo trance. 

El gabinete de Washington ha adop- 
tado un temperamento medio, que es lo 
justo y razonable ; esto es, protección 
por tiempo limitado á los ciudadanos 
naturalizados que vuelvan al país de su 
nacimiento con ánimo de regresar á los 
Estados Unidos. 

Según la ley de 27 de Julio de 1868 
" los ciudadanos naturalizados de los Es- 
tados Unidos que se hallen en país ex- 
tranjero deben tener derecho á la misma 
protección en sus personas ó propieda- 
des que los ciudadanos naturales de los 
Estados Unidos." Pero esta disposición, 
por demás absoluta, ha sido modificada 
en la práctica, ó más propiamente ha- 
blando, puesta en armonía con las leyes 
de naturalización que requieren el ani- 
mus manendi. 

Así en 18Ó8 el Departamento de Es- 
tado concluyó antes y después de la ley 
del 27 de Julio varios tratados de natu- 
ralización en que se declaraba que " si 
los ciudadanos naturalizados volvian al 
país de su nacimiento, sin intención de 
regresar á la patria adoptiva, se enteiidia 
que habían renunciado la naturaliza- 
ción." Como se vé, el gobierno de los 
Estados Unidos no niega su protección 
en el exterior á los ciudadanos naturali- 
zados, sino á los que han dejado de serlo 
por la residencia en el país natal sin áni- 
mo de regresar á los Estados Unidos. Y 
como estos tratados han sido aprobados, 
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ó ratificados, (i) por el Senado (sola 
Cámara que interviene en la aprobación 
de los tratados, á diferencia de casi todas 
las repúblicas hispano-americanas, en las 
cuales concurren ambas Cámaras), el 
Departamento de Estado ha arreglado 
sus instrucciones generales al espíritu de 
dichos pactos. 

•XIX. 

Circular de 1869. 

En conformidad, la circular del 14 de 
Octubre de 1869 a los agentes diplomáti- 
cos y co nsulares de los E. Unidos, pre- 
viene que " si se piden pasaportes ó pro- 
tección por ciudadanos naturalizados, los 
representantes de los Estados Unidos 
deberán asegurarse que dichos peticio- 
narios no han perdido sus derechos; pues 
un ciudadano naturalizado puede reasu- 
mir el vasallaje primitivo, y relevar al 
gobierno de su patria adoptiva de la 
obligación de protegerle en el país de su 
nacimiento, ora por su regreso áéste con 
la evidente intención de permanecer allí, 
ora por aceptar empleos incompatibles 
con su ciudadanía adoptiva, ó bien por 
ocultar su naturalización largo tiempo y 
hacerse pasar por ciudadano ó subdito 
de su prppio país, ó en fin por algún 
otro modo que manifieste la intención 
de abandonar los derechos adquiridos. 
Requiérese cauteloso examen en estos 
casos, porque hace algunos años se están 
acumulando 'pruebas en este Departa- 
mento de que muchos extranjeros bus- 
can la naturalización en los Estados Uni- 
dos sin el menor designio de sujetarse 
por una residencia permanente á los de- 
beres y cargas de la ciudadanía, y antes 
bien con el exclusivo objeto de regresar 
á su país natal, residir allí y contraerse á 
sus negocios, resguardados por la natura- 
lización, para evadir las obligaciones del 
país de su nacimiento, que es también el 



1 Sabido es que en Hitpano-América el Congreso 
es el que aprueba los tratados y el Poder £jecutivu 
quien i«s ratifica. Esta no es una mera cuestión de 
nombre porque en los Estados hispano americanos el 
Poder Í!.]ecutivo puede ratificar ó no los tratados. En 
ios Estados Uñidos el Presidente no tiene este dere- 
cho. El Senado es Ja rama del Poder Ejecutivo que 
ratifica los tratados. 



de SU domicilio. Admitir tales preten- 
siones seria tolerar un fraude contra am- 
bos gobiernos, y facultar á un hombre 
para que goce de las ventajas de dos na- 
cionalidades y eximirse de los deberes y 
cargas de entrambas.'' 

XX. 

Mensaje de 1869. 

Esta circular, dirigida el primer año 
de la gobernación del Presidente Grant, 
era la paráfrasis del Mensaje Presiden- 
cial en la apertura del Congreso de 1879. 
** El estado de perturbación," dijo el ex- 
presado mensaje, " de otros países menos 
felices que el nuestro, ha inducido á ve- 
ces á los ciudadanos de ellos á venir á 
los Estados Unidos con el único fin de 
naturalizarse. Alcanzado este objeto, re- 
gresan á su país y residen allí sin anun- 
ciar el cambio de ciudadanía. Aceptan 
empleos de honor y de confianza que no 
pueden ser desempeñados sino por ciuda- 
danos : viajan con pasaportes que les re- 
conocen esta calidad ; y no es sino cuan- 
do las discordias civiles, tras largos aftos 
tal vez de quietud, amenazan sus perso- 
nas ó sus propiedades que el hecho de 
su cambio de nacionalidad viene á divul- 
garse, (i) Residen constantemente fuera 
de los Estados Unidos, en nada contri- 
buyen á las rentas del Estado : (2) evi- 
tan los deberes de ciudadanos y sólo se 
hacen reconocer como tales para pedir 
protección. He ordenado á los agentes 
diplomáticos y consulares de los Estados 
Unidos que examinen con cuidado tales 
solicitudes de protección. Un ciudada- 
no de los Estados Unidos, natural ó 
adoptivo que llena sus deberes para con 
su país tiene derecho á toda su protección. 
Mientras yo tenga parte en la direc- 
ción de los negocios, no consentiré en 
que se comprometa ese derecho sagrado 
confiriéndolo á reclamantes ficticios ó 
fraudulentos.'' 



(1.) El Presidente Grant se coloca en un caso muy 
especial, ocurrido probablemente en Cuba; pero m» es 
lo que sucede generalmente en las Kepublicas 
hispano americanas. 

(2.) La misma reflexión que hizo en 1866 el Minis- 
tro de los Estados Unidos en Quito, en el despacho 
que reproducimos más adelante. 
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XXI. 
Causa del cambiamiento de política. 

La guerra civil de los Estados Unidos 
contribuyó poderosamente á este cam- 
biamiento de política en el Departamen- 
to de Estado respecto de la protección 
en el exterior á los ciudadanos naturali- 
zados. Dos razones fueron causa de que 
él cejase en sus exageradas pretensiones 
de antes á favor de ellos. 

La primera fué que los Estados Uni- 
dos se vieron obligados ellos mismos 
para sofocar la revolución del Sur á dar 
de alta en el ejército á todo hombre do- 
miciliado en los Estados Unidos, nacio- 
nal ó extranjero. La segunda es que el 
gobierno federal, indignado contra los 
malos ciudadanos ncituralizados que 
abandonaban su patria adoptiva en el 
conflicto, no quería extenderles en el 
país de su nacimiento la -protección de 
la bandera que cobardemente abandona- 
ban. Esto hubiera sido en verdad, no 
sólo alentar, sino premiar la evasión del 
servicio militar en los que merecian más 
bien castigo como desertores. 

Lincoln y Seward sobre los naturalizados. 

Es lo que claramente se desprende del 
Mensaje del Presidente Lincoln en Di- 
ciembre de 1863. *' Hay motivos para 
creer, dijo, que muchos individuos naci- 
dos en país extranjero que han manifes- 
tado la intención de ser ciudadanos de 
los Estados Unidos, ó que han sido na- 
turalizados, han eludido el servicio mili- 
tar, negando el hecho y dejando la prue- 
ba al gobierno. (l) 

" También hay motivo para creer que 
extranjeros se vuelven frecuentemente 
ciudadanos de los Estados Unidos con 
el único propósito de eximirse de los de- 
beres que les imponen las leyes de su 
país, adonde regresan después de haber 
sido naturalizados y donde reclaman 
nuestra protección sin jamas volver á 
los Estados Unidos. De este abuso re- 
sultan grandes perjuicios y serios alter- 



(D La cauta de este mal et la falta de Beriatroi 
de Natnraliiaeion, v la publicación que debería hacer- 
te aniialmente de eiloi eu lot diferentet Eitadot. (No- 
ta de) au or.) 



cados. Conviene acaso fijar un límite 
más allá del cual ningún ciudadano de 
los Estados Unidos residente en el exte- 
rior, pueda reclamar la interposición de 
su gobierno." 

El mismo mal humor contra los ciuda- 
danos que emigraban de los Estados 
Unidos en la gran crisis, se nota en los 
despachos de Mr. Seward. ** Nuestros 
conciudadanos," dijo á Mr. Judd, Minis* 
tro americano en Berlín, con fecha 9 de 
Junio de 1863, deberian permanecer aquí 
en el presente conflicto para sostener al 
gobierno contra la insurrección en vez 
de ir á aumentar nuestras dificultades 
invocando el ejercicio de la autoridad de 
este gobierno para su comodidad en 
otros países. En adelante no dirigiréis 
reclamación alguna á este respecto sin 
instrucciones especiales.*' 

Más tarde, en Diciembre de 1865, aun- 
que ya concluida la guerra, Mr. Seward 
decia á Mr. Wright, también Ministro 
americano en Berlin : " Nos hemos vuel- 
to menos susceptibles desde que hemos 
visto á indignos ciudadanos huir para 
escapar á las obligaciones militares de 
su patria adoptiva." 

Mr. Beach Lawrence (l) con su habi- 
tual criterio, hace la observación siguien- 
te: '*las discusiones prolongadas que 
tuvieron lugar cuando el servicio militar 
no era obligatorio en los Estados Uni- 
dos, eran poco compatibles con nuestra 
política interna en una época en que nues^ 
tras leyes hacían alistar en las fuerzas na- 
Clónales d todos los hombres domiciliados 
en los Estados Unidos^ que tuviesen edad de 
llevar armas, ora hubiesen nacido en el ex- 
terior, ora fuesen ciudadanos nativos. " 

Tanto por la correspondencia diplo- 
mática citada, como por los tratados con- 
cluidos en 1868, Mr. Seward puede con- 
siderarse como el fundador de la doctri- 
na vigente, término medio entre los dos 
extremos de Wheaton y de i'ass, y la 
más conforme con los principios del De- 
recho y las leyes de naturalización de 
los Estados Unidos. Este principio de 
protección limitada^ ni rehusa en lo abso- 
luto la protección al ciudadano naturali- 



(1 Commt!ñiaxT€» sur U» élámenU du Droit Interna- 
tianal. Tvm.Iil, p.. 11. Cbap. II. Pág. 352. 
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zadoque vuelve al país de su nacimiento, 
como lo pretendía Wheaton, ni reco- 
noce el nuevo nacimiento político que 
pretendía Cass y que concluía del todo, 
según él, con la ciudadanía primitiva. La 
nueva regla, consignada en los tratados 
de 1868 y en los posteriores á esa fecha, 
como son el de Suecia y Noruega y el 
del Ecuador, pone por límite á la protec- 
ción del ciudadano naturalizado no la 
vueltaal país de su nacimiento, sino la in 
tención de residir allí, y se halla bien ex- 
plicada en la Circular del Departamento 
de Estado del 14 de Octubre de 1869. 

MrSewardno formuló esta doctrina 
de una manera explícita, ni la convirtió 
en regla general. Pero aprobó la con- 
ducta de Mr. Ríotte, ministro de los 
Estados Unidos en 'Costa Rica que de 
hecho la puso en planta en el caso de los 
hermanos Quesada. Helo aquí. 

Los hermanos Quesada. 

Francisco y Juan Quesada eran ciuda- 
danos de Costa Rica, se naturalizaron en 
los Estados Unidos después de una resi- 
dencia de cuatro aflos, y volvieron en 
seguida á su país natal, donde llamándo- 
se á extranjeros, rehusaron prestar sus 
servicios á la República. El ministro de 
Relaciones Exteriores de Costa Rica, Sr. 
Volio, tuvo la doble fortuna de tratar el 
asunto con tino y de dar con un diplo- 
mático que no lo tenia menos. " Es no- 
torio (dijo el expresado Sr. Volio al mi- 
nistro americano Riotte en despacho del 
28 de Noviembre de 1865) que los Que- 
sadas nunca tuvieron intención de radicar^ 
se en los Estados Unidos; que no tenían 
propieda les allí ; y que por el contrario 
es en Costa Rica donde han vivido y 
viven, aquí donde se hallan radicados y 
donde tienen haciendas y negocios. Aho- 
ra bien : aunque el gobierno no puede 
admitir por un instante que un costari- 
cense naturalizado en país extranjero 
conserve este carácter después de regre- 
sado á su patria natural con la implícita 
intención de vivir aquí, sin embargo, de- 
seoso de dar una prueba de simpatía á 
los Estados Unidos, ha resuelto no to- 
mar ninguna medida ulterior en el 
asunto de los señores Quesada hasta 



consultar la -opinión' de su represen- 
tante." 

El ministro americano Riotte contes- 
tó : "A pesar de que, con arreglo á la 
notoriedad del caso y á la confesión mis- 
ma de Francisco Quesada, no me cabe 
la menor duda de que aquellas cartas de 
naturaleza fueron obtenidas subrepticia- 
mente y por medio del perjurio, con 
todo, carezco de facultad, según varias 
decisiones de la Corte Suprema de los 
Estados Unidos, para negarme á reco- 
nocer dichas cartas, las que están decla- 
radas al par que las demás sentencias 
judiciales, completa evidencia de su pro- 
pia validez. Pero como no he podido 
descubrir de parte de los señores Quesa- 
da el menor indicio de ammus manendi 
en los Estados Unidos^ considero induda- 
ble, conforme á las reglas de interpreta- 
ción y á los principios generales, que han 
reasumido su nacionalidad al reasumir su 
antiguo domicilio, que lleva trazas de ser 
permanente. Me he visto de consiguien- 
te obligado á rehusar á esos jóvenes la 
protección de la bandera americana." 
Sometido el incidente al Departamento 
de Estado, Mr. Seward con fecha 16 de 
Febrero de 1866, manifestó su aproba- 
ción en los términos siguientes: *\ha- 
biendo considerado debidamente ei 
asunto, vuestros procedimientos y deter- 
minaciones han sido aprobados." 

Pero el mismo Mr, Seward, que en 
1866 reconocíala sana doctrina vigente, 
con la aprobación del procedimiento de 
Mr. Ríotte, se excusaba de impartir ins- 
trucciones en este sentido los años si- 
guientes á otros ministros que señalaban 
el abuso de las cartas de naturaleza. Así 
cuando en 18 de Mayo de 1867 el minis- 
tro americano en Quito, [Ecuador] W. 
T. Coggeshall, llamaba la atención del 
Departamento de Estado sobre este im- 
portante asunto, Mr. Seward guardó si- 
lencio y sometió el asunto al Congreso, 
que nada hizo. Son dignas de traducir- 
se las sesudas palabras del malogrado 
Mr. Coggeshall en el citado despacho : 
** Hay, dijo, en el Ecuador varios ecuato- 
rianos naturalizados en los Estados Uni- 
dos. Son propietarios de grandes ha- 
ciendas, comerciantes acaudalados, ó po- 
seedores de pingües rentas. Pagan ios 
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pechos locales del Ecuador ; pero con 
nada contribuyen á la riqueza de la na* 
cion, bajo cuya bandera pretenden am- 
pararse contra el gobierno del país don- 
de viven. Me asisten razones para creer 
que ni uno de estos pretensos ciudada- 
nos ha residido en los Estados Unidos 
los cinco aftos previos que requiere la 
ley. Su carta de naturaleza no tuvo por 
objeto el vasallaje {allegiancé) á la patria 
adoptiva, sino el no- vasallaje á la natural, 
aunque propietarios y avecindados en la 
última. Tal ciudadanía solo puede ser 
considerada como un abuso contra el 
Ecuador, al par que una sátira contra los 
privilegios americanos, y un abuso de los 
derechos de tales. ... Se hace servir los 
privilegios y el poder de los Estados 
Unidos para propósitos anti-patrióticos 
contra gobiernos amigos. ¿ Por qué los 
Estados Unidos conceden cartas de natu- 
raleza á hombres que no tienen inten- 
ción de residir permanentemente dentro 
de su territorio ? ¿ Por qué no hacer de 
ésta una condición de la ciudadanía? 
I No podría reformarse en este sentido la 
ley? ¿No debería la residencia perma- 
nente en tierra extranjera hacer írritas y 
nulas las cartas de naturaleza que se ha- 
yan conseguido con una residencia tem- 
poral? No conozco auno solo de los 
ecuatorianos naturalizados en los Estados 
Unidos que hable palabra del idioma de 
su país adoptivo. Me parece, pues, fue- 
ra de duda que se debe obligar á los ciu- 
dadanos naturalizados á establecerse en 
su nueva patria . . ." 

Estas palabras contienen la sustancia 
de la doctrina establecida más tarde. 

En términos idénticos á los de Mr. 
Coggeshall se expresó el aflo siguiente 
Mr. Morris, ministro de los Estados 
Unidos en Constantinopla. " Hásc vuel- 
to práctica común en los subditos oto- 
manos [dijo á Mr. Seward, en despacho 
del 31 de Julio de 1868] particularmente 
entre los armenios, ir á los Estados Uni- 
dos á obtener carta de naturaleza, no 
para residir en ia República, sino con el 
objeto exclusivo de eludir las obligacio- 
nes de subditos del Imperio, á cuyo terri- 
torio vuelven por el resto de sus días. 
Unos se limitan á la carta de intención : 
otros obtienen la carta de naturaleza. 



Pero en cualquiera de los dos casos el pro- 
cedimiento es virtualmeme fraudulento^ 
puesto que no tiene a la intención de hacerse 

ciudadanos americanos No pagan 

contribuciones de ciudadanos al go- 
bierno de los Estados Unidos, y sin 
embargo quieren poner á contribución 
la sangre y el tesoro del pueblo america- 
no para . enderezar sus entuertos. No 
están sujetos en tiempo de guerra á la 
conscripción militar de los Estados Uni- 
dlos, y gozan en verdad de todos los pri- 
vilegios de ciudadanos americanos sin 
ninguna de sus cargas, obligaciones, ni 
gravámenes.'^ 

Mr. Seward se limitó á decir en con- 
testación (despacho del 21 de Agosto de 
1868) : " Extendereis la protección de los 
Estados Unidos tan sólo á los ciudada- 
nos naturales de los Estados Unidos ó á 
los naturalizados. La naturalización no 
debe consistir solamente en la declara- 
ción preliminar de intención, sino en la 
tramitación completa judicial, terminada 
ante tribunal competente y en conformi- 
dad con las leyes de los Estados Unidos. 
Cuando la carta de naturalización sea 
manifiestamente /rfl«¿z//(f«/tf ¿/ ten^a vi- 
sos de serlo, omitiréis la proteaion hasta 
que el caso haya sido examinado aquí'' 

Con no menos indignación que Co- 
ggeshall y Morris se expresó respecto de 
estos ciudadanos híbridos el célebre abo- 
gado Caleb Cushing, anti<.yuo Attorney 
General de los Estados Unidos. 

Nombrado defensor por parte de Mé- 
xico en la comisión mixta mexicano-ame- 
ricana, que decidió en Washington de 
las reclamaciones pendientes entre las 
dos repúblicas, dijo en una de sus lumi- 
nosas defensas ; ** Estos mexicanos tra- 
taa de obtener, bien ó mal, carta de na- 
turaleza en los Estados Unidos. En 
verdad nuestras leyes de naturalización 
son tan malas en la teoría como fáciles 
de eludir en la práctica ; así es que los 
fraudes son harto comunes, según lo 
muestran los recientes procedimientos 
legislativos en el Congreso, y los proce- 
dimientos judiciales en Nueva York. 
Cuando se considera que basta en mu- 
chos casos el juramento de un solo tes- 
tigo, para conferir carta de naturaleza 
sin la sombra de investigación judicial, 



y sin hecho alguno externo, como v. gr., 
el del domicilio, fácil es colejir cuan fre- 
cuentes serán los fraudes. Ahora estos 
mexicanos de Leo 1, Garza y otros, al 
paso que se llaman á ciudadanos ameri- 
canos, tienen propiedades, ó domicilio, ó 
negocios, ó mujer é hijos en Méjico. De 
consiguiente, si alguna vez se naturaliza- 
ron en los Estados Unidos, se han vuelto 
á naturalizar en Méjico ; esto es, son trai- 
dores á sus dos patrias y merecen la in- 
dignación de entrambas. No viven en 
los Estados Unidos, á fin de sustraerse á 
las cargas públicas en paz ó en guerra ; 
y quedan en su país natal para gozar los 
beneficios de la paz, y escapar los males 
de la guerra acojiéndose á la bandera de 
los Estados Unidos. Pero no pueden 
así bromear con ios sagrados derechos y 
obligaciones de la ciudadanía. Su pro- 
pósito es hacer traición á entrambas pa- 
trias, como los Vaqueros de la Revolu- 
ción americana. Por fortuna, la ley está en 
contra de ellos; y al presentarse aquí con 
reclamaciones, aftaden al proyectado 
fraude la deshonra de la doble infideli- 
dad á México y á los Estados Unidos. " 

" Dirá acaso el abogado del reclaman- 
te que una persona puede tener dos na- 
cionalidades. Sea; pero que entonces 
llene las obligaciones de ambas. Los 
hombres de nuestro tiempo suelen hablar 
mucho de sus derechos ; ** pero olvidan 
con frecuencia sus obligaciones." 

Citamos estas palabras del abogado 
americano, no porque concurramos en 
sus calificaciones, algunas de las cuales 
son por demás duras y exageradas [pues 
puede haber hombres de bien, que tra- 
tan de acojerse á otra nacionalidad solo 
para que el fruto de su trabajo no les sea 
arrebatado por los sempiternos trastor- 
nadores del orden público] sino para que 
se conozca en la América -Española la 
opinión de hombres como Cushing, anti- 
guo miembro del gabinete y abogado de 
parte dé los Estados Unidos en la comi- 
sión de Gmebra. 

Ahora bien, con arreglo á estas doctri- 
nas, se han establecido hoy las reglas vi- 
gentes en los Estados Unidos respecto 
á naturalización : reglas que vamos á 
exponer y que son dignas de ser incor- 
poradas en su derecho convencional por 



las repúblicas del Centro y Sud de Amé- 
rica. México y el Ecuador lo han hecho 
ya. 

xxn. 

Reglas vigentes. 

Las reglas que los Estados Unidos han 
consignado en varios tratados sobre na- 
turalización son: 

i.^ Los ciudadanos naturalizados que 
hayan residido CINCO AÑOS SIN INTER- 
RUPCIÓN [i] EN LOS Estados Unidos 
serán considerados ciudadanos de los 
Estados Unidos y tratados como tales. 

2.** Si el ciudadano naturalizado vuel- 
ve al país de su nacimiento con la inten- 
ción de no volver á su patria adoptiva, 
reasume las obligaciones de la ciudada- 
nía primitiva, considerándose de consi- 
guiente renunciada la adquirida por la 
naturalización. 

3.® La permanencia de más de dos 
aflos en el país del nacimiento manifiesta 
la intención de domiciliarse en él, salvo 
prueba en contrario. 

4.^ Los ciudadanos naturalizados, al 
volver al país del nacimiento quedan su- 
jetos á enjuiciamiento y castigo, con 
arreglo á las leyes de dicho país por de- 
litos cometidos antes de la emigración, 
salvo las prescripciones legales. 

5^ La declaración de la intención de 
hacerse ciudadano NO surte los efectos 
de la naturalización^ 

Tales son los principios jenerales que 
los Estados Unidos han- establecido en 
sus tratados con Austria, Bélgica, la Gran 
Bretafta, ( 2 ) el Imperio de Alemania 
(esto es, la extinguida Confederación 
Ñor- Alemana y varios Reinos del Sur), 
cen Suecia y Noruega, con Turquía (á la 
que por primera vez se ha reconocido 
completa reciprocidad en un tratado) con 
México y el Ecuador, 

Respecto de los Estados con quienes 
no tienen tratados, el gabinete de Wash- 



(1) H<»mo8 observado va que ea alffunos protocolos 
se explica el sentido legal de las palabras residencia «o 
inierrumpidaf y se declara que una ausenda momentá- 
nea, un viaje, etc., no interrumpen la residencia. 

( 2 ) En los tratados con Bélgica y la Gran Bretaña 
no fe exige la residencia de cinco años. 
Otra diferencia en el tratado con Inglaterra es que ni 
la vuelta al pafs natal del ciudadano naturalizado, ni 
la residencia de dos anos hacen considerar reasumida 
la eiadadanfa nativa. 
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ington ( circular de Mr. Fish del 2 de 
mayo de 1871) tiene declarado que no 
pretende injerirse en la interpretación de 
leyes estraflas, cuya aplicación corres- 
ponde á los tribunales locales. De consi- 
guiente cada Estado decide con arreglo 
á las suyas los diferentes casos de natu- 
ralización. 

XXIII. 

Valor legal de las coartas de naturalización 

ilícttamente obtenidas. 

¿ Pueden cancelarse ó quedar sin efec 
to las cartas de naturalización ilcgalmen- 
te obtenidas? 

Vunto es aqueste sumamente arduo á 
la par que cuestión muy controvertida. 
Las dudas provienen de la evidente dis- 
cordancia que hay no sólo entre las de- 
cisiones del Poder Judicial y los actos del 
Poder Ejecutivo, sino hasta cierto punto 
aún en aquellas decisiones judiciales 
mismas. Nosotros, resumiríamos la cues- 
tión de la manera siguiente ; las cartas 
de naturalización no pueden cancelarse, 
pero sí quedar sin efecto. 

Por punto general, en las sentencias de 
los tribuí ?les se han sentado las dos re- 
glas siguientes : 

I" La carta de naturaleza se reputa 
en los Estados Unidos como una ejecu- 
toria, y como toda sentencia ejecutoria- 
da de un tribunal competente, consenti- 
da y no apelada, es irrevocable. En este 
sentido decidió la Corte Suprema de los 
Estados Unido.s*el caso de Juan Felipe 
Stark contra la Compañía de Seguros de 
Chesapeake, relativamente á una contro- 
vertida carta de naturaleza. Declaracio- 
nes análogas se han hecho en otros ca- 
sos, señaladamente en el de James Spratt: 
la Corte Suprema ha decidido que la 
carta de naturaleza no puede revocarse 
ni que es lícito indagar sobre qué testi- 
monio ha sido conferid. . 

2* La decisión de un tribunal com- 
petente és prueba irrecusable de que se 
han cumplido los requisitos legales. (3) 

(3) *^ The judgemeot of the Court is oonclusive 
tbat all leffal perquisites were eomplied wUh ; Bríght- 
ly'sDig 34citi[ig Stark vs Chesapeake Ins. Co , 7 
Cranch, 420. Spriitt va Spratt, 4 Petera 406. Kitcline 
V9 Piitnam, 13 Wendell 524. Me Carthy vs Marach, 
1 Selden, 263,;¿7H. arapbell ve Gordou, 6 Cranch, 



De conformidad con el principio ante- 
rior, la Corte Suprema de los Estados 
Unidos resolvió en una causa célebre que 
** hacer jurar obediencia" (requisito para 
la naturalización) ''equivalía á una sen- 
tencia del tribunal que conferia los dere- 
chos de la ciudadanía é implicaba el 
cumplimiento de. las prescripciones le- 
gales. 4. 

De igual manera el Attorney General 
Williams dictaminó en 1874 que era vá- 
lida la carta de naturaleza conferida á un 
hamburgués aunque estuviese probado 
que no habia tenido la edad necesaria 
(resultó del registro de nacimientos de 
Hamburgo que no era mayor de edad á 
tiempo de la naturalización, en lo de 
Julio de 1873; pues sólo habia nacido el 
22 de Febrero de 1853). "Como un tri- 
bunal competente," dijo, "halló que con- 
currían las condicioYies para la ciudada- 
nía, este hecho surtió el efecto de una 
sentencia, y fué concluyente." (5) 

Si no hubiera mas que las decisiones 
anteriores sobre validez de las cartas de 
naturalización, no habría cuestión. Pero 
hé aquí que tropezamos con una decisión 
judicial muy diversa y que reza así: 

"Una carta de naturalización irregu- 
larmente obtenida puede ser puesta á un 
lado. (6) 

De consiguiente una carta de natura- 
lización obtenida irregularmente ó sea, 
según se nos alcanza con violación de la 
ley, no surte efecto, aunque no se anule. 
Se obedece; pero no se cumple ^ según la 
respetuosa fórmula de los vireyés espa- 
ñoles respecto de las reales órdenes de 
Castilla que no cumplían. 

¿Qué vienen, pues, á ser cartas de natu- 
ralización irrevocables, concluyentes, pe- 
ro que se echan á un lado ? 

Así, según los mismos tribunales, las 



176 See evidenoe of judge Emmet, 5,090. (Report of 
the Select ommittee on alleged New York electíons 
frauds, by W. Lawrence.— Waahiagtou, 1869.) 

(4) Campbell vs Gbrdon, 6 Cranch, 176. Digwi of 
opinión and Uaaing carta o» International law, i60. 
Washington, ]t77. 

(5) Digeai éte. p. 159 Levjf'e cate, 14 Op. 509. 

(Q A certificate cf riaturalizatioii refB^iarly obtalned 
may be set aside. Richarda v« Me Daniel, Nott ék, 
Me Cord, 351, note to 1 Bríghtly's Digett 34; 11 8t 
Tr. 230, 262: 1 Ves. 159; Andr 393. (Report cit do de 
Wm. Lawrence, p. 37.) 
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cartas de naturalización pueden no ser 
válidas; y entonces ¿cómo se reputa- 
rán concluyentes las declaraciones en 
ellas contenidas? 

Contra la opinión citada del Attorney- 
General Williams en este sentido, tene- 
mos otras vistas fiscales (pues como tales 
podemos considerarlas) que expresan 
conceptos diferentes. 

En una de ellas se manifiesta que las 
declaraciones evidentemente falsas en 
las cartas de naturalización no' deben ser 
tomadas en consideración. " 

** El relato contenido en el registro de 
los procedimientos de naturalización de 
que se ha residido en este país por 
mas de cinco aftos NO es concluyente en 
cuanto al hecho de la residencia *' dijo el 
Attorney-General Akerman, en el caso 
de Mose Stern, 1871. ( I )Y el hecho de 
hallarse citada esta opinión en el Digesto 
de opiniones y decisiones principales sobre 
derecho internacional, publicado por el 
Departamento de Estado en 1576, le da 
alguna mayor autoridad, no obstante la 
salvedad que en el prefacio de dicha obra 
hace el sub-secretario de Estado J. L. 
Cadwalader de que no se intenta en 
ningún caso determinar cuál es la ley, 
sino simplemente manifestar lo que de 
tiempo en tiempo se ha considerado ser- 
lo por la autoridad competente. " 

Con arreglo al dictamen de otro At- 
torney-generaly no citado en la colección 
anterior, pero que ait halla en los Docu- 
mentos del Senado (2) "la decisión de un 
tribunal relativamente á una carta de 
naturalización, implica absoluta verdad 
y obra por completo, d menos que se le 
acuse de fraudulenta^ 

Duda de Mr, IVm, Lawrence sobre la 
invalidez de las cartas de naturalización, 

Mr. Wm. Lawrence en su Informe "^^x- 
lamentarlo sobre los fraudes de naturali- 
zación, confiesa ingenuamente su duda 
sobre la validez de las cartas de naturali- 
zación conferidas ilegalmente. 

" En cuanto á la naturalización" dice 
"en la Corte Superior (de Nueva York) 



(1) Ihqeii of optRtofM and lea xing cases on Interna^ 
Homal Ulw^ Washington, 1877. 

12J Yol. 9 Sed. Dec. 28th Congrea», p. 166. 



puede dudarse que sean válidos porque no 
hay documento archivado (j>aper on filé) 
ni otro registro (record) que manifieste 
una orden de la Corte, requisito que exi- 
ge la ley de 1802." 

La duda de Mr. Lawrence se funda en 
otras dos decisiones jurídicas contradic- 
torias que cita en una nota. La una afir- 
ma que por la ley del 29 de Enero 1795, 
el juramento de vasallaje del pretendien- 
te á la naturalización le confiere los de- 
rechos de ciudadania sin necesidad de 
orden de la Corte (Campbell vs. Cordón, 
6 Cranch, 176.) 

La otra decide que la sentencia (sobre 
naturalización) se registre como senten- 
cia de la Corte, y que si está en forma 
legal debe terminar toda indagación, y 
como toda sentencia ser completa evi- 
dencia de su validez. (3) ( Spratt vs. 
Spratt.y 4 Peters, 406.) 

Piensa Mr. Lawrence que la citada du- 
da puede existir aun con prescindencia de 
las leyes del 22 de Marzo 1816 y 24 de 
Mayo 1828, las cuales exigen que si no 
se hace un registro (record) con los nom- 
bres de los testigos no se considere como 
ciudadano al que haya pretendido la na- 
turalización. 

** Sí las cartas de naturalización" aña- 
de, "se considerarán válidas á pesar de 
haberse conferido en virtud de declaracio- 
nes falsas, esto aumentarla el escándalo 
de la violación de la ley." 

De manera que Mr. Lawrence no ex- 
presa á la Cámara de Representantes 
opinión á este respecto y se limita á ma- 
nifestar sus dudas. 

XXIV. 

Doctrinas y prácticas ejecutivas. 

Esto es en cuanto al Poder Judicial. 
Por lo que toca al Ejecutivo, hállase esti- 
pulado en varios tratados que las 
dos partes contratantes reconocerán co- 
mo ciudadanos naturalizados á los que 
hayan sido debidamente naturalizados 



(3 Thi8 judgement Í8 enterad on record as the judge- 
meut oí the oourt. It seeniB to U8 if it be in legal form 
to dote all inquiry and Hke every othcr judgement to 
be complete oTÍdence of \t% own ▼alidity. Sentencia 
de la Corte uprema de los Estados Unidos ea Í830. 
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después de haber residido SIN INTERRUP- 
CIÓN en la patria adoptiva el tiempo re- 
querido en ella por la Constitución ó las 
leyes. O lo que es lo mismo, que no se 
reconocerán las cartas de naturalización 
fraudulentas ó ilegales. 

Además, el Departamento de Estado 
admite que una carta de naturalización 
puede impugnarse ante los tribunales. 

** Las cartas de naturalización válidas 
prima facie y fundadas en el decreto de 
una corte competente," dijo el Secreta- 
rio de Estado Mr. Fish al ministro ale- 
mán Schlesser en 1875, "no pueden ser 
materia de controversia sino en tela de 
juicio." {Foreign RelationSj 1875.) 

¿Y de qué serviria la impugnación judi- 
cial si esta no debiese surtir efecto algu- 
no? No puede admitirse que un gobier- 
no indique á otro un litigio ilusorio que 
no deba dar ningún resultado. 

La comisión mexicano-americana, reu- 
nida en Washington, al fallar el ca- 
so de Garrison-Fritz ( Noviembre de 
1871 ) sentó un principio que, á ser gene- 
ralmente adoptado, facilitaria la anula- 
ción de las cartas de naturalización ili- 
cítamente obtenidas. 

Este principio es que las partes agra- 
viadas por sentencias judiciales, notoria- 
mente injustas, tienen perfecto derecho 
para reclamar contra ellas; y de hecho la 
comisión se arrogó la facultad de revi- 
sar dichai^ decisiones. 

En el convenio celebrado entre los 
Estados Unidos y España en 1871 tam- 
bién se confiere á la comisión hispano- 
annericana establecida en aquel tratado 
el derecho de revisar las sentencias de 
los tribunales de Cuba. 

Por lo demás esta seria cuestión de 
nombre; pues desde que una carta de 
naturalización americana no surte efecto 
en el país del nacimiento si se ha obteni- 
do sin los requisitos legales, especial- 
mente sin los cinco aftos de residencia 
que prescribe la ley, poco hace que se 
anule ó no judicialmente. 

Cuando el Departamento de Estado 
ha tenido noticia que exístian cartas de 
naturalización fraudulenta ha mandado 
recojerlas de hecho y remitírselas. Y 
ministros de los Estados Unidos en el 



exterior han negado pasaporte, á pesar 
de sus cartas de naturalización, á los que 
pretendian ser ciudadadanos americanos 
sin haber cumplido los requisitos lega- 
les [i]. 

XXV. 

Pérdida de la naturalización americana 
por el domicilio en el país del nacimiento. 

Hemos visto que según diversos trata- 
dos concluidos por los Estados Unidos en 
los últimos aftos, la naturalización ame- 
ricana es incompatible con el domicilio 
en el país del nacimiento. Aún los- na- 
turales de los Estados Unidos pueden 
ser ciudadanos de la Union, y no serlo 
de ningún Estado, por falta del requisito 
indispensable de la residencia, según de- 
cisión de la Corte Suprema de los Esta- 
dos Unidos: [2] prueba inconcusa 
de la necesidad del domicilio para el 
ejercicio de los derechos de la ciuda- 
danía hasta en los mismos naturales de 
los Estados Unidos. 

Han ocurrido casos en que dos ciuda- 



(1) He aquí ejemples de lo uno y de lo otro: 

Mr John L. Cadwalader, Secretario de Estado in- 
terino, etfiíibió á Mr. John Jay, Mini«tro americano 
en Viena las uguieDtf • inutracciones notables referen- 
e8l|al caso de Josef Barts ( 5 do Octubre de 1874 ) 
' £1 derecho de gozar los privilr'gios de ciudadano 
americano debe ser probado por un pasaporte legal- 
MBNTB expedido. 

Los agenten diplomáticos y consulares deben prote- 
ger á los ciudadanos de buena fé; pero abstenerle cui- 
dadosamente de comprometer su gobierno á favor de 
reclamaciones fraudulentas ó falsas. Los que se han 
naturalizado con el único propósito de eximirse de 
los deberes y que han regresado á su pafs sin la inten- 
ción de volver a los Estados Unidos pierden su dere- 
cho á la protección ae este gobierno. Las cartas de 
naturaleza fraudulentas deben ser remitidas al depar- 
tamento de Estado. '' 

Mr. Bancroft Davis, ministro americano en Berlin, 
comunicó al secretario de Estado Mr. Evars el 30 de 
Junio de 1477 que de cincuent» cartas de naturaliza- 
ción americana que se le hablan presentado, seis ha- 
bían rebultado fraudulentas por no haber residid» en 
los Estados Unidos los interesados fl periodo de cinco 
años que previene la ley. En conformidad la Lega- 
ción negó los pasaportes que solicitaban los tenedo- 
res de esas malas cartas. 

También se registra allí en la correspondencia de 
Mr. Bancroft Davis el cuso de Rosen thal que perdió su 
carta de naturaleza por haberle probado que la habia 
obtenido ccn fraude, pues no había residido ni cuatro 
afios en los Estados Unidos y tuvo que servir mal de 
su agrado en el ejército de Alemania, su pafs natal. 

2 Appleton's Annual Cydopedia, 1873. VniUA 
8UUmp.SIZ. 
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danos de nacimiento, el uno hijo de ex- 
tranjero, y el otro hijo de extranjero 
naturalizado, han perdido la ciudadanía 
americana por su residencia en el país 
de sus padres. Hé aquí estos casos. 

Francisco H. Heinrich, nacido de pa- 
dres austríacos en Nueva York fué con- 
siderado como austríaco por el gobierno 
americano á consecuencia de haber resi- 
dido 20 años en Austria y de haber 
aceptado un pasaporte austríaco en 1866 
y 1867. Habiéndosele querido dar de 
alta en el ejército de Austria, reclamó in- 
útilmente la protección americana. El 
Secretario de Estado Fish declaró al Ba- 
rón Lederer ministro de Austria en 
Washington el2lde Noviembre de 1872, 
de acuerdo con el dictamen del Attomey- 
General Williams que Heinrich, aunque 
nacido en Nueva York, de consiguiente 
ciudadano de nacimiento, habia cambia- 
do de nacionalidad, por su larga residen- 
cia en Austria, cuyas leyes [2] le natu- 
ralizaban también desde el nacimiento. 

[3] 

Resuelta en este sentido la reclamación 
de Heinrich, varios austríacos que se ha- 
bian naturalizado en los Estados Unidos 
fueron compelidos al servicio militar, se- 
gún comunicación del ministro america- 
no en Viena, Mr. Jay, á Mr. Fish, del 14 
deAbril.de 1874. (4) 

Caso más duro aún que el de Heinrich 
fué el del joven Arturo Steinkauler, 
quien no solamente habia nacido como 
aquel en los Estados Unidos sino que 
era hijo de un alemán, naturalizado ciu- 
dadano americano. Era, pues, por de- 
cirlo así, doblemente americano. Sin 
embargo, el gobierno de Iqs Estados 
Unidos rehusó protegerle porque desde 
la edad de cuatro aftos habia regresado á 
Alemania con sus padres, y juntos ha- 
bian vivido allí más de los dos aftos que se • 
ft«ila el tratado de naturalización para 
que se considere reasumida la ciudadanía 
nativa. A esto se agrega que ninguno 
de los dos quiso manifestar la intención 
de regresar á América. Por todo esto, 

2 Los urticulos 4 y 28 del Código Civil de Austria 
declaran austríaco al hijo de padies aubtríaoos. 

3 Fnreign Relations of the U. 8. P. 1. 1873. 

4 d. 1874. 



el gabinete de Washington se negó á 
considerarlos como ciudadanos america- 
nos y á pedir la exención que solicitaban 
del servicio militar. 

El Attorney-General Edward Pierre- 
pont fundó su dictamen en las siguientes 
razones : ** por cuanto el hijo sigue el do- 
micilio del padre y está sujeto á él du- 
rante su menor edad; y por cuanto Stein- 
kauler ha recibido protección alemana, ha 
adquirido la consiguiente nacionalidad. 
Habiendo rehusado, además, dar seguri- 
dad del intento de regresar á América, 
no tiene derecho por ahora á la protec- 
ción de los Estados Unidos para librarse 
del servicio militar en Alemania. Pero al 
llegar á la mayor edad puede optar entre 
volver á los Estados Unidos > reasumir 
la nacionalidad de nacimiento, ó retener 
la adquirida por los actos del padre. Con- 
clusiones conformes con la doctrina de 
Cockburn (Nationality, p. 212). La pro- 
tección de parte de un gobierno envuelve 
necesariamente el deber correlativo de 
vasallage y servicios de ciudadano.'* 

De la pérdida de la naturalización 
americana por la residencia de más de 
dos aftos en Alemania, país del naci- 
miento, hay varios ejemplos, especial- 
mente el de Mumbour y el de Selbach, 
referidos por el ministro americano en 
Berlín Bancroft Davis al Departamento 
de Estado, en la correspondencia diplo- 
mática de 1875. 

Todos ellos tuvieron que servir en el 
ejército alemán, con mayor razón los 
muy vivos que se habian naturalizado 
americanos después de llamados al ser- 
vicio. 

AI único á quien no se le obligó á 
servir fué á Ed. Grubel ; pero también su 
caso era excepcional. Habia emigrado 
cuando apenas rayaba en los 17 aftos de 
edad á América, donde se habia natura- 
lizado y residido siete aftos. De regreso 
á su patria, se libró del servicio en el 
ejército por su nacionalidad americana ; 
pero no de la multa de 150 reichtnarks 
que se le impuso por no haber cumplido 
la ley militar. El ministro americano en 
Berlin, Bancroft Davis, reclamó del mi- 
nistro de Relaciones Exteriores de Ale- 
mania Yon Balan, la remisión de la 
multa; pero no parece hubiera logrado 



25 



su propósito. A lo menos no figura la 
contestación del gobierno alemán en el 
libro Foreign Relattons que publica la 
reclamación de Mr. Davis ni en las 
Foreign Relations posteriores. 

La correspondencia diplomática de 
1877 (pág. 246-252) registra varios 
casos en que la Legación de los Es- 
tados Unidos en Berlin rehusó intervenir 
á favor de alemanes que se habian natu- 
ralizado ciudadanos americanos con frau- 
de, como también de los que habiéndose 
naturalizado en regla, no intentaban re- 
gresar á los Estados Unidos. 

En el interior se ha hecho algo más 
relativamente á las cartas fraudulentas 
de naturalización. En virtud de la ley 
dictada en 1871 para impedir los fraudes 
eleccionarios (ley que la prensa demo- 
crática ha llamado de Davenport por el 
poder que confirió á este ciudadano en 
Nueva York como Chief Supervisor of 
Elections ó Principal Inspector de elec- 
ciones) no sólo se ha quitado por fuerza 
las susodichas cartas á los tenedores de 
ellas, sino que se ha arrestado á estos. 
Verdad es que Mr. Davenport fué remo- 
vido de su empleo y que se nombraron 
comisiones del Congreso para investigar 
los abusos de autoridad de que le acu- 
saba la poderosa organización democrá- 
tica llamada Tammany Hall; pero nada 
ha resultado de estas comisiones, ni se 
han devuelto las cartas'de naturalización 
quitadas á sus dueños. Hubo de nota- 
ble en este incidente la carta que el 
acusado escribió en su defensa al Presi- 
dente de la Comisión del Senado, en que 
dijo: '*no se ha contado todavía ni la 
mitad de la historia de los fraudes de 
naturalización cometidos en 1868. Mu- 
cho hay todavía que descubrir á este 
respecto. Entonces se verá la sublime 
indiferencia á la opinión pública, á la 
ley y á la justicia que ostentó el magis- 
trado de una de las mas altas Cortes de 
justicia al pretender naturalizar á un 
extranjero con la pretensa declaración 
del presidente del Comité nacional demó- 
cratay (i) 



(1) Thé NaíwráUgaiiim frami; Plainwordsof John 
T. Dareoport Nmo Yíirk Tmn Not. 96, 1879. 



Exasperado el partido democrático por 
la intervención de los empleados federa- 
les en las elecciones, que habia dado por 
resultado la supresión de varias cartas de 
naturalización fraudulentas y de otros 
tantos votos irlandeses con los cuales 
suele engrosar sus filas, logró hacer ab- 
rogar por el Congreso la ley de 1871, 
como contraria á la Constitución y á las 
leyes. Pero el Presidente Hayes opuso 
su voto y mantuvo la ley. 

En conclusión, anúlense ó no legal- 
mente las cartas fraudulentas de natura- 
lización, ello es que se consideran Irritas 
y nulas en las relaciones exteriores y en 
la administración interior. 

Otra faz importante de este debatido 
asunto no s^ ha tomado en considera- 
ción. Por tratados vigentes, las cartas 
de naturalización obtenidas sin los re- 
quisitos legales carecen de validez. Aho- 
ra bien : la Constitución federal declara 
que los tratados concluidos con los Esta- 
dos Unidos son " la ley suprema del pais*' 
y que " los jueces están ligados por 
ellos." Luego desde la celebración de 
los mencionados pactos, los tribunales 
de los Estados Unidos están obligados 
á observarlos y á declarar nulas, con pres- 
cindencia de las decisiones anteriores, 
las cartas de naturalizr.cion fraudulentas. 
Los Estados Unidos deben aplicar en 
su territorio la doctrina que un repre- 
sentante suyo en Berlin sostuvo con ra- 
zón ante el gobierno alemán, á saber que 
'*los tratados de naturalización son una 
ley superior á todas las leyes locales, y 
que se tiene derecho para exigir que las 
decisiones de los magistrados armonicen 
con sus estipulaciones.** (2) Doctrina en 
la que concurrió el ministro de relacio- 
nes exteriores de Alemania, y en que 
concurrirán todos los gobiernos; pues ¿de 
qué servirían las estipulaciones de los 
tratados si pudiesen ser derogadas por 
las leyes locales ? Las de California nada 
han podido contra el tratado concluido 
con la China, el que tiene que cumplir 
aquel Estado mal que le pese. 



(^) Fareügn EeHatúms of ihe U. &, 1878, pag. 332. 
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XXVI 



ALEMANES NATURALIZADOS AMERICANOS 
Para que la Legación americana en 
Berlin prescindiera de las cartas de natu- 
ralización el fraude debió ser evidente, sin 
lo cual no podian controvertirse sino en 
tela de juicio, según la doctrina citada del 
gobierno americano en sus relaciones ex- 
teriores, doctrina no siempre acorde con 
su práctica interior, (i) 

Los que habiendo salido de Alemania 
en edad temprana, y obtenido legalmente 
su carta de naturaleza regresan á su país 
natal sin ánimo de residir en él, parece 
debieran hallarse protegidos allí por el 
tratado y libres de todo inconveniente. 
Pero no es así. El fértil ingenio del can- 
ciller Bismarck le ha sugerido otro castigo 
eficaz, y es el de expelerlos del país como 
extranjeros, en virtud del derecho que 
para ello tiene todo gobierno. Antes de 
usar este derecho contra los alemanes 
naturalizados en los Estados Unidos, lo 
había ejercido con ciertos jóvenes de 
Francfort, que para burlar la ley militar, 
se habian provisto de cartas de naturaleza 
suiza. Es de advertir que en la República 
Helvética los abusos á este respecto son 
quizá mayores que en los Estados Unidos; 
pues han llegado hasta el extremo de 
ponerse en almoneda cartas de naturali- 
zación suiza durante la guerra franco- 
prusiana. La inmediata expulsión de los 
pseudo-suizos no sirvió de escarmiento; y 
muchos volvieron los ojos á los Estados 
Unidos. Pero la férrea voluntad del Can- 
ciller no ha retrocedido delante de la 
arrogancia y poderío de esta nación. 
Antes parece haber querido hacer alarde 
de medir por el mismo cartabón á la 
Gran República de América y á la pe- 
queña Rapública de Europa. Así en 1873 
ejcpelió á tres alemanes que se habian 
naturalizado ciudadanos americanos. El 
ministro americano en Berlin, que lo era 
el historiador Bancroft, predecesor de 
Bancroft Davis, reclamó contra esta vio- 
lación del tratado concluido entre Prusia 
y los Estados Unidos el i® de mayo de 

1 DiMpaoho citado del 8(»crdtarío ie Estado Fiíh 
al mioiBtro alemán Schlouer. Foreign lielaiions of 
ike U. A, 1875, p. 579. 



1828, cuyo art. I** provee que los subditos 
ó ciudadanos de las dos partes contra- 
tantes tendrán libertad para permanecer 
y residir en cualquier punto de los domi- 
nios de la otra, y que gozarán de la mis- 
ma seguridad y protección que los natu- 
rales siempre que se sometan á las leyes 
y ordenanzas respectivas. 

La reclamación fué inútil y el go- 
bierno alemán mantuvo su decisión. Co- 
honestóla por entonces con el pretexto 
de que la causa de ella habia sido que los 
expelidos inducían subditos prusianos á 
emigrar. Pero después se ha quitado la 
máscara y la correspondencia diplomáti- 
ca publicada en 1878 revela el firme pro- 
pósito de escarmentar con estas hostili- 
dades á los que dan el mal ejemplo de 
emigrar á los Estados Unidos para vol- 
ver después de naturalizados á Alemania. 
Un alemán, Baumer, naturalizado en 
los Estados Unidos, fué expelido de 
Munster (Alemania) sin ningún mo- 
tivo ; y los Estados Unidos no pu- 
dieron menos de interponerla reclamación 
correspondiente y de pedir una indem- 
nización. El gabinete de Berlin expuso, 
con firmeza aunque en términos corteses 
los motivos que le obligaban á desechar 
la reclamación. Manifestó que muchos 
alemanes de la clase media emigraban á 
los Estados Unidos sin más objeto que 
eludir la obligación de servir en el ejér- 
cito ; por lo cual, conseguida su carta de 
naturalización americana, volvian á resi- 
dir permanentemente en su país. Esta 
práctica, afíadió, se ha aumentado mu- 
cho últimamente y causa gran descon- 
tento entre los alemanes de clases menos 
acomodadas que carecen de los medios 
de comprar aquella exención del servi- 
cio militar. Extranjeros que se natura- 
lizan tan sólo para violar las leyes del 
país de su nacimiento y después volver 
para siempre la espalda al de su adop- 
ción no son, en concepto del gobierno 
alemán, la clase de ciudadanos que la 
República de los Estados Unidos debe 
apetecer. 

" La expulsión de Baumer," escribía 
Mr. Philipsborn á Mr. Taylor, **fué de- 
cretada en Münster por el gobieruo real 
en ejercicio de su autoridad constitucio* 
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nal. Todo Estado tiene derecho en 
virtud de la ley internacional para negar 
por motivos de política interior el privi- 
legio de residir en su territorio. Este 
derecho puede ser ejercido sin violación 
del tratado de Naturalización por los 
Estados Unidos contra los alemanes, así 
como por Alemania contra los ciudada- 
nos de los Estados Unidos ó de cual- 
quier otra nación, siempre que exista 
motivo para ello, de lo cual es juez com- 
petente la autoridad designada por la 
Constitución." Mr. Philipsborn agregó 
que sin embargo de la legalidad incues- 
tionable del decreto de expulsión contra 
Baumer, habria revocado por considera- 
ciones generales si se hubiese dirigido la 
reclamación correspondiente. Si volvia, 
se le permitiría residir dos aflos, siempre 
que no hubiera otras razones para impe- 
dirlo." (i) 

Otros dos alemanes naturalizados en 
los Estados Unidos, recibieron orden de 
salir de Badén en el mismo afto de 1878. 
El uno de ellos, Cari Ganzenmuller, tu- 
vo que reasumir la nacionalidad alemana 
para evitar la expulsión. " La sola razón 
dada para esta expulsión," dijo el minis- 
tro americano en Berlín al secretario de 
Estado seftor Evarts, (y aceptada al pa- 
recer por e; gobierno alemán) "es la ley 
de residencia del Gran Ducado de Badén, 
según la cual el Ministerio de lo Inte- 
rior del Gran Ducado puede ordenar en 
cualquier tiempo la expulsión de los ex- 
tranjeros que pongan en peligro la segu- 
ridad interior ó exterior del Estado." [2] 

Varios alemanes, naturalizados ciuda- 
danos americanos, han sido expedidos de 
Alemania en diferentes ocasiones bajo 
diversos pretextos, uno de ellos el de que 
tomaban parte en la política local. Por 
eso el ministro americano en Berlín Mr. 
Bayard Taylor, cuya pérdida deploran las 
letras de los E. U., recomendaba en I878 
á los alemanes naturalizados americanos 
que además de notificar, si volvían á Ale- 
mania, alas autoridades locales la dura- 



1 El Ministru de RelacioneB Exteriores de Alema- 
nia, V. PhilipsbtTD, al Ministro americano en Berlín. 
Nota del 18 de Julio de 1878. Foreign Relation of the 
U. 8., 1878, p. 2á9. 

2 Foreign BclatUm of ihe V. S., 1878, p. 217. 



cíon probable de su permanencia en la 
antigua patria, se abstuvieran de injerirse 
allí en discusiones políticas, y obedecie- 
ran tranquilamente las leyes municipales. 
"La experiencia de esta Legación," escri- 
bió al Departamento de Estado, "mani- 
fiesta tantos casos de ignorancia y de 
exageradas pretensiones que puede supo^ 
nerse razonablemente cierta indiscreción, 
por no emplear un término mas fuerte, 
á lo menos en la mitad de las reclamacio- 
nes de los naturalizados.'' (l) 

Todos los ministros americanos en Ber- 
lín se han distinguido por su celo en evi- 
tar los abusos de la naturalización ame- 
ricana y en propender á encerrar la pro- 
tección dentro de sus justos límites. En 
1874 el ministro Bancroft no quiso inter- 
venir á favor de un alemán naturalizado 
ciudadano americano que le pedia le li- 
brara del servicio militar en Alemania, y 
limitó la protección al ofrecimiento dt 
hacerle regresar á América, si quería 
eludir el alistamiento en las filas del ejér- 
cito alemán. 

XXVIL 

DOMICILIO Y RESIDENCIA. 

La ley afnericana exige para la naturali- 
zación la residencia, no el domicilio. 
Diferencia entre estos términos juridicos. 

En ninguna de las diferentes leyes de 
los Estados Unidos sobre naturalización, 
se exige para la naturalización el domi- 
cilio, sino la residencia, 

Y aunque el domicilio, como lo obser- 
va el profesor americano Woolsey, es de 
grande importancia en caso de guerra 
para decidir la calidad de beligerante ó 
neutral, y á pesar de que se halla gene- 
ralmente aceptado como principio de ley 
internacional privada, que la capacidad 
juridica de una personase determina por 
la ley del domicilio,'* (2) las leyes de los 
Estados Unidos una vez hecha la decla- 
ración de intención, en la que se cuenta 
ciertamente por algo el elemento del 
domicilio, no atienden para la naturali- 



(1) Foreign Relatioiis 0/ the U, S, 1878.— p. 230. 

(2) Inirodndion to the study of International Law 
WO)y by Thooéore D. WooUey, New York. Scribner 
Armstrong &. Co. 1876. 
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zacion sino á la residencia^ al hecho ma- 
terial de la permanencia. 

"La residencia á que se refiere la ley/* 
observó en una ocasión uno de los 
arbitros de la Comisión mixta hispano- 
americana establecida en Washington 
por el tratado de Febrero de 1871, (i) 
" es un hecho físico, la presencia material, 
sin consideración á intenciones futuras. 
La presencia debe durar cinco afios á fin 
de no interrumpir la continuidad de la 
residencia. Traspasar casualmente los 
límites de México ó el Canadá ó ausen- 
tarse por un muy corto período retenien- 
do la residencia y el centro de los nego- 
cios en los Estados Unidos puede no ser 
interrupción de la residencia por la ley. 
(2) Uno puede establecer un domicilio 
en un lugar por su habitual presencia 
física allí (que es la residencia) si dicha 
presencia física está acompañada de la 
intención actual de residir en dicho lugar 
y de no variar de residencia. El hecho 
físico y el hecho mental unidos consti- 
tuyen el domuilio. Una vez esrablecido 
así el domicilio^ no se pierde, según la ley 
internacional, por la nueva residencia en 
otra parte. Pero las leyes de naturaliza- 
ción en los Estados Unidos no permiten 
á un cubano venir á Nueva York á esta- 
blecer un domictho por la declaración de 
intención, regresar inmediatamente des- 
pués á Cuba y al cabo de cinco años, de- 
cir que ha residido en los Estados Uni- 
dos todo el tiempo porque tenia su do- 
micilio en los Estados Unidos. Pudiera 
ser lícito á un cubano, siendo persona 
independiente, al venir á Nueva York 
establecer en el acto su domicilio, si real 
y verdaderamente tiene la intención de 
radicarse en Nueva York. Pero el esta- 
blecimiento de tal domtctlio no le haría 
ciudadano americano ni permitirla al que 
va ser natnralizado residir en Cuba nin- 
guna parte de los cinco años.'' 
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(1) El Marqués de Poteatad-Fornari, arbitrador 
»r parte de España. Opinión en el caso de don 
osé Manuel Rojas. 

(2) No se interrumpe en efecto por la ley de 1848 
7 por los protocolos anexos k yarios tratados de natu- 
ralización. Pero la dificultad consiste en saber cuán- 
to tiempo puede durar la ausencia sin que interrumpa 
la residencia; 7 mientras la ley no señale un periodo 
^o de residencia, será ésta siempre materia de dudas 
y controyersias. (Nota del autor.) 



Otra cosa sería si hubiera declarado la 
intención de naturalizarse. La ley de 
los Estados Unidos exige también en- 
tonces la residencia de cinco años ; pero 
permite una corta ausencia, y si esta se 
hubiera prolongado por mala salud, ó 
dificultades imprevistas, las circunstan- 
cias evidentemente independientes de la 
voluntad del individuo serian dignas de 
ser tomadas en consideración. Pero con- 
venimos en que el hecho solo de un do- 
micilio extrajero, aun sin ánimo de vol- 
ver al país natal, no contituye expatria- 
ción, como muy bien lo sentó el Attorney- 
General Williams. (l) 

XXVIII. 
¿QUÉ ES DOMICILIO ?—¿ QUÉ ES RESI- 
DENCIA ? 

El domicilio es el lugar donde uno se 
halla establecido con ánimo de radicarse: 
la residencia el lugar que se habita sin 
esta intención. 

Prolijo é inútil seria acumular las defi- 
niciones de los códigos, de los dicciona- 
rios de jurisprudencia y de los diferentes 
tratadistas de derecho internacional. 
Entre todas, la de Story nos parece la 
más aceptable y la más conforme con la 
doctrina judicial de los Estados Unidos. 
" Domicilio," dice Story, " es el lugar 
que se habita sin actual intención de 
dejarlo. Dos circunstancias constituyen 
el domicilio : la residencia, y la intención 
de residir." 

Es poco más ó menos el lenguaje ue la 
Corte Suprema de los Estados Unidos, 
según la cual " para constituir domicilio 
debe haber actual residencia con ánimo 
de que esta sea la permanente y prin- 
cipal." (2) 

Con todo, para la ley internacional, la 
intención, el ánimo de permanecer es el 
todo : la residencia material sin dicho 
ánimo, muy poco, por no decir nada. 

** Una persona puede vivir 50 aflos en 
un lugar, sin adquirir domicilio," dice 
Sir John Dodson ; (3) y aunque los tér- 



1 D%ge9t of opiniomB etc., pág. 86. 

2 EnniB ts. SmH^ 14 Howard 422, 422. Digettof 
opinians and leading cases on inlematiomal íaWy p. 87. 

3 Deane's reporta, citado por Wm. Beaefa Law- 
rence. 
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mihos puedan parecer exagerados, ellos 
manifíestan la importancia que tiene la 
intención sobre la mera habitación. Por 
lo demás» confesamos nuestra creencia 
de que así como hay en el Derecho Civil 
prescripción inmemorial que suple la 
buena fé y el justo título, así también 
una residencia dilatada, de más de un 
cuarto de siglo, verbi-gracia, puede suplir 
en el Derecho Internacional la falta de 
intención, á menos que haya propósito 
fijo de dejar el lugar de la residencia; 
pues si hay esta intención, creemos du- 
doso con el profesor americano Woolsey, 
** que la residencia, por larga que sea, 
constituya domicilio en país extraño." 

Decimos propósito fijo, porque el propó 
sito flotante {ñoating purpose), que llama 
Story, de volver al país del nacimiento 
" no impide la adquisición del domicilio," 
como muy bien lo enseña el mismo 
Story. 

** Siendo el domicilio un término mas 
bien legal que jurídico," dice Woolsey 
"ha tenido siempre y en todas partes 
una definición igual, aunque vaga." (i) 
Tan vaga en efecto que, según el propio 
autor, **es con frecuencia difícil decidir 
cuál sea el lugar del domicilio de una 
persona." Con arreglo á la doctrina judi- 
cial de los Estados Unidos, ^^primafacie, 
el lugar de la residencia es el domicilio, 
á menos que haya motivo para que 
aquella residencia sea incompatible con 
la intención claramente demostrada de 
retener en otra parte una residencia per- 
manente. (2) 

En caso de ocurrir alguna duda,juzga 
con razón Story que debe presumirse el 
domicilio en el país del nacimiento» ó 
bien el lugar donde uno vive ó tiene su 
familia con preferencia al país de los ne- 
gocios. Opinión mas acertada que la de 
Rapetti (2* diss. pág. 50) para quien 
"el domicilio es el asiento de los nego- 
cios." (3) por mas que pretenda apoyarse 
en el artículo 102 del Código Napoleón, 

1 Introduction to ihe sludy of International Late, 
by Teodora D. WooUey, New York. 1876. 

2 Enn%8 vs Smith. Digest of opinión and leading 
cases on IntemaHonal lato, p. &d, 

3 Les étrangérs en Franee, por M. C. A. Sapley. 
Parfi, 1843. 



"el domicilio es el lugar del principal 
establecimiento.'* 

En todo caso, el domicilio no se toma 
en cuenta, como hemos demostrado, para 
la naturalización en los Estados Unidos, 
ya sea para la adquisición, ya para la 
pérdida de la ciudadanía americana. Ni 
aun "el ciudadano americano que ha re- 
nunciado este carácter puede recobrarlo 
por sólo la residencia y tiene que llenar 
todos los requisitos para la naturalización 
como cualquier otro extranjero." (i) 

Pero aunque el domicilio no confiere 
la naturalización, imprime carácter nacio- 
nal, sobre todo en estado de guerra en el 
cual "la cuestión de amigo ó de enemigo 
depende del domicilio" (2); por lo que 
"el domicilio de un ciudadano ó de un 
neutral en país enemigo basta para suje- 
tar á captura su propiedad en el mar." (3) 
Pero no por eso la regla tiene su aplica- 
ción absoluta; pues el domicilio en los 
Estados Unidos no es parte para lii rar 
de la confiscación la propiedad'* (natural- 
mente la propiedad notante) "de una casa 
mercantil establecida en país enemigo:" 
(4) todo según decisiones del mas alto 
tribunal de las Estados Unidos. 

Salvo quizá el último caso, que es la 
excepción, "en lo tocante á capturas bé- 
licas, el- domicilio dá la nacionalidad," 
como lo sienta el autor americano Whar- 
ton; ó á lo menos imprime carácter na- 
cional. 

La protección personal á que dá dere- 
cho el carácter nacional procedente del 
domicilio ha sido objeto de vivas contro- 
versias; pero hoy se considera que no 
puede extenderse al exterior, como lo 
pretendió equivocadamente el Secretario 
de Estado Marcy en el célebre caso del 
húngaro Martin Koszta, aprehendido por 
un buque de guerra austríaco en aguas 
turcas: punto que pasamos á dilucidar. 



1 The Santissima Trinidad. 1, Brockenbrough, 178. 
Digest of opiniona etc. pá«. 100 y 101. 

2 Digest of opinions and leading cases on Interna- 
tional law. pag. 88. 

3 ídem. pag. 86. 

4 ídem. pag. 87. 
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XXIX 

El domicilio imprime carácter nacional^ y 

da derecho d la protección personal en el 

interior ; mas no en el exterior. 

Es principio jurídico reconocido desde 
la edad de Grocio, que cuando un mayor 
de edad establece su domicilio en un 
lugar, este nuevo domicilio le imprime el 
carácter nacional. (l) 

Pero esto no dá derecho para la pro- 
tección personal en el exterior, y mucho 
menos contra la propia patria. 

Es la conclusión á que llega el Justi- 
cia Mayor de Inglaterra, Sir Alexander 
Cockburn, al tratar del mencionado caso 
de Koszta. 

**Mr. Marcy'' dice, ''lanzó la sorprenden 
te proposición de que aunque Koszta no 
habia sido naturalizado, ni vuéltose ciu- 
dadano americano, sin embargo, por ha- 
berse domiciliado en los Estados Unidos 
tenia derecho á ser tratado bajo todos 
aspectos como ciudadano americano. En 
apoyo de esta proposición, Mr. Marcy 
escribió lo que sigue :" "Es un error 
sostener que un Estado únicamente pue- 
de defender á aquellos de sus ciudadanos 
que gocen de una plena ciudadanía.... 
El derecho de gentes concede el carácter 
nacional no sólo á los que han nacido en 
el país y á los naturalizados, sino á sus 
residentes, con y hasta sin la intención 
de hacerse ciudadanos, con tal que en él 
hayan fijado su domicilio." (Párrafo de 
la nota de Mr. Marcy á Mr. Hulseman.) 

** El raciocinio de Mr. Marcy, añade 
con razón Sir Alexander Cockburn," no- 
table por el atrevimiento de llevar la 
doctrina de la nacionalidad adquirida más 
allá de lo que nunca habia sido llevada, 
y en la cual el efecto del domicilio res- 
pecto á las consecuencias civiles, se con- 
funde con su efecto en las consecuencias 
políticas, es DEL TODO INADMISIBLE. 
Domicilio, y aun residencia en un país, 
dá derecho al domiciliado á la protección 
MIENTRAS PERMANECE EN EL PAÍS ; y 
el efecto de la regla que pretende Mr. 
Marcy seria introducir la mas lamentable 

1 Yéaie Halleck. Derecho Internacional, el 
XXXI $ 5. '* El carácter nacional cambiado por C. 
domicilio.'' Wheaton Lawrenoe. Elem. Intem. Law 
p. II dutp. 3, $ 6. Kent. Com. Y. L p. 72. 



confusión en este ramo de la ley públi- 
ca.... Si el nuevo domicilio confiriese los 
derechos de la ciudadanía, cada caso re- 
queriría una investigación judicial en una 
materia que, dependiendo como depende 
de la intención, es frecuentemente de la 
mas difícil solución." (i) 

Pero el mismo Mr. Marcy pareció re- 
conocer á la postre su error; pues tuvo 
que adoptar posteriormente la doctrina 
contraria, la de Wheaton, y negar la pro- 
tección á un prusiano domiciliado en los 
Estados Unidos, Simón Tousig, que ha- 
bia regresado á Prusia. Mr. Marcy, que 
en el caso de Martin Koszta, no habia 
vacilado en decir al ministro austríaco 
Hulseman: el carácter nacional depende 
del domicilio denegó su protección á Tou- 
sig en Prusia. " Admitiendo," dijo Mr. 
Marcy á Mr. Jackson, representante de 
los Estados Unidos en Berlín, con fecha 
lo de Enero de 1854, "que Tousig tenga 
domicilio aquí y esté actualmente revesti- 
do de la nacionalidad de los Estados 
Unidos, hay un punto que distingue este 
caso del de Koszta. Tousig volvió vo- 
luntariamente al Austria. No veo prin- 
cipio por el cual este gobierno pueda re- 
clamar la libertad de Tousig/' [2] 

** Es satisfactorio," observa Cockburn, 
**que en el caso posterior de Simón 
Tousig, Mr. Marcy no tuviese ya el mis 
mo lenguaje." Cita después las palabras 
de Mr. Marcy, que acabamos de repro- 
ducir, y añade: " El lenguaje citado 
parece manifestar que Mr. Marcy habia 
abandonado la teoría que el domicilio da 
derecho á la protección fuera del territo- 
rio en que se halla situado dicho domi- 
cilio." [3] 

La legislación de los Estados Unidos 
nada estatuye sobre el particular "ni 
establece distinción alguna entre las di- 
versas clases de ciudadanos para su 
protección dentro ó fuera de la Repúbli- 
ca" [4] 

La protección dispensada á Koszta en 
Esmirna por el gobierno americano, po- 



1 
2 

930. 



Cookbnm, — ^Kationality. 
Wheaton-Lawrence, 1863. 



Appendix, p. 929 7 



3 Cockburo, Nationality, p. 123. 

4 9, op. 356, Black, 1859. IhgtMi ofcpMamM amd 
Uadb^ oaae$ on üUemaUtuíl law, p. 34. 



— 31 — 



dría explicarse en cierto modo, mas que 
por la razón aducida en la nota de Mr. 
Marcy, por la exterritorialidad de que 
disfrutan los francos en el Imperio Oto- 
mano y los demás países de Oriente. 
Koszta se proveyó allí en el consulado de 
los Estados Unidos de un teskereh ó salvo- 
conducto que le colocaba bajo la protec- 
cion americana. El acto de alevosía y de 
violencia cometido contra Koszta por las 
autoridades austríacas, que tenian cono- 
cimiento de que Koszta llevaba pasaporte 
americano, constituía ciertamente una 
ofensa contra los Estados Unidos ; pero 
mayor aun contra Turquía. Mas como 
esta se hallaba impotente é inerme, los 
Estados Unidos tomaron á su cargo en- 
derezar el entuerto. Lo de Koszta fué un 
caso especialísimo. Era compañero de 
Kossuth, cuya elocuencia había electri- 
zado en el capitolio de Washington á los 
oradores de más fama; y la opinión pú- 
blica se declaró tan unánimemente en 
favor del capitán Ingraham (que dirigió 
los cañones del 5. Luis contra el Húsar, 
donde estaba detenido Koszta), como 
más tarde en favor del comodoro Wilkes 
cuando la extracción del Trent de Síidell 
y Masón. 

Mas no hubo furfdamento legal para la 
protección de Koszta, ora se apoyase en 
el pretenso domicilio, ora, en la declara- 
ción de intención. Sólo el marinero se 
reputa ciudadano por la declaración de 
intención, y esto por ley reciente (i) ex- 
pedida para fomentar la marina america- 
na arruinada por la guerra civil. Hoy 
después de los pactos concluidos por los 
Estados Unidos en que se declara expre- 
sámente que la declaración de intención 
no surte los efectos de la naturalización, 
el extranjero como Koszta, á pesar de la 
renuncia de la ciudadanía nativa, queda 
extranjero hasta que complete los tres 
años de residencia que deben seguir á los 
dos anteriores á la declaración de inten- 
ción. Así, la Comisión mixta anglo- 
americana, nombrada por el artículo XII 
del tratado de Washington de 1871, de- 
claró que no habían cesado de ser subdi- 
tos británicos los ingleses que en tiempo 



1 La de 7 de Junk) de 1872. 



de la guerra civil habían declarado su 
intención de naturalizarse americanos. 
En igual sentido falló el arbitro de la 
Comisión mixta hispano-americana reu- 
nida en Washington [1873] respecto á los 
cubanos y españoles que solo tenian carta 
de intención americana. El juez ameri- 
cano Dudley Fíeld, (i) cree que puede 
sentarse la siguiente regla: **el que ha ce- 
sado de ser miembro de una nación 
antes de adquirir otra nacionalidad, debe 
ser considerado como miembro de la 
nación á que perteneció, excepto en lo 
que concierne sus derechos y sus debe- 
res dentro del territorio de la nación á 
que perteneció, ó en relación con ella." 
XXX 

QUIENES NO SE PUEDEN NATURALIZAR. 
No se puede naturalizar el extranjero 
cuya patria está en guerra con los Estados 
Unidos, ni el que no es persona blanca 
y libre, según el contexto de la ley; pero 
esta distinción ha sido borrada por los 
artículos XIV y XV adicionales en la 
Constitución (XlVth & XVth Amend- 
tnents). Así, aunque las Cortes de Cali- 
fornia han declarado que el chino no 
podía naturalizarse, la resolución ha sido 
declarada contraria á la Constitución. 
Tribus de indios han sido naturalizadas 
colectivamente en pactos internacionales, 
como los concluidos para la anexión de 
Luisiana, Florida y California, ó en algu- 
nos de esos convenios interiores que los 
Estados Unidos celebran de vez en cuan- 
do con las tribus indígenas de su terri- 
torio, con quienes tratan casi de poten- 
cía á potencia como ha sucedido con los 
indios Chockaws y otros. 

XXXI 

Necesidad de tratados de Naturalización 
y de uniformar la legislación hispano- 
americana respecto de reclamaciones ex- 
tranjeras. 

A fin de precaver el peligro de reclama- 
ciones internacionales, los Estados his- 
pano-americanos deben celebrar tratados 
de naturalización y uniformar su legisla- 
ción para ahogar el germen de relaciones 

1 Dra/t OvXiiíkW oían IntemaUotuil Coda by Dttvid 
Dudley Field, ohap. llX, leo. Ut New- York. 



extranjeras, provenientes de la situación 
excepcional en que pretenden colocarse 
los. subditos de naciones poderosas domi- 
ciliados en Estados débiles. 

Por fortuna, las grandes potencias han 
sentado principios ó precedentes que los 
Estados hispano americanos deben tener 
presentes para rechazar pretensiones in- 
debidas, á no ser que ellos 'aparezcan de- 
ber ocupar como lo escribe el publicista 
Beach Lawrence, un lugar intermediario 
entre los Estados cristianos, en los ctiales 
la vida y la propiedad son consideradas 
seguras, y entre la Turquía y la China y 
otros paises donde el principio de exterrito- 
rialidad se ha-lla mantenido^ Las Repú- 
blicas hispano-americanas, protestan con- 
tra tan injusta teoría, establecida por el 
abuso de la fuerza, y han adquirido por 
la sabiduría de sus leyes y por la equidad 
de sus actos derecho al respeto y consi- 
deración de las Naciones mas civiliza- 
das (i). 

He aquí algunas doctrinas sobre recla- 
maciones extranjeras que no deben per- 
der de vista las Repúblicas hispano-ame- 
ricanas en sus relaciones internacio- 
nales. 

El Conde de Derby (Lord Stanley) en 
1850 explicó su parecer en estos térmi- 
nos: "No veo por qué los gobiernos 
estén obligados á resarcir á extranjeros 
perjuicios causados sin culpa de dichos 
gobiernos. El gobierno no está obligado 
sino á protejer igualmente á nacionales y 
extranjeros." 

Lord Palmerston, aleccionado ya con 
la aventura de D. Pacífico, dijo en 1857: 

**E1 principio de la ley internacional es 
que las personas DOMICILIADAS en país 
extranjero, drben correr en paz ó en 
guerra la suerte de los hijos de dicho 
país." 

Y en otra ocasión: **Es un principio 
de Derecho de Gentes, que cuando una 
potencia ejerce hostilidades contra otra, 
los subditos de una tercera potencia, do- 
miciliados en una plaza atacada, no tie- 
nen derecho de reclamar contra el gobier 
no que ejerce dichas hostilidades." 

Principio idéntico sentó Sir Richard 
Bethell también en 1857. **Los extran- 

1 y. Beach Lawrence, pag. 128. 



jeros, dijo, DOMICILIADOS en el teatro de 
la guerra, no tienen derecho para pedir á 
ninguno de los belijerantes indemniza- 
ciones de daftos y perjuicios." 

Pero nada ilustra mas la materia que 
los despachos de Lord Grandville en la 
guerra franco- prusiana. En un despacho 
del II de Enero de 1871, dijo: 

"Los extranjeros domiciliados en el 
teatro de la guerra están sujetos á las 
mismas requisiciones de parte de los be- 
lijerantes que los naturales." 

Y en otro del 1** de Marzo de 1871: 

**Los subditos de S. M. DOMICILIADOS 
en Francia, cuya propiedad haya sido 
destruida durante la guerra, no deben 
esperar á título de tales subditos británi- 
cos, indemnización de perjuicios recibidos 
en unión de los franceses por las necesi- 
dades de la guerra." 

Cuando el ciudadano americano Wheel- 
wright y otros dirigieron reclamaciones 
contra España por él bombardeo de Val- 
paraíso, el gobierno de los Estados Uni- 
dos rechazó su pretensión de conformidad 
con el sií^ruiente dictamen del Attorney- 
¿eneral StaLnhetry: **La regla bien esta- 
blecida en la ley internacional es que un 
extranjero que reside en el país de un 
beligerante no puede^eclamar indemni- 
zación por pérdidas que le hayan ocasio- 
nado los actos bélicos del otro beligeran- 
te ... . Así los comerciantes americanos 
establecidos en Valparaíso para asuntos 
comerciales no pueden reclamar contra 
Chile ni contra España por el bombardeo 
de Valparaíso en Marzo de 1869." 

De: manera que con arreglo á estos 
principios el domicilio borra toda distin- 
ción entre nacionales y extranjeros por 
daños causados en estado de guerra, sin 
culpa del gobierno donde residen éstos. 

Ojalá salga del seno de un Congreso, 
internacional americano el reconocimieng 
to de tan sanos principios. Mientra 
tanto, nuestros gobiernos deben incor- 
porar en su jurisdicción los relativos á 
•naturalización que llevamos expuestos y 
que forman parte del derecho público 
no sólo de los Estados Unidos, sino de 
varias naciones europeas, entre ellas In- 
glaterra, Prusia y Austria. 

La primera en sus leyes internas ha 



sancionado principios aún más favorables 
á la paz internacional; pero en su tra- 
tado con los Estados Unidos se ha ateni- 
do á las doctrinas americanas. 

En efecto, habiéndose notado el in- 
conveniente xle dar cartas de naturaleza 
á extranjeros que sólo las pedían con el 
objeto de buscar protección en el exte- 
rior, se limitó desde 185 1 dicha naturali- 
zación á los dominios de la corona. Así, 
fuera de Inglaterra, el naturalizado sub- 
dito británico no es reconocido como tal, 
y se queda, según lo observa Cockburn, 
sin nacionalidad; porque es de presumir 
haya perdido la suya con la naturaliza- 
ción. 

Desde 1858 las cartas de naturaleza se 
extienden por el secretario de Estado 
con la expresa condición de que el natu- 
ralizado residirá permanentemente en el 
Reino Unido; y que si se ausenta por 
seis meses sin licencia escrita de uno de 
los secretarios de Estado, el certificado 
de naturalización y todos *sus efectos 
quedarán anulados. 

Rigor necesario en un Estado como 
Inglaterra que no requiere previa resi- 
dencia para la naturalización, ni renun- 
cia del vasallaje primitivo ; que es en 
lo que se diferencia la ley inglesa de la 
americana, como justamente lo nota 
Cockburn. 

Muchos preferirán en esta parte la le- 
gislación inglesa á la de los Estados Uni- 
dos; pero es evidente que aquella seria in- 
adaptable á esta nación de inmigrantes, 
á sus instituciones libres, á sus hábitos 
mismos. La necesidad de un permiso 
del gobierno para ausentarse por seis 
meses, equivaldría á elevar para los na- 
turalizados y para la inmigración extran- 
jera en general, unas murallas de la Chi- 
na más altas que las derribadas por el 
tratado de Tien-Sing. Por otra parte, la 
limitación de la naturalización al territo- 
rio de los Estados Unidos expondría los 
americanos naturalizados, especialmente 
en las Antillas españolas, á vejaciones y 
molestias. 

Inglaterra misma ha abandonado aque- 
llos principios y aceptado los americanos 
en el tratado de naturalización vigente. 
Con mayor razón deben preferirlos los 



gobiernos de la América antes española, 
á fin de uniformar el Código Internacio- 
nal del Nuevo Continente. 

PARTE II. 

Naturalización de la Mujer. 

I. 

CONDICIÓN DE LA AMERICANA CASADA 

CON EXTRANJERO. 

Dos principios contradictorios. 

El Presidente Grant, en su Mensaje del 
2 de Diciembre de 1873, invitó inútil- 
mente al Congreso á reglamentar por 
medio de leyes la condición de la ameri- 
cana casada con extranjero, y á fijar el 
estado de los hijos, nacidos en país ex- 
tranjero, de padres americanos, cuando 
dichos hijos residen de una manera más 
ó menos permanente en el exterior. 

Mientras se llene este vacío en la legis- 
lación federal, conviene estudiar la doc- 
trina y prácticas que han prevalecido 
hasta ahora en la gran República sobre 
uno de los puntos más importantes del 
derecho internacional privado. 

Puede resumirse en dos principios con- 
tradictorios que vamos á explayar : 

I^ La EXTRANJERA CASADA CON AME- 
RICANO SE VUELVE AMERICANA; y 2.® LA 
AMERICANA CASADA CON EXTRANJERO 
QUEDA AMERICANA. 

II. 
PRINCIPIO GENERAL. 

Por lo general, LA MUJER SIGUE LA 
NACIONALIDAD DEL MARIDO. 

Entre los diez principios que el pro- 
fesor Bluntschli (l) cree reconocerá el 
derecho moderno, por haber sido admi- 
tidos ya en la mayor parte de las legisla- 
ciones, se encuentra el de que la mujer 
adquiere por el matrimonio la nacionalidad 
del marido. 

Inglaterra y los Estados Unidos han 
constituido la más conspicua excepción 
á esta regla. Por la ley inglesa de 1844 la 
inglesa casada con extranjero retenia su 
nacionalidad inglesa, mientras que la 
extranjera casada con inglés se volvia 



1 Beyue du Droit InternatioDal. 1870. Número 1. 
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inglesa. Pero esta anomalía desapareció 
por la ley de naturalización de 1 870, (i) 
la cual dando al traste con ia antigua 
doctrina del eterno vasallaje, provee que 
la mujer será considerada de la misma na-- 
cionalidad del marido. 

En los Estados Unidos la extran- 
jera CASADA CON AMERICANO SE VUEL 
VE AMERICANA. 

No hay ley expresa sobre el particular; 
pero es la deducción que han sacado las 
autoridades competentes y que ha adop- 
tado el gobierno de los Estados Unidos 
en la teoría y en la práctica de la ley del 
10 de Febrero de 1855. 

Hé aquí el dictamen del Attorney- 
General Williams : 

"Consultadas las autoridades rela- 
tivamente á la interpretación de la sec- 
ción 2' de la ley de 1855 (loStat,6o4; 
R. S. § 1994) dedúcese que una mujer 
blanca libre, no una extranjera enemiga, 
casada con un ciudadano americano, se 
reputa ciudadana de los Estados Unidos 
sin consideración al lugar ó tiempo de 
su matrimonio, ó á su residencia. En 
conformidad, tal mujer, casada en país 
extranjero con un ciudadano de los Es- 
tados Unidos, residente en el exterior y 
que continúa residiendo allí con su cón- 
yuge después del matrimonio, debe ser 
reputada ciudadana de los Estados Uni- 
dos, aunque nunca haya habitado los 
Estados Unidos." (2) 

De manera que toda extranjera que 
case en cualquier parte del mundo con 
un ciudadano de los Estados Unidos, 
tiene derecho á la protección y á los 
privilegios de este. Pero esto se entiende 
naturalmente, si la legislación del país 
donde dicha mujer ha nacido y reside no 
se opone ; pues las leyes patrias rigen 
respecto de ella mientras habite su país, 
Mas claro ; será americ-ana en los Esta- 
dos Unidos ; pero quedará ciudadana del 
país donde nació, mientras esté allí, si 
así lo declaran las leyes del país. 

Háse decidido que el matrimonio con- 
fiere la ciudadanía de los E. U. á la mujer, 
aunque hubiera sido adquirida después 



1 Naturaiization Act. mh May, 1870. 

2 14 Op. 402, WilliamB, (18 74) D%ge%i ofapinians 
and leading caaes on International lawj pag. 36. 



I del matrimonio. Esta es la consecuencia 
lógica del principio : ** la mujer de ame- 
ricano es americana." 

Mas no por eso la ciudadana americana 
casada en su país con un extranjero (se 
entiende siempre no naturalizado) se 
vuelve extranjera. Veremos después que 
permanece americana, no por disposición 
de la ley (pues tampoco la hay) sino en 
virud de sentencias judiciales y de reso- 
luciones ejecutivas. 

III. 

LEV DEL DOMICILIO. 

No obstante en los Estados Unidos, 
como en Inglaterra, prevalece la antigua 
ley romana que refunde el domicilio de 
la mujer en el del marido ; y esto aunque 
marido y mujer vivan en diferentes Es 
tados ; salvo naruralmente el caso de di- 
divorció, ó de destierro, ó de reclusión en 
una penitenciaría ó en una casa de locos. 

IV. 

DUDA PROVENIENTE DE LOS TRATADOS 
DE NATURALIZACIÓN. 

En ninguno de los tratados de natu- 
ralización, celebrados por los E. U. se 
estipula nada relativame al matrimonio 
ni al domicilio. La omisión de punto 
tan esencial, y que ha sido semillero de 
dudas y diferencias, deja en todo su vi- 
gor la doctrina americana sobre reten- 
ción por la mujer americana de su nacio- 
nalidad, no obstante su matrimonio con 
extranjero. Pero como en varias nacio- 
nes, el matrimonio es uno de los modos 
de naturalizarse, acaso los tratados con- 
cluidos con estas pudieran comprometer 
la ciudadanía de la americana casada con 
un subdito ó ciudadanos de aquellos Es- 
tados. El punto, es sin embargo, tan du- 
doso que el ilustrado comentador de 
Wheaton, Mr. W. Beach Lawrence insi- 
núa esta duda sin resolverla. ** Puede 
controvertirse, dice, si una americana ca- 
sada con un subdito de una de las nacio- 
nes con quienes tenemos tratados de na- 
turalización, y donde la ley considera el 
matrimonio como uno de los modos de 



naturalizarse, no ha perdido la dudada- 
níd americana. (l) 

Y en otro lugar : " el efecto de los tra- 
tados de naturalización pudiera ser suje- 
tar á la americana, naturalizada por las 
leyes del país de su marido, á las trabas 
impuestas á sus hijos para la sucesión por 
las leyes del Estado de Nueva York.'' (2) 

Esto escribia el autor en 1871. Desde 
entonces han desaparecido las restriccio- 
nes á que hace referencia, merced á la ley 
del Estado de Nueva York del 20 de 
marzo 1872, debida en gran parte á los 
esfuerzos generosos del mismo Mr. Beach 
Lawrence. 

Mas la cuestión queda en pié sobre si 
la americana casada con extranjero pier- 
de su ciudadanía nativa para asumir la 
del marido ^n los Estados con quienes el 
Gabinete de Washington ha celebrado 
tratados de naturalización, y donde esta se 
efectúa por el matrimonio. 

Mientras el derecho convencional no 
resuelva este punto, la ley municipal de 
un Estado no podrá prevalecer en otro 
que reconozca un principio contrario. 

V. 

LA PÉRDIDA DE LA CIUDADANÍA ES UNA 

PENA. 

Aunque el marido y la mujer son con- 
junta persona, no hay razón para que la 
mujer casada en su país natal, con un 
extranjero se vuelva allí extranjera y 
pierda los derechos civiles inherentes á 
la nacionalidad. Este es sobre todo argu- 
mento poderoso en los E. U.; pues ya se 
ha visto las trabas que existen en muchos 
Estados de la Union para la adquisición 
de bienes raíces y goce de ciertos dere- 
chos civiles por los extranjeros. La des- 
nacionalización de la americana por su 
matrimonio con un extranjero equivaldria 
de consiguiente á la privación de varios 
derechos entre ellos el de dominio, lo 
cual envuelve la amenaza de confis- 
cación por el Estado, donde existe 
aun el feudal derecho de albanajio. 

1. W. Beach Lawrenoe -DisabiUties oí american 
woomeD married abroad, p. 20 — New York 1817. 
9. Id. id p. 43. 
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' (l) Aun los mayores adversarios de 
los derechos de la mujer no pueden 
negar que la doctrina así llamada, si se 
dejan á un lado las exajeraciones refe- 
rentes á la parte política, encierra en su 
seno un principio inconcuso de justicia. 
En ninguna parte ha tomado mayor in- 
cremento práctico este principio que en 
los Estados Unidos, donde las mujeres 
se hallan admitidas á los cursos de las 
facultades mayores, á muchos empleos 
públicos y al ejercicio de varias profesio- 
nes liberales. 

La legislación americana no ha queri- 
do convertir á la mujer en un menor de 
edad que siga de hecho la nacionalidad 
del marido, sino únicamente para la par- 
te que le es beneficiosa, cual es la adqui- 
sición de la ciudadanía americana. La 
mujer extranjera se naturaliza americana 
ipso facto^ov \z. naturalización del mari- 
do, como los hijos menores nacidos en 
país extranjero, se naturalizan america- 
nos por la naturalización del padre. Este 
es un beneficio que la ley concede á los 
menores y á la mujer; pero la pérdida de 
la nacionalidad es un castigo. En los 
Estados donde todavía impera (como 
sucede con varios de la Union) la inñexi- 
ble ley común, esta cuestión tiene una 
importancia de que carece en los países, 
como los de la América del Sur, cuya 
legislación liberal ha repudiado el dere- . 
cho de albanagio y detracción, y no re- 
conoce distinción para el dominio entre 
nacionales y extranjeros. 

Mucho más cruel, y hasta inmoral, 
seria la desnacionalización de la mujer si 
se considera el obstáculo que opondría 
al matrimonio entre americanas y extran- 
jeros, con la imposición de una pena que 
en ciertos casos equivaldría, en virtud del 
derecho de albanagio, á la reversión de los 
bienes raíces de la mujer al Estado. 

La legislación americana no acorta 
como la de otras naciones, el término de 
la residencia necesaria para la naturaliza- 
ción, al extranjero casado con ameri- 
cana. 

1. Los bienes rafees del americano que ae vuelve 
extramero son revemibles al Estado por el derecho de 
albanajio. ( The Santissima Trinidad, 1 Brockenbrough, 
478. Digeai 0/ opinions, eto , p. 101.) 
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VI. 



INCONVENIENTE DE QUE LA MUJER SIGA 
EN TODO CASO LA NACIONALIDAD 

DEL MAPIDO. 

¿Cuál seria la condición de la ameri- 
cana casada con un extranjero que ha 
declarado la intención de naturalizarse 
americano? ¿Quedará con la nacionali- 
dad del marido durante tres años, para 
reasumir la primitiva nacionalidad á la 
expiración de este término? Es lo que 
resultaría del principio de que la mujer 
siga en todo caso la nacionalidad del 
marido. 

Pero esta hipótesis sólo seria admisible 
en la concurrencia de las dos circunstan- 
cias arriba mencionadas, á saber : I? que 
en el país del marido el matrimonio sea 
un modo de naturalizar: 2? que haya tra- 
tatados de naturalización entre dicho 
país y los Estados Unidos. 

Donde no concurren ambas circuns- 
tancias, no hay lugcr á duda : la ameri- 
cana no pierde su nacionalidad por ca- 
sarse en su país con un extranjero, como 
vamos á explicarlo á continuación. 

VIL 

LA AMERICANA CASADA CON EXTRANJERO 
QUEDA AMERICANA. 

Así lo ha decidido la magistratura de 
Nueva York; y así lo resolvió la Corte 
Suprema federal en la litis de Shanks y 
compartes coutra Dupont y compartes. 

Ana Scott casó en Charleston (Caro- 
lina del Sur) con un oficial inglés cuando 
aquella ciudad estuvo ocupada por las 
fuerzas británicas en 1781. Se trasladó 
después con su marido á Inglaterra, 
donde residió hasta su muerte. La Corte 
Suprema falló que "por su matrimonio 
con un extranjero no habia dejado de ser 
ciudadana de la Carolina del Sur." 

Al exponer el juez Story la última de- 
cisión dice: "el matrimonio que Ana 
S:ott, natural de la Carolina del Sur, 
contrajo en aquel Estado, con José 
Shanks no la convierte en extranjera /¿?r 
que el casamiento con extranjero^ ya sea 
amigo ó enemigo^ no produce la disolución 
cU la ciudadanía natural de la mujer. Ese 
matrimonio podrá cambiar sus derechos 



civiles; pero no sus derechos políticos." 

El cambio posible en los derechos ci- 
viles, de que habla Story se refiere á las 
inhabilidades de la ley común, tales como 
existian en Nueva York, antes de la ley 
del 20 de Marzo de 1872, y tales como 
existen actualmente en otros Estados. 

No en vano menciona Story la cir- 
cunstancia de que el matrimonio de Ana 
Scott fué contraido en la Carolina del 
Sur; porque dicha circunstancia es de 
gran peso para la retención por la mujer 
del carácter nacional, mucho más si á ella 
se añade el domicilio de los cónyuges en 
el país de la mujer á tiempo de contraer 
matrimonio. En este sentido resolvió la 
Comisión mixta mexicano-americana, 
reunida en Washington, (1872) el caso 
de la Biencourt; así como diez años an- 
tes, el gobierno habia decidido de igual 
manera el de la Prieto. Hé aquí estos 
casos. 

CASO DE LA PRIETO. 

Una americana de nacimiento, é hija 
de padres americanos, casó en su patria 
con un español Prieto, que residía en los 
Estados Unidos, pero que nunca se natu- 
ralizó. Tuvieron en los Estados Unidos 
una niña, y cuando esta rayaba en los 
tres años de edad, la señora Prieto se 
trasladó con su marido á España, donde 
residió hasta la muerte de este. Cuando 
enviudó suscitóse una duda sobre si ha- 
bia perdido el carácter de ciudadana 
americana por su matrimonio con un 
español y su residencia en España, como 
también sobre la nacionalidad de la hija. 
El Attorney 'General Bates declaró á en- 
trambas ciudadanas americanas con la 
siguiente resolución : 

" La traslación de la señora Prieto y 
su hija á España y su residencia allí, 
atentas las (Circunstancias, no son eviden- 
cia de una tentativa de expatriación por 
parte de ellas, y quedan ciudadanas 
americanas." [i] 

CASO DE LA BIENCOURT, 

María Biencourt, natural de Luisiana, 
casó en Tejas en 1850 con Pedro Bien- 

1 Ca»h 0/ lff«. lVt«to and ^ugKUsr, 10 Op., 329, 
Bates, 1862. Bige^i o/opinioru, etc., p. 35. 
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court, subdito francés, y estableció junto ' 
con él negocios de comercio y un hotel 
en Monterey. Las fuerzas republicanas 
en 1866 confiscaron á entrambos cónyu- 
ges unos efectos de su pertenencia, que 
hablan sido introducidos de Francia, y 
que eran conducidos á Monterey bajo 
escolta imperialista. La Biencourt recla- 
mó ante la Comisión mixta mexicano- 
americana la mitad del valor de dichos 
efectos por ser ciudadana americana. 
Decidióse que la Biencourt no habla 
perdido su nacionalidad por el matrimo- 
nio con un extranjero, ni por su residen- 
cia en México; y que como tal ciudadana 
americana, tenia derecho para reclamar 
la protección del gobierno de los Estados 
Unidos. Pero al mismo tiempo desechó 
la reclamación por cuanto la Biencourt 
habia comerciado con el enemigo, pagado 
derechos á los imperialistas, y puesto sus 
mercancías bajo su custodia; lo cual daba 
perfecto derecho al gobierno legitimo de 
México para confiscar las citadas mer- 
cancías, (i) 

La decisión adversa contra la recla- 
mante no deja la menor duda sobre la 
imparcialidad de la decisión que le con- 
servaba, no obstante, su carácter nacio- 
nal. La resolución está firmada por don 
Francisco Gómez Palacios, después Mi- 
nistro de Justicia en México, y por Mr. 
W. H.Wadsworth. 

A la opinión de Faelix que considera 
la unidad de la nacionalidad y domicilio 
" como la consecuencia del vínculo ínti- 
mo que une á los esposos, principio, que** 
según él, "forma parte del derecho inter- 
nacional y que se halla consagrado por 
todas las legislaciones**; y á la de Phili- 
more, que apoyado en este pasaje de 
Fselix sienta que *' la mujer casada 
adquiere por su matrimonio la naciona- 
lidad del marido, y que la naturalización 
de este acarrea ipsofacto la de la mujer,'* 
opusieron los Comisionados la autoridad 
de Demangeat, de Delvincourt, de Duran- 
ton, de Demante y de Valette, que re- 
chazan tal doctrina como inicua y contra- 
ria al espíritu de la legislación francesa. 
A estas autoridades hay que afladir la 

1. Registro AinericaDO núm. 355. (Inédito.) 



decisión de la Corte Suprema de los Es" 
tados Unidos en el caso ya citado Shanks- 
Dupont : EL MATRIMONIO NO CAMBIA 
EL CARÁCTER NACIONAL DE LA MUJER. 

El laudo que conservó á la Biencourt 
su ciudadanía americana hizo hincapié 
como Story en el caso de la Scott, en que 
el matrimonio se contrajo en el país de 
la mujer, y cuando además los oos cón- 
yuges tenían allí su residencia. ** Es 
injusto,** dice el laudo mencionado, "des- 
pojar á una mujer de su nacionalidad 
dentro Me su propio país, y cuando ella 
manifiesta, como lo está haciendo en 
virtud de su residencia allí, el deseo de 
conservar dicho carácter nacional.** 
CASO DE MADAMA BERTHÉMY. 

Lo contrario que con la Scott, la Prieto 
y la Biencourt, se decidió respecto de 
Madama Berthémy, madre del último 
representante de Napoleón III en Wash- 
ington. 

El Attorney 'General Stanberry, con- 
sultado sobre el particular, dictaminó en 
1866 lo que sigue : "Madama Berthémy 
nació en Francia. Su padre, á tiempo 
de su nacimiento, era ciudadano de los 
Estados Unidos. Casó en Francia con 
un ciudadano francés y continuó después 
de la muerte de su marido residiendo en 
Francia. Se decide que es ciudadana de 
Francia y no de los Estados Unidos.** (i). 

Parece que el Attorney-General SidLii- 
berry hubiera debido limitarse, como lo 
hizo después otro sucesor suyo ene; em- 
pleo, Mr. Hoar, á resolver que Madama 
Berthémy no era ciudadana de los Esta- 
dos Unidos. He aquí dicha decisión de 
Mr. Hoar: "Una mujer, nacida en los 
Estados Unidos, pero casada con un ciuda- 
dano francés y domiciliada en Francia 
no es ciudadana de los Estados Unidos 
residiendo en el exterior.'* (2). 

El A ttarney- General Stanberry al re- 
solver que Madama Berthémy, hija de 
americano, nacida en Francia, y casada 
allí con francés, habia adquirido la nacio- 
nalidad francesa, no entró á discutir si 
dicha señora podia reasumir la nacionali- 
dad americana, después de su viudez, 

1 y 2 Digwt of opinioñs of leading otues on interna- 
UmaX lawy p. 35 y 36. 



por medio del establecimiento del domi- 
cilio en los Estados Unidos; pues no 
había ocurrido, dice, la residencia domi- 
ciliaria que pudiera manifestar evidencia 
de un deseo ó intención de asumir los 
deberes y obligaciones de ciudadana 
americana. Madama Berthémy quedaba, 
de consiguiente, extranjera, aun después 
de haber enviudado 

Si hubiera vuelto á los Estados Uni- 
dos, es probable que no se le hubiera 
negado el beneficio que la egislacíon 
inglesa, la brasileña y otras conceden á 
la ciudadana, viuda de extranjero, de 
reasumir la nacionalidad primitiva cuan- 
do declara que quiere establecerse en su 
patria. El animus manendi, después de 
la viudez, es el punto de partida del 
Attorney-General Stanberry en el caso 
mencionado. 

Por lo demás no sabemos hasta qué 
punto la citada decisión del Attorney- 
General de los Estados Unidos tendria 
valor ante el Poder Judicial, que en estas 
materias ha disentido del Poder Ejecuti- 
vo, y aún del Poder Legislativo. El Po- 
der Judicial ha considerado la naturali- 
zación como una nacionalidad añadida 
más bien que sustituida á la antigua. En 
el mismo Poder Judicial ha habido dis- 
cordancia de doctrinas sobre renuncia 
de ciudadanía, antes de la ley de 1868, 
que puso término á toda duda. 

X. 

AUTORES CONTEMPORÁNEOS. 

Mr. W. Beach Lawrence, ex-ministro 
de los Estados Unidos, en su afamado 
Comentario (i) dice : " el matrimonio de 
una mujer con un extranjero no disuelve 
su ciudadanía nativa aunque viva con él 
en país extranjero.'* (2) 

" La americana casada con extranjero 
retiene su nacionalidad*' dice el Justicia 
Mayor de Inglaterra que formó parte del 
tribunal de Ginebra. (3) 

1. Commentaire sur le« Elementa du Droit interna- 
tioual et sur l'hiBtoire des Progrés du Droit des Gens, 
de H. Wheaton par W. Beach Lawrence. — Tome 
troisiéme. — Leipzig, 1873. 

2. Inglis Ts. Trastees of Sailoss Sag Harbor; Bar- 
bours Report. -Yol. Y. p. 256, Baok vs. Gillis (Citas 
de M. B. Lawrenoe.) 

3. CookburD — Ara^''ttaZity. 



Algunos autores contemporáneos norte- 
americanos, aunque sostienen, de acuer- 
do con la sentencia de la Corte suprema 
federal, que la mujer no pierde su nació- 
nalidad por el matrimonio con un extran- 
jero, creen que esto sucede sólo mientras 
permanece en el país. A este número 
pertenecen el juez David Field y Mr 
Francis Wharton. 

El primero en el artículo 249 de su 
Bosquejo de Código Internacional^ es- 
cribe: 

** Excepto lo proveido en el artículo 
206, el matrimonio no cambia el carácter 
nacional de la mujer.** 

La excepción á que se refiere el ar- 
tículo 206 es la que sigue : 

" Si antes ó después del matrimonio el 
domicilio de la mujer se traslada perma- 
nentemente al país del marido, ella ad- 
quiere por esta traslación y por el matri- 
monio el carácter nacional del marido. 

** Mientras la mujer permanece en su 
país, hay razones evidentes para permi- 
tirle retener su carácter nacional, y el 
matrimonio de una mujer en su país con 
extranjero no domiciliado, no debe 
ciertamente desnacionalizarla." 

Ya hemos visto los casos de la Scott y 
de la Prieto decididos en contra de las 
restricciones de Mr. Field, quien, sin em- 
bargo, mantiene la regla de Story sobre 
que el matrimonio puede cambiar los 
derechos civiles de la mujer, mas no los 
políticos; pero introduce la excepción del 
cambio de domicilio, con arreglo á las 
doctrinas europeas de Foelix, Phillimore, 
y Blunstchlí, que **la nacionalidad debe 
seguir las reglas del domicilio." 

Otro publicista americano, Francis 
Wharton, se inclina al mismo principio; 
pero sin darlo por sentado. 

"Si el marido, dice, después del ma- 
trimonio emigra á un país otro que el del 
domicilio conyuga], se ha cuestionado si 
la mujer pierde su nacionalidad matrimo- 
nial. Foelix mantiene la afirmativa. De- 
mangeat la negativa. Pero como la mu- 
jer participa del domicilio del marido, y 
el domicilio unido al asilo puede consti- 
tuir nacionalidad, parece claro que si la 
mujer acompaña al marido, ella adquiere 
la nacionalidad de éste. Si el marido 



permite á la mujer quedarse en su patria, 
la nacionalidad de ésta no se extin- 
gue." 

De manera que Wharton va mas allá 
de Field. Según el último, la mujer pier- 
de su nacionalidad sólo por el domicilio 
en el país del marido : según Wharton, 
por el domicilio en cualquier país qut no 
sea el suyo. Pero ambos coinciden en 
que la pérdida del domicilio nacional 
acarrea la pérdida de la nacionalidad. 

La Enciclopedia Americana de Apple- 
ton (1875^ concurre en la opinión de 
Wharton (aunque no la cita) y también 
en la pérdida de la ciudadanía por la 
mujer con la pérdida del domicilio nacio- 
nal. 

" Si la mujer," dice, "inmigra á un 
país extranjero con su marido y se esta- 
blece allí con intención de radicarse [to 
rematn there PERMANENTE Y] probable- 
mente se considerará que ha perdido la 
ciudadanía americana, á lo menos mien- 
tras dure ese estado de cosas." 

XII. 

PRINCIPIO CONFORME Á LA EQUIDAD. 

Algunos autores, siguiendo á Foelix, 
equiparan el domicilio á la nacionalidad. 
En nuestro concepto la mujer casada en 
su país con un extranjero debe conservar 
su ciudadanía nativa, excepto en el país 
del marido, (ó en el de su adopción) si los 
cónyuges establecen en él su domicilio 
permanente. Tal fué el principio que 
dictó la resolución sobre la Biencourt, 
en nuestro concepto justa. 

De ahí la ncesidad que demuestra De- 
mangeat de no usar como equivalentes, 
según lo pretendió Fcelix, las expresiones 
lugar del domiciho ó territorio de la Na- 
cien. Distinción importante, sobre todo, 
en los Estados Unidos é Inglaterra, que 
como la nota Phillimore, no reconocen 
el estatuto personal impuesto por el 
domicilio extranjero. Los Códigos Sud- 
americanos establecen que la mujer 
sigue el domicilio del marido; pero no 
incluyen en el domicilio la nacionalidad, 
sobre la cual guardan silencio. Si la 
residencia en tierra extraña es sin ánimo 
de volver, los Estados Unidos han adop- 
tado ya el principio general de que 



esta produce por sí sola la expatriación, 
aunque la ley no ha determinado todavía 
dentro de qué tiempo ni de qué manera 
se lleva á cabo. 

Blunstchli piensa que por su naturale- 
za jurídica el Estado requiere la unidad 
del matrimonio y la comunidad del de- 
recho de la familia; para lo cual no obsta, 
en su concepto, la diverridad de cultos. 
Pero, ¿es la unidad del derecho religioso 
de menor importancia que la del derecho 
político ó civil, especialmente donde 
hay, como sucede en todas partes, ex- 
cepto en los Estados Unidos, México y 
Colombia, una religión dominante ó pro- 
tegida? ¿Acaso no hay estrecho enlace 
entre uno y otro derecho en las naciones 
donde no se ha separado la Iglesia del 
Estado? Si la dispari lad de cultos no 
compromete la unidad matrimonial, tam- 
poco puede comprometerla la diversidad 
de nacionalidades, de hecho existente. 
La ley no hará que la mujer por el ma- 
trimonio con un extranjero, olvide ó 
rompa los vínculos que la unen á la tierra 
donde se meció su cuna, donde recibió 
su educación, donde viven sus padres y 
donde reposan las cenizas de sus antepa- 
sados. 

XIIL 

REQUISITO PARA LA CONSERVACIÓN 
DEL CARAcTER nacional POR LA 
AMERICANA CASADA CON EXTRAN- 
JERO. 

Para la retención de la nacionalidad 
americana por la mujer casada con ex- 
tranjero, parece ser requisito esencial, 
según se colije de los casos citados que 
el matrimonio se haya contraído en los 
Estados Unidos. 

El no domicilio en país extranjero 
sine animo revertendi no parece ser requi- 
sito tan esencial, á juzgar por el caso de 
la Scott: pero la permanencia en su pa- 
tria siempre contribuirá á robustecer el 
derecho de la mujer para la conservación 
de la nacionalidad americana. 

XIV. 
LOS HIJOS DE LA AMERICANA CASADA 
CON EXTRANJERO PUEDEN VA HERE- 
DAR EN NUEVA YORK. 
La ley de Nueva York del 20 de Marzo 
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de 1872 parece haber sido inspirada por 
el deseo de conservar á la mujer, casada 
con extranjero, los derechos civiles que 
su matrimonio podria comprometer. 

'* Los inmuebles," dice, ** que perte- 
necen hoy ó en adelante pertenecieren á 
una mujer nacida en los Estados Unidos 
ó que de otra manera haya sido ciudada- 
na^ descenderán después de sus dias, y 
apesar de su matrimouto con un extranjero 
y de su residencia en el exterior á los hijos 
legítimos nacidos de este matrimonio ó 
á sus descendientes." 

Por esta ley, que deja en todo su rigor 
las demás incapacidades de los extranje- 
ros, la americana casada con extranjero 
no sólo tetiene su nacionalidad para el 
derecho de heredar, sino que la trasmite 
á sus descendientes legítimos, aunque 
extranjeros, y aunque no residan en el 
país, según se colije del texto de la ley. 
En varias repúblicas de Sud-América, 
entre ellas el Ecuador, Chile y Bolivia, la 
madre extiende su nacionalidad al hijo, 
nacido en país extranjero, si dicho hijo 
se domicilia en el país de la madre. Otro 
tanto sucede en el Brasil respecto de los 
hijos ilegítimos de madre brasileña. 

Con anterioridad al Estado de Nueva 
York el de Virginia habia conferido con- 
forme al estatuto inglés de 1844 á los 
hijos de americana, casada con extranje- 
ro, nacidos fuera de los Estados Unidos, 
los derechos de adquirir y heredar pro- 
piedad raíz. 

Antes de la citada ley de Nueva York 
la americana poseedora de propiedad 
raíz en el Estado de Nueva York, que 
casaba con extranjero, se veia reducida 
para no privar á sus hijos de los bienes 
raíces á la alternativa de deshacerse de 
ellos ó confiarlos á los azares de un fídei- 
comiso. A menos que sus hijos obtuvie- 
ran un permiso especial, á falta de otros 
herederos, para adquirir dicho inmueble. 
El Estado ha solido conceder este per- 
miso á los extranjeros que lo han solici- 
tado no sólo para adquirir, sino para 
trasmitir bienes raíces; mas en estricto 
derecho, la ley reserva esta facultad tan 
sólo á los que han dado los pasos preli- 
minares para la naturalización, ó bien á 



los extranjeros residentes cuyo título 
proviene de una concesión {grant^ 

XV. 

NOTABLES SENTENCIAS EN NUEVA YORK. 

Háse decidido por los tribunales de 
Nueva York que un ciudadano naturali- 
zado (cuyo padre habia muerto extran- 
jero), no podia heredar la propiedad raíz 
de un tio, muerto abintestato; la cual 
pasó al hermano (también ciudadano na- 
turalizado) del difunto. Así en la herencia 
por extirpe, la calidad de extranjero en 
el padre inhabilita al hijo ciudadano 
para la sucesión hereditaria, que acrece á 
los otros colaterales. 

Otro tanto sucedió en el fallecimiento 
de un intestado que dejó una hermana y 
una sobrina, hija de esta. La sobrina, 
aunque ciudadana, no pudo heredar los 
bienes raíces, por ser su madre extran- 
jera. 

Más duro aun es el caso ocurrido en 
1843, que citan los comisionados para la 
reforma del Código de Nueva York. Los 
únicos llamados á la sucesión de un 
intestado eran ciudadanos hijos de una 
hermana extranjera. Los inmuebles pa- 
saron á un pariente remotísimo con 
exclusión de los sobrinos, cuyo título 
habia invalidado la madre por ser extran- 
jera. 

En vano algunos espíritus ilustrados, 
entre ellos los autores del proyecto del 
Código Civil de Nueva York en 1865, y 
el docto comentador de Wheaton, Mr. 
B. Lawrence, han alzado la voz en favor 
de doctrinas económicas más liberales y 
más conformes con los tratados conclui- 
dos por los Estados Unidos. Mr. B. Law- 
rence, de quien hemos tomado los casos 
arriba citados, (l) apoyó en ellos la carta 
que dirijió al Gobernador de Nueva York 
en Diciembre de 1870, á fin que recabara 
de la Legislatura del Estado la iguala- 
ción del extranjero con el nacional para 
la adquisición y transmisión de bienes. 
Sus esfuerzos fueron secundados por el 
Presidente de la Comisión del Senado de 
Nueva York, pero inútilmente ; porque 
el Senado no adoptó la reforma que ha- 
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bía sido igualmente rechazada en 1865, f 
en el proyecto de Código Civil presen- 
tado entonces. Es de esperar, sin embar- 
go, que el primer paso en favor de los 
extranjeros, hijos de ciudadana ameri- 
cana, se extienda también á los que no 
lo sean. Sólo el primer paso cuesta\ y este 
paso se ha dado con la ley del 20 de 
Marzo de 1872. 

XVl. 

CONFLICTO DEL DERECHO DE "ALBANA- 

GIO" Y "DETRACCIÓN** CON LOS TRA- 

TADOS. 

Tanto más necesaria es la derogación 
de las leyes que impiden al extranjero 
heredar propiedad raíz, cuanto que los 
tratados incorporados implícitamente en 
la legislación de los Estados Unidos, ha- 
cen nugatorias las restricciones de la ley 
común. En los tratados celebrados en- 
tre los Estados Unidos y las Repúblicas 
Sud- Americanas, señaladamente las cua- 
tro que constituyeron la Alianza del Pa- 
cífico, Ecuador, Perú, Bolivia y Chile, 
se estípula un largo plazo para que los 
ciudadanos de aquellas Naciones pudie- 
ran realizar los bienes raíces á cuya suce- 
sión fuesen llamados en los Estados 
donde existe el derecho de albanagio. 
Igual estipulación se halla en varios otros 
convenios con las potencias europeas. 
Hay tratados como el del 12 de Diciem- 
bre de 1846, entre los Estados Unidos y 
la Nueva Granada, que van más allá, y 
que habilitan á los respectivos ciudada- 
nos para poseer bienes raices^ disponer de 
ellos y para poder heredar aunque ausentes, 
en toda propiedad. 

El barón Roguet, (i) admirado de esta 
concesión, observaba no sin malicia en 
1857 que habia pocos granadinos en los 
Estados Unidos. De entonces acá la 
colonia colombiana se ha aumentado á 
tal punto que constituye hoy en los Es- 
tados Unidos la más numerosa de Sud- 
América, y comprende acaudaladas casas 
de comercio y de banco. 

La ley común viene, pues, á ser una 
letra muerta; reliquias de lo pasado, 
conservadas en la legislación moderna, 

1 Législatíon de Pétranger aax Etatt Unii par M. 
le Barón fioguet. París. 



como las momias egipcias en las moradas 
de los vivos. 

Cumple sin embargo, decir que en lo 
tocante á la trasmisión de la propiedad 
raíz en los Estados Unidos, la Corte Su- 
prema federal ha puesto en duda el 
derecho del gobierno para entrar en 
estipulaciones de ninguna clase. Pero 
Halleck juzga que por lo general las 
Cortes han considerado conformes á la 
Constitución tales estipulaciones, y que 
el peso de la autoridad está en favor de 
su validez. (3) 

XVII. 

OTROS MEDIOS DE SUSTRAERSE A LA 
LEY COMÚN. 
Para el extranjero, cuya patria carece 
de tratados con los Estados Unidos, 
queda expedita la declaración de la in- 
tención de hacerse ciudadano ; la cual 
sirve á su viuda y á sus hijos, aunque 
muera antes de consumar la naturaliza- 
ción. La viuda y los hijos adquieren 
entonces la ciudadanía con sólo manifes- 
tar su intención y prestar el juramento 
requerido al pedir la admisión á la natu- 
ralización, salvo siempre los pactos en 
contrario. (4) 

XVIII. 

LO QUE CONVIENE A LAS REPÚBLICAS 
HISPANO-AMERICANAS. 

El futuro bienestar de las Repúblicas 
hispano- americanas depende de la immi- 
gracion extranjera, que puede hacer de 
ellas lo que ha hecho de los Estados 
Unidos: en menos de un siglo aumentar 
en un décuplo su población y la riqueza 
nacional en ocho mil millones de pesos, 
por lo menos. 

Ahora bien: ¿convendrá que el extran- 
jero convierta en extranjera á su mujer 
hispano-americana? En Repúblicas tan 
escasamente pobladas, la adopción del 
principio absoluto de que la mujer sigue 
la nacionalidad del marido, podría crear 
en breve una numerosa población ex- 
tranjera, que acarrearía no pocas dificul- 
tades y conflictos. Puede aquel princi- 

3 H. V.. Halleck. International Law, Ch. VII, 
páff. 157. 

4 Seodon 2? de la ley de 26 de Marzo do 1804. 
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pió carecer de inconvenientes en otras 
Naciones; pero lo que es bueno para unas 
no siempre conviene á otras, especial- 
mente en materias de nacionalidad. El 
principio de la ciudadanía de extracción, 
V. g. tan encomiado por los modernos 
publicistas europeos, no ha podido acli- 
matarse en América, ni aun en la patria 
de su mas ilustre defensor. (5). 

El principio que podemos llamar ame- 
ricano (porque nada importan dos ó tres 
excepciones transitorias ó aisladas) es el 
principio territorial^ como lo apellida 
Bluntschli, ó sea, según la expresión del 
señor Bello, la ciudadanía de nacimiento, 
objeto hoy de tan severas críticas, y sos- 
tenido con razón por aquel nuestro pri- 
mer publicista de Hispano-América. 

Creemos que las Repúblicas hispano- 
americanas consultarán sus verdaderos 
intereses, estableciendo los cuatro prin- 
cipios que siguen: 

I** La extranjera, mujer de un ciuda- 
dano, sigue la nacionalidad del marido si 
establece su domicilio en el país de éste. 

2" La mujer no pierde el carácter na- 
cional por casarse en su país con un ex- 
tranjero. 

3° Si la ciudadana casada con extran- 
jero traslada su domicilio permanente 
fuera del país, sin ánimo de volver, sigue 
la nacionalidad del marido. 

4° La mujer que hubiese perdido su 
nacionalidad con arreglo al artículo ante- 
rior, puede recobrarla cuando enviude, si 
hace constar la intención de domiciliar- 
se en su primera patria. 

NACIONALIDAD Y NATURALIZACIÓN DE 
LOS HIJOS. 
Las diversas leyes ó doctrinas sobre 
este particnlar pueden concretarse á las 
tres siguientes 

REGLAS. 

1' Los hijos nacidos en país extranje- 
ro, de padres americanos, son americanos 
en los Estados Unidos. 

2* Los hijos, nacidos en los Estados 
Unidos de padres extranjeros, son ciuda- 
danos de los Estados Unidos. 



5 El distingaido jarífta argentino, D. 
berdi. 



3* La naturalización del padre natu- 
raliza á los hijos menores en los Estados 
Unidos. 

Regla I. •—Ciudadanía de los hijos 

NACIDOS en país EXTRANJERO DE 
PADRES AMERICANOS. 

**Los hijos nacidos en país extranjero 
de padres que al tiempo de su nacimien- 
to eran ciudadanos de los Estados Uni- 
dos y que en alguna época han residido 
aquí, son ciudadanos americanos en vir- 
tud de la ley de 1855 (lO- Stat, 604; R. 
S., §1993),** dijo al Attorney-General Hoar 
en 1862. **Estas personas tienen opción 
á todos los privilegios de la ciudadanía 
que el gobierno de los Estados Unidos 
puede conferir." (i) 

En efecto, la ley del lo de Febrero de 
1855 confiere la ciudadanía á la prole 
nacida en país extranjero de padres que 
eran ciudadanos americanos al tiempo 
del nacimiento de ella, con la restricción 
de que la ciudadanía no descienda á 
personas cuyos padres jamás hubiesen 
residido en los Estados Unidos. Limita- 
ción prudente que si hubiera existido en 
la legislación francesa habria evitado á 
Francia enojosas cuestiones diplomáti- 
cas, como la habida con la República 
Argentina, en que Frantia no siempre 
ha llevado la mejor parte. 

Pero debe tenerse presente que aquel 
reconocimiento de la ciudadanía de ex- 
tracción no puede prevalecer en el país 
del nacimiento sobre las leyes locales en 
contrario. Asilos hijos de americanos, na- 
cidos en país extranjero podrán reclamar 
y ejercer los derechos de la ciudadanía 
americana en los Estados Unidos; mas 
no escudarse con esta para sustraerse á 
las obligaciones de la ciudadanía nativa 
en el país del nacimiento. Sólo están 
exceptuados de esta regla los hijos de los 
embajadores, ministros y agentes diplo- 
máticos ú otros ciudadanos en comisión, 
nacidos en el país donde su padre se 
halló acreditado ó comisionado por su 
gobierno. Estos hijos se consideran 
como nacidos en territorio patrio ; y las 
constituciones de la América republicana 
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les conceden todos los privilegios de la 
ciudadanía nativa. 

El gobierno de los Estados Unidos 
tiene prevenido á sus agentes que si, por 
las leyes locales, los hijos de americanos 
son ciudadanos del país donde han na- 
cido, no deben intervenir, mientras los 
mencionados hijos se hallen en dicho 
país. (2) ** Dentro de la jurisdicción de 
los Estados Unidos,'* dispone la circular 
del Departamento de Estado del I4 de 
Octubre de 1869 "ellos tienen derecho á 
todos los privilegios de los ciudadanos ; 
pero mientras los Estados Unidos pue- 
den fijar por ley ó declarar las condicio- 
nes que constituyen la ciudadanía 
dentro de su jurisdicción territorial 
y conferir los derechos de ciudadanos 
americanos en cualquier parte á personas 
que no están sujetas á la autoridad de 
ninguna Nación ó gobierno extranjero, 
no abrigan la pretensión de hacer exten- 
sivos aquellos derechos á subditos de un 
Estado extranjero que no han venido al 
territorio de los Estados Unidos; lo cual 
seria en verdad embarazar el ejercicio de 
los justos derechos de una Nación res- 
pecto de sus subditos. Si, pues, por las 
leyes del país del nacimiento, los hijos 
de ciudadanos americanos nacidos allí 
son subditos de aquel Estado, la legisla- 
ción de los Estados Unidos no debe 
interpretarse de manera que permita 
intervención ninguna en lo concerniente 
al vasallaje que deben á su patria natural 
mientras residan en ella." 

Este es uno de los tantos casos de 
doble nacionalidad como suelen ocurrir 
frecuentemente. Los hijos de america- 
nos, nacidos en el exterior, son america* 
nos en los Estados Unidos; pero no en el 
país de su nacimiento, donde quedan 
ciudadanos si así lo declara la ley. Aun 
en el territorio de los Estados Unidos, 
el derecho á la ciudadanía americana no 
es ilimitado, ni absoluto; puesto que no 
pasa á los hijos de los que nunca han 
residido en los Estados Unidos, y el pa- 
saporte que se da á los padres, como 
ciudadanos americanos , es siempre 
con la salvedad de sus deberes y 

2 United State Consular BegulaHon8f 1870 pag. 40. 



obligaciones para con el país del naci 
miento. 

Hé aquí la fórmula del pasaporte, 
cuyo modelo remitió el Departamento 
de Estado, anexo á la Circular del 14 
de Octubre de 1869, para que se conce- 
diese á los hijos de americanos, nacidos 
en país extranjero : 

** El infrascrito ruega á cuantos 

concierna permitan pasar libre y segura- 
mente á N. N., ciudadano de los Esta- 
dos Unidos, y le presten en caso de ne- 
cesidad legítimo auxilio y protección ; 
pero el derecho del mencionado N. N. 
para pedir auxilio y protección de los 
Estados Unidos, ó de sus agentes y em- 
pleados, se halla limitado y circunscrito 
por los deberes y atribuciones que le im- 
pongan las leyes del Reino (Imperio ó 
República), donde nació, de padre en- 
tonces ciudadano de los Estados Unidos, 
y residente actualmente en ellos.*' 

REGLA 2' 

Los hijos nacidos en los Estados Unidos de 
óadres extranjeros son ciudadanos de los 
Estados Unidos. 

"En los Estados Unidos los hijos de 
extranjeros por el hecho de su nacimien- 
to, son ciudadanos naturales de los Es- 
tados Unidos y con opción á todos los 
derechos y privilegios de la ciudadanía 
americana" (i) sienta el Attorney-General 
Bates. 

Seria, pues, ilógico que los Estados 
Unidos no reconociesen igual derecho é 
idéntico principio en las demás Naciones. 
Así no reclaman como ciudadanos ame- 
ricanos sino con la salvedad de los debe- 
res al país del nacimiento, y con la con- 
dición de que el padre haya sido ciuda- 
dano de los Estados Unidos á tiempo del 
nacimiento del hijo y resida actualmente 
en el territorio de la Union : otra prueba 
de la importancia de la residencia para 
la ciudadanía. 

La regla en los Estados Unidos* tal 
como la formuló en 1859 ^^ Attorney Ge- 
neral Black es que toda persona blanca 
nacida en los Estados Unidos, de padres 



1 10 op., 329, Bates, 1862. Digeel of opinions and 
leading oasea an International Zaiü, p. 36. 
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extranjeros, es ciudadana de los Estados 
Unidos. [2] 

Esta limitación de la ciudadanía á las 
personas blancas ha desaparecido desde 
la Adición XIV á la Constitución. 

Naturalización de los hijos me- 
nores. 

La naturalización del padre naturaliza de 
hecho d sus hijos menores^ nacidos en 
país extranjero. 

•*Por la ley de 1802, [2, Stat. 153; R. S. 
§2172,] el hijo menor de padre debida- 
mente naturalizado, aunque no estuviese 
entonces en los Estados,Unidos, adquirió 
la ciudadanía, con tal que residiese en 
dichos Estados Unidos á tiempo de san- 
cionarse la ley.** (3) 

Después de la citada ley de de 1802, 
varias decisiones han confirmado la doc- 
trina de la naturalización ipso facto del 
hijo menor por la naturalización del pa- 
dre en los Estados Unidos. [4] 

*'Los hijos nacidos en país extranjero" 
enseña el Attorney General Bates, "que 
después emigraron á este país con su fa- 
milia, y se naturalizaron aquí durante la 
minoría de dichos hijos, soa ciudadanos 
de los Estados Unidos.** [5] 

La legislación federal " carece de 
ley que determine la mayor edad; pero 
[según la autoridad del Attorney General 
Cushing] puede considerarse es 21 aflos 
por ser la época fijada en los códigos de 
los diversos Estados. 

PARTE III. 

CONVENIOS DE NATURALIZACIÓN HIS- 

PANO-AMERICANOS CON LOS ESTADOS 

UNIDOS. 

De las diez y seis Naciones que hablan 
la lengua de Castilla solo dos han cele- 
brado tratados de Naturalización con los 
Estados Unidos, México y el Ecuador. 

2 9 op. 373, Black (1859) ''Digest of opiniom and 
leadiiig cases on International law. p. 34. 

3 Campell vs Gordon, 6 Cranoh, 176. J)%qe»% of 
opiniana and leading cases on Intemaoional lawy 
pag. 37. 

4 Daly. "History of Naturalization, citado por 
Mr. W. Beach Lawrence. 

5 10 op. 329, Bates '1862' <'Digest of opinioni and 
leading cases on International law. p. 35. 



Nos ocuparemos en el análisis de las es- 
tipulaciones del último convenio — análo- 
gas á las del de México — no por hallarse 
nuestro nombre al pié de él, sino porque 
ha sido objeto de censuras por la prensa 
que conviene refutar en bien de las Re- 
públicas hispano-americanas. He aquí 
el texto del mencionado convenio que 
fué concluido en Washington el de Mayo 
de 1872 y se halla vigente. 

Artículo I — Cada una de las dos Repú- 
bhcas reconocerá como ciudadanos natu- 
ralizados de la otra, á los que hayan sido 
debidamente naturalizados después de 
haber residido sin interrupción en la 
patria adoptiva el tiempo requerido en 
ella por la constitución ó las leyes. 

Este artículo se aplicará tanto á los 
ciudadanos que se hayan naturalizado 
ya en cualquiera de los dos países, como 
á los que se naturalizaren en adelante. 

Art. II. — Si el ciudadano naturalizado 
de cualquiera de los dos países vuelve 
al de su nacimiento con la intención de 
no regresar al de la naturalización, se 
considerarán reasumidas las obligaciones 
de la ciudadanía de origen, y renunciada 
la adquirida por la naturalización. 

Art. III. — La residencia de más de 
dos aftos en el país, del nacimiento de 
un ciudadano naturalizado se considerará 
como intención de residir en él y de no 
volver al país donde fué naturalizado. 
Sin embargo, esta presunción puede ser 
destruida por prueba al contrario. 

Art. IV. — Los ciudadanos naturaliza- 
dos de cualquiera de las dos Naciones al 
regresar al país del nacimiento quedan 
sujetos á enjuiciamiento y castigo, con 
arreglo á las leyes de dicho país, por 
delitos cometidos antes de la emigración, 
salvo siempre las prescripciones legales. 

Art. V. — La declaración de la inten- 
ción de hacerse ciudadano, no surte los 
efectos de la naturalización. 

ARTICULO I. 

DERECHO DE EXPATRIACIÓN. 

El artículo I. no* es sino la declaración 
explícita y solemne del derecho sagrado 
de expatriación, reconocido hoy en sus 
relaciones internacionales por todos los 
pueblos cristianos, é incorporados en sus 



45 — 



leyes por la Nación que mas tenazmente 
ha sostenido con la palabra y con las 
armas la feudal doctrina del eterno va- 
sallaje, (i) Vacilantes mucho tiempo 
los publicistas de los Estados Unidos 
entre la ley comuriy y las levantadas aspi- 
raciones de la revolución é irresistibles 
tendencias del siglo: en desacuerdo el 
Poder Judicial (que, de conformidad con 
el parecer de Kent y Story, sólo se atenía 
al anticuado texto de la ley escrita), con 
los otros Poderes que, remontándose á 
regiones mas elevadas, divisaban una ley 
superior á la que hacia al hombre siervo 
del terruño; dictóse, al fin, para poner 
término á la anarquía entre los altos Po- 
deres, así como al conflicto entre los 
principios á que debian su existencia los 
Estados Unidos, y las reliquias de una 
legislación bárbara, la ley federal del 27 
de Julio de 18Ó8. Por ella se considera 
el derecho de expatriación como un 
derecho natural é mnato; y se decreta 
que toda declaración, instrucción, opi- 
nión, orden ó decisión de cualquier 
funcionario del gobierno que tienda á 
negar, restringir, debilitar, ó cuestionar 
el citado derecho, es contraria á los 
principios fundamentales del gobierno. 

En el Ecuador y demás Repúblicas 
hispano-americanas no ha habido, como 
en los Estados Unidos, esa pugna entre 
las nuevas instituciones y la legislación 
antigua, heredada de la madre patria. 
Mientras Rusia, Francia y la Gran Bre- 
taña prohibían la expatriación, España 
reconoció este derecho desde Alfonso el 
Sabio. 

De los cinco modos de perder la natu- 
ralidad que señalan las Leyes de Partida, 
el 5.® consiste en la desnaturalización ó 
renuncia voluntaria que hace el natural. 
De aquí resulta cesar todas las obligacio- 
nes reciprocas; porque des-Aaturar^ tanto 
quiere decir, como salir orne de la natura- 
leza que ha con su señor, ó con la tierra en 
que vive; d. Ley 5. (2) 

Todas las Repúblicas hispano-america- 
nas han reconocido además explícita- 



1 Inglaterra. TKe Naturalizaiion Act, 1870. 

2 Institutos de las leyes de Castilla por Ignacio 
Jordán de Aseo y del Rio, y D. Miguel de Manuel y 
Rodríguez. 



mente en su constitución ó leyes el 
derecho de expatriación: todas reconocen 
como uno de los medios de perder la 
ciudadanía, la naturalización. Por la 
constitución del Ecuador, el ecuatoriano, 
naturalizado ciudadano de otra nación, 
puede obtener del Senado su rehabilita- 
ción en los derechos de ciudadano ecua- 
toriano, mediante una simple petición 
al Senado. 

Disposición liberal, de que hay raros 
ejemplos, y que no sólo reconoce la natu- 
ralización del ciudadano ecuatoriano en 
país extranjero, sino que le restituye al 
goce de la ciudadanía originaria con sólo 
una petición al Senado. 

Reconocido así solemnemente en la 
legislación del Ecuador y de los Estados 
Unidos el derecho de expatriación, el 
tratado no podia menos de sancionarlo, 
como lo hizo; y por eso mereció la apro- 
bación legislativa de ambas Repúblicas, 
sin que nada justifique la crítica que se 
hizo de él entonces por la prensa de que 
era contrario al derecho de expatriación. 

Excusado parece hacer notar que 
cuanto decimos respecto del convenio de 
naturalización americano-ecuatoriano se 
aplica igualmente al convenio celebrado 
entre los Estados Unidos y México ; 
puesto que hemos indicado ya su en- 
tera conformidad. 

El último parágrafo del art. I** da al 
tratado efecto retroactivo, tanto para am- 
parar en su nuevo estatuto á los que se 
hubiesen naturalizado de buena fe, como 
para anular las cartas de naturaleza, ob- 
tenidas antes fraudulentamente, y para 
cuya cancelación no proveen remedio le- 
gal las leyes de los Estados Unidos. 

ARTICULO IL 

VUELTA AL PAÍS DEL NACIMIENTO CON 
INTENCIÓN DE RESIDIR EN EL. 

Este artículo no pone obstáculo á la 
vuelta del emigrado á su patria, y le per- 
mite residir allí cuanto tiempo quiera, 
siempre que no restablezca en él su do- 
micilio primitivo; esto es, que no se radi- 
que, ni muestre ánimo de permanecer. En 
este caso se consideran reasumidas las 
obligaciones de la ciudadanía de origen, 
y renunciada la adquirida por la natura^ 
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lizacion. Sólo después de dos años de 
permanencia en el país del nacimiento se 
presume .la intención de permanecer^ ó 
animus manendi; pero esta es una mera 
presunción que puede destruirse por 
pruebas en contrario. Si un ecuatoriano, 
naturalizado en los Estados Unidos, 
vuelve al Ecuador para la liquidación de 
una herencia, de una casa de comercio, 
para la realización de sus bienes, para un 
juicio de cuentas, ó para cualquier otra 
litis, puede permanecer en el país indefi- 
nidamente y sin limitación alguna; pero 
si, por el contrario, torna á su patria pri- 
mitiva con su familia, establece por su 
cuenta casa de comercio, ó continúa con 
la ya establecida, sigue en su giro habi- 
tual, sin hacer ninguna tentativa seria 
para realizar sus bienes raíces, ó para li- 
quidar sus negocios, en fin si nada de- 
nota en él la intención de volver á su 
patria adoptiva, entonces, y sólo enton- 
ces, y después de trascurridos dos 
afíos, se presume que ha renunciado 
esta ciudadanía; pero se le deja la facul- 
tad de probar el animus revertendu 

Si esto se considera como restricción 
del derecho de expatriación, (la cual res- 
tricción seria más bien del derecho de 
repatriación^ caso de existir este vocablo 
en el diccionario de la lengua), nosotros 
nos proclamamos partidarios decididos 
de esta restricción, y nos proponemos 
demostrar su imprescindible necesidad. 
Que el derecho de expatriación tiene 
restricciones por su naturaleza misma y 
por las leyes municipales de todas las 
Naciones, es una verdad que no necesita 
demostrarse. 

" El sostenimiento de un derecho na- 
tural de emigración, dice Ahrens, sin 
restricción posible por la ley, sólo puede 
defenderse si se mantiene que cada indi- 
viduo tiene todos los derechos posibles 
contra la sociedad, y la sociedad ninguno 
con respecto al individuo ; que no hay 
organización social sino una mera anar- 
quía de elementos cada uno enteramente 
independiente del otro, y de ninguna 
menera co -asociados, excepto por la ca- 
sual co-existencia en el mismo territo- 
rio." (i) 

1 Ahreiif fDroit Natarel, p. 324) citado por el 



Entre los principios que el profesor 
Bluntschli, de la Universidad de Heidel- 
berg, cree que llegará á reconocer el de- 
recho moderno, uno de ellos es: que 
todo ciudadano en pleno goce de sus 
derechos, puede separarse libremente 
del Estado, DESPUÉS DE HABER CUMPLI- 
DO SUS DEBERES ESENCIALES. (2) 

¿Qué Nación permite emigrar al que 
está á punto de sortear para el servicio 
militar, ó al que ha sorteado ya con mal 
éxito? ¿Dónde se permite á los ciuda- 
danos cambiar de nacionalidad en medio 
de una guerra? Otra restricción legal, 
es el efecto que surte la emigración sine 
animo revertendu Prescindiendo de las 
leyes de Prusia y demás Estados alema- 
nes, que pudieran tacharse como inficio- 
nados del soplo de la feudalidad, el Có- 
digo Napoleón, que es la abolición com- 
pleta del sistema feudal, y que ha servido 
de modelo á casi todos los Códigos mo- 
dernos de América y Europa, declara 
(art. 17), que '*la calidad de francés se 
pierde por el establecimiento en país ex- 
tranjero sin ánimo de volver {sans esprit 
de retour). Iguales disposiciones rigen 
en Bélgica, España, Grecia, Italia y Por- 
tugal. Si, pues, hasta la ciudadanía na 
tiva se pierde por el establecimiento en 
cualquier país extranjero sine animo re- 
vertendi, con mayor razón debe perderse 
la ciudadanía adquirida, sobre todo cuan- 
do el lugar del domicilio es el país del 
nacimiento; y cumple advertir una vez 
por todas, que cuando empleamos la voz 
domicilio^ es siempre en el sentido in- 
internacional distinto de la mera resi- 
dencia. 

Presunción en el naturalizado de la in- 
tención de residir en el país de 
su nacimiento. 

Este artículo, como el anterior, modi- 
fica de una manera muy favorable para 
el ciudadano naturalizado el principio de 
Wheaton, que remonta á 1840, y que fué 
seguido hasta 1859 P^^ ^^ gobierno de 
los Estados Unidos, seftaladamento por 



Attoruey Greneral de los Estados Unidos Caleb Cush- 
ing en un dictamen del 31 de Octubre de 1857, dirigido 
al Secretario de Estad > Mansy. 
2 BcTue Internationale, 1870. 
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los Secretarios de Estado Webster, 
Everett y Marcy. Reemplazado en el 
mencionado año de 1859 dicho principio 
por la flamante doctrina del .General 
Cass, Secretario de Estado del Presiden- 
te Buchanan, volvióse mas tarde, si no 
en la teoría, en la práctica, al principio 
de Wheaton. Pero ni el mismo Cass re- 
pudió del todo este principio, puesto que 
escribió á Mr. Schleiden el 9 de Abril de 
1859: "Es una verdad incontestable que 
este gobierno se ha adherido á la opinión 
expresada por Mr. Wheaton, que cuando 
un ciudadano sujeto al servicio militar 
deja su país y se naturaliza en otro, sin 
haber llenado este deber, su patria natu- 
ral puede obligarle á cumplir dicha obli- 
gación si le halla dentro de su terri- 
torio." Esto no parece enteramente 
conforme con la teoría del nuevo na- 
cimiento político como resultado de la 
naturalización, que expuso Mr. Cass 
á Mr. Wright, en su despacho del 
8 de Julio de 1859. ^^ general ame- 
ricano Halleck reconoce en su Derecho 
Internacional y que la doctrina de Cass es 
más avanzada que la profesada anterior- 
mente por el gobierno americano, é insi- 
núa que en concepto de muchos vulnera 
el derecho de jurisdicción municipal de 
todo Estado soberano. 

Pero la doctrina de Wheaton es mu- 
cho más lata de lo que expresa Cass. 
He aquí lo que contestó aquel ilustre 
publicista al prusiano Johann F. Knocke, 
naturalizado ciudadano de los Estados 
Unidos, cuando solicitó su protección en 
Berlín. "Si usted hubiese permanecido 
en los Estados Unidos, ó visitado cual- 
quier otro país que no fuese Prusia por 
negocios legítimos, usted hubiera sido 
protegido por las autoridades americanas, 
dentro y fuera de la República, en el go- 
ce de todos sus derechos y privilegios, 
como ciudadano naturalizado de los Es- 
tados Unidos. Pero habiendo regresado 
al país de su nacimiento, usted ha reasu- 
mido su domicilio nativo y su carácter 
natural por todo el tiempo que usted 
permanezca en Prusia, y usted está obli- 
gado á respetar las leyes exactamente 
como si nunca hubiese emigrado." 

Tal es la doctrina sentada por el autor 



del Derecho Internacional, el 21 de Julio 
de 1840. Desde entonces hasta i8S9 
sirvió de pauta y norma al Departamen- 
to de Estado de Washington en las nu- 
merosas reclamaciones que ocurrieron, 
especialmente en 185 1 y 1852. Entre 
ellas es notable la de De Sandt en 1851 
(quien sólo tenia carta de intención) y 
más aun la del doctor Gutowski, (1852) 
ciudadano naturalizado. Al primero dijo 
Mr. Bernard, Ministro americano en 
Berlín, "cuando usted dejó de ser sub- 
dito de Prusia por su permiso de emi- 
gración, y fijó su residencia en los Esta- 
dos Unidos, el gobierno y las leyes ame- 
ricanas se volvieron su amparo mientras 
durase esa residencia. ... Es imposible á 
la Legación de los Estados Unidos re- 
clamar á usted como ciudadano ameri- 
cano." El mismo Mr. Barnard escribió 
al doctor Gutowski el 3 de Agosto de 
1852: "habiendo regresado usted volun- 
tariamente á su país originario, donde 
usted ha comprado una finca y fijado 
su residencia, el gobierno de Prusia tiene 
derecho para considerar á usted como 
subdito y tratar á usted así bajo todos 
aspectos." Varios prusianos, naturaliza- 
dos ciudadanos de los Estados Unidos, 
Brandt, Dale, Behne, Meyer, Juan José 
Kracke, fueron, de 1851 á 1852, ó dados 
de alta en el ejército prusiano, ó arres- 
tados, expelidos ó multados. En 1858 
Mr. Wright, que habia sucedido á Mr. 
Barnard en la Legación Americana en 
Berlín, después de manifestar á Mr. Cass 
que ningún Ministro americano podia 
hacer eximir del servicio militar á un 
ciudadano naturalizado en los Estados 
Unidos, nacido en Prusia, insinuó que 
''en la peculiar condición de los negocios en 
Prusia, si se opusiera una resistencia fir- 
me y decidida, acaso produciría buen 
resultado ; y que en todo caso valia la 
pena de una tentativa." 

En conformidad, Mr. Cass escribió á 
dicho Ministro el mentado despacho de 
8 de Julio de 1859 sobre que la naturali- 
zación es un nuevo nacimiento político, y 
que el naturalizado en los Estados Unidos 
regresa d su patria natural como ciudadano 
americano y sin ningún otro carácter. 

El advenimiento de Lincoln y la gue- 
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rra del Sur produjeron un notable cam- 
biamiento en este asunto. Mr, Seward 
escribió en Marzo de 1863 á Mr. Judd, 
Ministro de los Estados Unidos en Pru- 
sia, que no reclamase sin instrucciones 
especiales exención del servicio militar 
para ningún prusiano, naturalizado en 
los Estados Unidos. 

Mr. Seward da por razón de esto, que 
europeos, naturalizados en los Estados 
Unidos, habian vuelto al país de su naci- 
miento para escapar del servicio militar 
aquí, y ser protegidos contra este allá. 
Quedó pues, vigente la doctrina de 
Wheaton, aunque Seward mantuvo siem- 
pre el principio de expatriación, bien 
formulado por el general Cass. 

La esencia de la doctrina de Wheaton, 
que es la no protección en la patria y 
domicilio natural por la patria adoptiva 
del ciudadano naturalizado, reposa en un 
principio tan inconcuso de justicia, que 
ha recibido el asentimiento unánime de 
todas las Naciones. 

Inglaterra, á quien nadie podrá acusar 
de poco celo en la protección de sus 
subditos, y á quien hemos visto empren- 
der sólo con este objeto las lejanas y 
costosas expediciones de Abisinia y de 
Ashantee, ha cuidado de limitar los efec- 
tos de la naturalización á los dominios 
de la corona, á fin de evitar que los na- 
turalizados reclamen la protección en el 
exterior. El 8 de Enero de 185 1 dirigió 
con este objeto el Foreign Ofjice una cir- 
cular al Cuerpo Diplomático y consular 
de Inglaterra. 

Posteriormente (1865) los consejeros 
legales de la corona dictaminaron que el 
naturalizado subdito inglés en ias colo- 
nias, tenia derecho á la protección en 
todo Estado, excepto en el país del 
nacimiento. 

Esto se tuvo presente en la ley de 
naturalización de 1870, la cual dispone 
que el extranjero naturalizado en Ingla- 
terra, no sea considerado subdito britá- 
nico en su país natal, á no ser que haya 
cesado de ser ciudadano de dicho país 
con arreglo á las leyes de este ó en con- 
formidad de los tratados. 

Exígese además en el Reino Unido 
que el candidato á la naturalización no 



sólo haya residido allí cinco años, sino 
que declare la intención de continuar 
residiendo ; y uno de los Secretarios de 
Estado tiene derecho para exigir las 
pruebas que juzgue necesarias y para 
negar la naturalización si estas no le sa- 
tisfacen, (i) 

Phillimore, en un meeting del Law 
Amendment Societyy celebrado el 14 de 
Enero de 1868, fué más lejos todavía. — 
" Háse considerado, dijo, que si un inglés 
se establece voluntariamente en América 
por su conveniencia, no tiene derecho 
para reclamar la ciudadanía inglesa cuan- 
do la residencia allí le trae inconvenien- 
tes. " 

De manera, que no solamente el ciu- 
dadano naturalizado, sino hasta el ciuda- 
dano nativo, carece de derecho para re- 
clamar la ciudadanía inglesa, cuando se 
halla domiciliado en otro país. Así lo 
decidió el tercer dirimente de la Comi- 
sión mixta reunida en virtud del conve- 
nio anglo-americano del 8 de Febrero 
de 1853. Los señores Laurent, sub- 
ditos ingleses establecidos en México, 
pedian la restitución de una suma de 
dinero confiscada por el general en 
jefe ^vñQnc^.v\o flagrante bello. El agen- 
te de los Estados Unidos, Mr. Tho- 
mas, sostuvo que hallándose domici- 
liados los señores Laurent en México, 
no podian reclamar como subditos britá- 
nicos; porque la ley de las Naciones con- 
sidera como subditos de un país á los 
que se hallan en él establecidos. El ter- 
cer dirimente, Mr. Bates, falló en favor 
de Mr. Thomas; y la reclamación de los 
Laurent fué rechazada. 

El artículo y del tratado ecuatoriano- 
americano exije más de dos años de re- 
sidencia en el país del nacimiento para 
que se presuma en el naturalizado la in- 
tención de domiciliarse allí. Y según 
Mr. Marcy, un año y once meses de resi- 
dencia fueron suficientes para que el 
húngaro Koszta fuese considerado con do- 
micilio en los Estados Unidos, y en virtud 
de este domicilio revestido de la nacionali- 
dad del país. (2) Si una nacionalidad ex- 



1 Diplomatic Correspondenco. —1868. 

2 Despacho del 26 de Diciembre de ia53 de Mr. 
Marcy ai Miuistro de Austria en Waihingtoo. 
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tranjera se adquiere en tan corto plazo, 
no es mucho se reasuma la natural en un 
tiempo más dilatado. Más de dos aftos 
requiere este art . 3** tan sólo para una 
mera presunción del ánimo de domici- 
liarse; y deja á salvo al interesado el de- 
recho para probar lo contrario. 

No puede ser ni más equitativa, ni más 
moderada esta disposición para los ciu- 
dadanos naturalizados que de buena fe 
regresan temporalmente al país de su na- 
cimiento. A los únicos que no convie- 
ne es á los malos ciudadanos que han to- 
mado carta de naturaleza extranjera pa- 
ra continuar viviendo en su patria natu- 
ral, exentos de los deberes comunes á 
sus hermanos y revestidos de la inmuni- 
dad que procura en Hispano-América 
una nacionalidad extranjera. 

Háse querido tratar á las Repúblicas 
híspano-americanas como á países ber- 
beriscos: Palmerston y Thiers no han 
ocultado este designio, y el hecho se ha- 
lla confesado por el publicista americano 
Mr. William Beach Lawrence en el pará- 
grafo intitulado Caso excepcional de los 
Estados de la América Española. 

'*Los Estados de la América Española/' 
dice, "expuestos como han estado desde 
los primeros tiempos de su independen- 
cia, á continuos movimientos revolucio- 
narios, parecerían en este asunto deber 
ocupar un lugar intermedio entre los 
Estados cristianos, donde la vida y la 
prosperidad se consideran seguras, y la 
Turquía, la China y otros países, don- 
de se mantiene el principio de exterri- 
torialidad, (l) 

Hemos tenido ocasión de protestar 
ante el autor del Comentario contra tales 
palabras; pero él contesta que esta no 
es su doctiina, y que él se limita á hacer 
constar lo que resulta de las disposicio- 
nes excepcionales contenidas en los tra- 
tados concluidos con los Estados de la 
América Espaflola. Observa en otra par- 
te que las reglas del Derecho Internacio- 
nal no han sido estrictamente observa- 
das para con las Repúblicas hispano-ame- 
ricanas. 

En efecto, los extranjeros se han con- 

1 Commentaire sur leu Elemento du Droit ínter 
uational, etc., 187.3, Ch. IL 



sidcrado en las Repúblicas hispano ame- 
ricanas, como en los países orientales, 
exentos de la jurisdicción nacional; y los 
gobiernos fuertes han apoyado con so- 
brada frecuencia sus exorbitantes pre- 
tensiones, y aplicado á las Repúblicas del 
Occidente las reglas peculiares adoptadas 
para las monarquías del Levante, sin que 
nada pueda justificar esta grande injus- 
ticia. Cuando se considera que en varios 
Estados de la Union existen todavia 
tantas restricciones para los extranjeros; 
y cuando apenas en 1870, Inglaterra, 
país renombrado por su liberalidad, pres- 
tó tardío homenaje á la civilización del 
siglo con la remoción de las trabas (2) que 
impedian al extranjero adquirir propie- 
dad raíz en el Reino Unido, no puede 
menos de admirarse la suma generosidad 
con que las jóvenes Repúblicas de Hispa- 
no- América legislaron desde el principio 
respecto de los extranjeros, sin esperar 
pactos de reciprocidad. Pero los extran- 
jeros no han querido contentarse con ser 
igualados á los nacionales en los dere- 
chos civiles, sino que han pretendido ser 
de mejor condición y crearse una situa- 
ción excepcional. 

Larga y triste seria la historia de las 
inauditas pretensiones que se han avan- 
zado en Hispano-América por represen- 
tantes de Naciones poderosas, y que se 
han elevado á veces á cuestiones inter- 
nacionales. La intervención anglo-fran- 
cesa en el Plata en tiempo de Rosas ; las 
dos guerras de Francia contra México; el 
tratado de alianza entre España, Francia 
é Inglaterra contra dicha República ; la 
guerra de Espafta contra las Repúblicas 
del Pacífico ; todos los conflictos entre 
los gobiernos hispano-americanos y las 
potencias fuertes, han provenido de las 
reclamaciones de los extranjeros en la 
América antes espaflola. Por más que los 
estadistas hispano-americanos han alzado 
la voz para que el extranjero quede 
igualado con el nacional en obligaciones, 
no existe en la práctica esta igualdad. 
En guerra extranjera ó en guerra civil, la 
persona y la propiedad del extranjero 
son inmunes. Curiosa prueba de ello es 
la Propiedad extranjera, que se pone en 
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las casas y almacenes de algunas ciuda- 
des de Sud-América, y que seftalada- 
nnente vimos en Santa Marta (Colom- 
bia) por 1863. 

Fácil es comprender con estos antece- 
dentes, que el carácter de extranjero se 
anhela en las Repúblicas hispano-america- 
ñas, con tanto afán, cuanto se apetece el 
carácter nacional en otros países más fa- 
vorecidos, como Inglaterra y los Estados 
Unidos. Nacionalidad extranjera signi- 
fica en las Repúblicas del Sur exterrito- 
rialidad á la oriental: todos los derechos, 
ningún deber: sagrada inviolabilidad para 
la persona: inmunidad para los bienes, y 
derecho para reclamar fuertes indemni- 
zaciones al menor perjuicio. Para el hi- 
jo del país son las cargas: para el extran- 
jero, ó sea para el nacional naturalizado 
subdito extranjero, las ventajas y los 
fueros. Constituyen, en verdad, una cla- 
se privilegiada, como los francos en el 
Oriente; y para que nada falte á la exac- 
titud de la comparación, los cónsules se 
han arrogado allí derecho de asilo y re- 
presentación y atribuciones diplomáticas 
que están muy lejos de corresponderás. 
Abusos que han sido á veces reprobados 
por ministros americanos, quienes han 
declarado no poseer ellos mismos (como 
lo hizo el general Hovey, plenipotencia- 
rio de los Estados Unidos en el Perú, 
respecto al derecho de asilo) privilegios 
pretendidos por simples cónsules. 

Constantes y frecuentes han .sido de 
consiguiente en nuestras Repúblicas las 
tentativas para adquirir nacionalidad 
extranjera no sólo por parte de hi- 
jos ingratos, no sólo por los que 
han intentado repetir con las Nacio- 
nes el iuego del murciélago con las coma- 
drejas de la fábula, (3) sino tam ien por 
parte de ciudadanos pacíficos y honrados 
que no han visto mal ninguno en buscar 

3 Lafontaine. La Chauve-souris et les deux belet- 
tes (Liv. 11, f. IV.) 

Cuando ctmvenm al murciélago se declaraba pá- 
jaro: 

Moi, Bouri^il Des mechante voas ont dit cette nou- 
Grace á l'autenr de l'UnWera velle 

Je »uÍ8 oiseau. voyez niPS ailes: 
Vive la gent qui fend ies airs. 

Y cuando variaba la necesidad se proclamaba ratón: 

Qui fait lNiii*eauf C'e^t le pluroaxi*, 
.Je ^uis iw*ur.8: vivent les ratsl 
Ju^iitrr coiif«iidt* Ifs t-liat»! 



una salvaguardia para su persona y para 
sus bienes en medio de las revueltas 
civiles; como si no hubiese deberes que 
llenar para con la patria, y como si el 
cumplimiento de estos dependiera úni- 
camente de la voluntad del individuo. 

Tolerar estas naturalizaciones de farsa, 
estos cambios de nacionalidad sin cambio 
de domicilio, sería ejercer la justicia dis- 
tributiva á la inversa de Dios: recompen- 
sar á los malos y castigar á los buenos; 
aumentar á estos las cargas para exonerar 
á aquellos. Consentir en que la mera 
declaración de intención de hacerse ciu- 
dadano americano surta entre nosotros 
los efectos de la naturalización, como se 
ha pretendido hasta por espíritus ilustra- 
dos, en la prensa de Nueva York, con 
ocasión del tratado ecuatoriano-america- 
no, equivale á estimular, á favorecer la 
desnacionalización de los ciudadanos y á 
establecer un premio Monthyon en favor 
del egoísmo y desafecto á la patria. Re- 
conocer en los individuos el derecho 
absoluto de separarse de la comunión 
política á que pertenecen, del país donde 
nacieron y donde pretenden continuar 
domiciliados después de su separación 
voluntaria, seria sancionar la doctrina 
disolvente de la disociación, ó secesión, 
como la llaman en los Estados Uni- 
dos, no ya solo para los Estados, si- 
no para cada hombre en particular. El 
ciudadano que quiere expatriarse, cam- 
biar de nacionalidad, francas tiene las 
puertas en las repúblicas latinas del Nue- 
vo Mundo; pero si quiere con la carta de 
una nacionalidad extraña continuar do- 
miciliado en su país natal, convertido en 
planta parásita, nuestras Repúblicas tie- 
nen suficiente sentimiento de su propia 
dignidad para no dejar burlar sus leyes 
con semejantes disfraces de carnaval. 



ARTICULO III. 

De distinta manera comprenden sus in- 
tereses lasRepúblicashispano-american as; 
y por eso, lejos de seguir la política sui- 
cida que se ha pretendido aconsejarles, 
han adoptado con cordura y previsión 
los principios contrarios, únicos justos y 
razonables. No han querido que con la 
mera declaración de intención de natu- 
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ralizarse ciudadanos de los Estados Uni-. 
dos, queden sus nacionales ciudadanos 
de la Union, contra las leyes de los mis- 
mos Estados Unidos. No consienten, ni 
consentir pueden, que sus hijos, conti- 
nuando domiciliados en el país, busquen 
un pabellón extranjero para protegerse 
contra su propia patria, ó á lo menos 
para eximirse, á la sombra de dicho pa- 
bellón, de las cargas comunes á sus her- 
manos. Los Estados latinos de este con- 
tinente no han comprendido las ventajas 
ni la justicia de que los hijos, nacidos en 
su suelo y allí domiciliados, formen en su 
patria colonias extranjeras» con todos los 
derechos hacia la sociedad que les dio el 
ser, pero sin ninguna obligación respecto 
de ella. 

Por esta razón varias Repúblicas latino- 
americanas, con especialidad la Confede- 
ración Argentina (i) y Venezuela, han 
sostenido briosamente contra potencias 
fuertes el principio territorial, ó sea la 
ciudadanía del nacimiento, de conformi- 
dad con los preceptos del mejor publi- 
cista de h América antes espaflola (l). 
Mas afortunado que otros de sus herma- 
nos, el Ecuador logró, en el mismo trar 
tado por el cual la madre-patrir» reconoció 
su idependencia, introducir para sí el 
principio territorial, hoy vigente, sin re- 
ciprocidad para España. Así el hijo de 
español, nacido en el Ecuador, es ecuato- 
riano; y el hijo de ecuatoriano, nacido en 
España, es también ecuatoriano. 

Para cortar los abusos de que los hijos 
del país, domiciliados en el país se llamen 
á extranjeros, las República^ hispano- 
americanas han acudido á varios arbitrios. 
Unas, como Costa Rica, han declarado 
en notas diplomáticas, que **no pueden 
admitir por un instante que sus ciudada- 
nos naturalizados en paí^ extranjero con- 
serven este carácter después de regresar 
a su patria con la implícita intención 
de vivir allí." (2) Otras como Venezuela 

1 Lo« hijos de franciies nacidos en la República 
Argenüna se hallan en una Bitoaoion excepcional; 
Aome argentinos e>>táu obiif{adosá servir o llí al cumplir 
diez y siete años ; y ii van después & Francia tienen 
que alistarse comí» franceses en el ejército desde la 
edad de veinte añus. 

2 Bello. Princ de Dcho. Int. P. I. C. Y. $ I. 

3 Nota citada 4el ministro de Relaciones Exteriores 
de Costa Rica, sefior Volio, & Mr. Riotte. Ministro 
«meríoano, \). 8. IHp. Corr. 1866 N. II. p. 43L 



y Colombia tienen ó han tenido sobre el 
particular artículos constitucionales: otras 
como el Ecuador y México han celebra- 
do convenios de naturalización con los 
Estados Unidos. El artículo 7^ de la 
Constitución de los Estados Unidos de 
Venezuela de 1864 declaró que no per- 
dían su carácttr de venezolanos los que 
fijasen su domicilio y adquiriesen nacio- 
nalidad en país extranjero. 

La naturalización en los Estados Uni- 
dos no ha impedido en efecto á un dis- 
tinguido venezolano ser nombrado Minis- 
tro de Veniczuela en Washington, así 
como tampoco había impedido antes á 
un peruano igualmente distinguido, re- 
presentar á su patria en el país de su 
adopción 

El qrtencionado artículo constitucional 
de Venezuela parece tuvo por objeto 
más bien impedir los fraudes sobre natu- 
ralización y '-lomicilio que revivir la ve- 
tusta doctrina del eterno vasallaje; pues 
mal podia el gobierno de Venezuela 
negar á ios otros gobiernos el derecho 
que la misma Constitución conferia al 
Presidente, de conceder cartas de nacio- 
nalidad. Con arreglo á dicha Constitu- 
ción los naturalizados podian ser minis- 
tros del Despacho, con tal que tuviesen 
veinte y cinco años de edad y cinco de 
nacionalidad; y vocales de la Alta Corte 
federal, después de diez aflos de natu- 
ralizados. 

Nos confirma en esta opinión el decre- 
to sobre falsa nacionalidad extranjera del 
I? de Mayo de 1873. ^se decreto, dice 
el ministro de Relaciones Exteriores de 
Venezuela en su Memoria del 20 de Fe- 
brero, de 1874 "á que dio origen la fre- 
cuente simulación de nacionalidad ex- 
traña á que ocurrían malos venezolanos 
sorprendiendo las legaciones y consu- 
lados de los gobiernos amigos, para obte- 
ner certificados fraudulentos, ha produ- 
cido los resultados que el legislador se 
propuso. Con poca previsión se hacian 
antes las inscripciones de los que aspi- 
raban á adquirir un documento que los 
colocase en la categoría de extranjeros 
para librarse de prestar á su patria los 
servicios á que están obligados; pero ese 
abuso, que daba perenne ocupación á 
este Despacho ha terminado ya, no te- 



niéndose noticia de que, con posteriori- 
dad á aquella disposición legislativa, se 
hayan expedido cartas á ciudadanos de 
Venezuela. Por el contrario, muchos de 
los que habiendo nacido en el territorio 
de la República las habian obtenido, las 
han devuelto á la respectiva autoridad 
local para su cancelación, y otras han 
quedado destruidas en virtud de las 
pruebas que con tal objeto se han 
hecho/* 

En virtud de este decreto cosa de 150 
cartas de naturaleza quedaron cance- 
ladas. 

El gobierno de Venezuela expidió 
además el 14 de Febrero del mismo año 
de 1873 ^^ decreto sobre derechos y de- 
beres de extranjeros domiciliados, cuyo 
artículo 3** dice así: "Los extranjeros 
domiciliados están sujetos á las mismas 
obligaciones que los venezolanos en sus 
personas y propiedades. No están sin 
embargo, obligados ni al servicio militar, 
ni á las contribuciones forzosas y extra- 
ordinarias de guerra en los casos de con- 
moción interior á mano armada.'* 

Otro tanto dispone la ley colombiana 
del 21 de Junio de 1866, derogatoria de 
la del 19 de Abril de 1855, que define la 
condición del extranjero, y sus derechos 
y obligaciones Los extranjeros domi- 
ciliados quedan sujetos á las mismas 
obligaciones en su persona y bienes que 
los naturales, y gozan de iguales garan- 
tías y de los mismos derechos civiles. Se 
presume en el extranjero el ánimo de 
domiciliarse por cuatro años de residen- 
cia, y dos años si es casado con colom- 
biana: por el establecimiento de una ca- 
sa mercantil, y por la aceptación de al- 
gún empleo. 

Si el establecimiento de una casa mer- 
cantil ó cuatro aftos de mera residencia 
bastan para que el extranjero se consi- 
dere domiciliado y sujeto á las obliga- 
ciones de los naturales, ¿será mucho que 
al nacional, naturalizado en otro país, se 
le presuma después de dos años de resi- 
dencia, ánimo de domiciliarse? 

Otro ministro de Relaciones Exteriores 
de Colombia, el señor Pradilla. señaló 
anteriormente como EL PRIMERO de los 
objetos que debia ocupar un Congreso 
sud-amcricano *' los derechos de los ciu- 



dadaios ó subditos de una de las partes 
en el territo.rio de otra ú otras, ya sean 
transeúntes ó domiciliados.'' "Sobre 
este asunto," dijo, ''^el gobierno del infras- 
crito se permite recomendar el principio 
de la propia responsabilidad, es decir, que 
el subdito que se separa de su propio 
país va al otro corriendo los azares de la 
situación en que esté, y sometido, no só- 
lo á las leyes de la nación en cuyo terri- 
torio entra, sino también d las vicisitudes 
y accidentes d que ese país estd sujeto. La 
adopción de este principio cegaría una 
de las fuentes mas fecundas de contesta- 
ciones desagradables entre los gobiernos, 
y obligaría á los viandantes á buscar en 
su propia conducta y prudencia la segu- 
ridad que de otra manera, querrian deri- 
var solamente de la fuerza y favor de su 
gobierno y 

Colombia, de consiguiente, no sólo re- 
conoce, como Wheaton, que no hay de- 
recho en un ciudadano para escudarse en 
su patria con una nacionalidad extranje- 
ra, sino que ha propuesto, que el extran- 
jero se someta á las visicitudes y acci- 
dentes á que el país donde se halle esté 
sujeto. 

Honduras establece en el artículo 22 
de su Constitución que ni nacionales ni 
extranjeros serán indemnizados por los 
daños y perjuicios que les causen las fac- 
ciones; y aunque las Legaciones de Ale- 
mania, Francia, Gran Bretaña y España 
reclamaron, el Presidente de Honduras 
declaró el propósito de sostener con fir- 
meza aquel artículo por creerlo funda- 
do. (Mensaje de 1881.) 

En la libre Inglaterra el gobierno libe- 
ral de Gladstone ha declarado en el Par- 
lamento (Marzo de 1881) el propósito de 
aplicar en Irlanda á extranjeros como á 
nacionales los rigores del Coerción bill^ 
que es la suspensión de las garantías 
constitucionales. Y entre los primeros 
arrestados figuró un ciudadano naturali- 
zado de los Estados Unidos, ó que se 
pretendía tal, Miguel Boynton. 

Si los Estados Unidos han rehusado 
aceptar responsabilidad por los actos de 
los rebeldes y han limitado en pactos 
internacionales el derecho de reclamación 
tan sólo á los actos cometidos con el 
conocimiento de las autoridades federa- 
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les; (i) ¿por qué los otros Estados del 
Sur no han de seguir su ejemplo? 

Las Repúblicas hispano-amerícanas, al 
adoptar estos principios de Derecho In- 
ternacional privado han tenido en mira 
la justicia que exije se repartan las 
cargas, á lo menos entre los hijos del país 
allí domiciliados; ya que el principio 
de que "los extranjeros domiciliados en 
un país deben soportar las cargas im- 
puestas á los ciudadanos" (2) aunque in- 
controvertido en la teoría, no ha te- 
nido aplicación práctica en Sud- América, 
con respecto á los subditos de Naciones 
poderosas. 

No alcanzamos á comprender en qué 
menoscaba esto el derecho de expatria- 
ción; pues si los hijos del país, naturali- 
zados extranjeros, se hallan malavenidos 
(una vez domiciliados en su patria) con 
ser de igual condición á sus hermanos, 
como lo prescribe el Derecho de Gentes, 
nada se opone á que vuelvan á su país 
de adopción. 

Nosotros, en apoyo de las doctrinas 
que defendemos, no sólo tenemos el 
hecho de su adopción por las Repúblicas 
de América, y por ilustradas Naciones 
de Europa, hecho ya de alguna signifi- 
cancia para quien no tiene la arrogancia 
de sobreponerse al juicio de una porción 
considerable del género humano; sino 
también el dereclw^ esto es, la verdad 
teórica y la práctica. 

Desde luego el autor de la doctrina de 
la no conservación de la naturalización 
extranjera contra la patria natural, fué 
como lo hemos dicho, Enrique Wheaton, 
el primer publicista de este continente, 
y, según Mittermaier, Profesor de Dere- 
cho de Gentes en Gettine^en, LA MEJOR 
AUTORIDAD en cualquier idioma respecto 
de la ley internacional. Seria ya de 
mucho peso la mencionada doctrina pro- 
cediendo de semejante origen; pero tiene 
además en su abono la adopción del 
Gobierno americano, cuando sus relacio- 



1 Véase entre otros el tratado concluido en Wash- 
ington entre Francia y los Estados Unidos el 15 de 
Junio de 1880 para el arreglo por una Oomision mixta 
de las redamación^ pendientes. 

2 Yattel, 1. 1. ch. 19 % 213 citado por Bello, cap. 
5 í^ 7. P. I. 



nes exteriores estaban dirigidas por hom" 
bres como Webster y Everett. 

El mismo Mr. Marcy, citado con 
aplauso por los partidarios del principio 
contrario, se adhirió posteriormente á la 
doctrina de Wheaton en el caso de 
Simón Tousig. 

Mr. W. Beach Lawrence, autor del 
afamado Comentario^ habla de la doctrina 
de Wheaton en estos términos: '*Tuvo 
ocasión (Wheaton) de considerar el efecto 
del regreso de un ciudadano americano 
naturalizado al país de <iu nacimiento; 
asunto que parece haber sido tratado por 
algunos de sus sucesores mas de confor- 
midad con el sentimiento popular de los 
Estados Unidos que con las reolas del 
Derecho Internacional. Rehusó su pro- 
tección á favor de una persona situada 
en este caso. . . . Que los derechos ad- 
quiridos por un ciudadano naturalizado 
pueden ser comprometidos por dejar su 
patria adoptiva, parece reconocerse en 
la ley del Congreso del 27 de Marzo de 
1804 [Statutes at Large, Vol. 11, p. 296] 
por la cual deja de ser buque americano 
aquel cuyo dueflo siendo ciudadano na- 
turalizado ha residido más de un año en 
el país de su nacimiento, ó más de dos 
aflos en cualquiera otro país.** (i^ 

EL PRINCIPIO DE CASS INCORPORADO EN 
LOS CONVENIOS DE NATURALIZACIÓN. 
Háse argüido por los enemigos de los 
dos tratados hispano-americanos que no 
se debe combatir un abuso anulando ó ne- 
gando el principio abusado. En los con- 
venios de naturalización de México y el 
Ecuador, como en los demás de igual 
clase, concluidos por los Estados Uni- 
dos, no solamente no se anula ni niega 
el derecho de expatriación, sino que se 
le reconoce solemnemente. El prin- 
cipio de Mr. Cass es el que se halla in- 
corporado en estos convenios, como jus- 
tamente lo observa Mr. Beech Lawrence 
(2) y así lo han entendido el Senado de 
los Estados Unidos, el Congreso de Mé- 
xico y el Congreso del Ecuador. En el 
mismoaftoyel mismo mes en que el 

1 Lawrenoe's Wheaton. Notice. £d 1863. 
2. Foreign Treaties of the U. 8. N. York, 1871, 
pag. 35. 
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Congreso de los Estados Unidos expidió 
la ley de expatriación (27 de Julio de 
1868) se firnnó el convenio de naturaliza- 
ción entre los Estados Unidos y México, 
igual al del Ecuador: el Senado de los Es- 
tados Unidos lo ratificó (2) poco después 
de expedida la citada ley, que declara 
incompatible con los principios fundamen- 
tales del gobierno de los Estad js Unidos 
todo acto que niegue, restrinja^ menoscabe 
ó ponga en duda el dereclio de expatriación. 
Concurrieron para la ratificación del con- 
venio los dos tercios de votos que exige 
la Constitución, y no se tiene noticia de 
que ningún senador hubiese considerado 
dicho pacto como contrario al derecho 
de expatriación que se acababa de san- 
cionar. 

OPINIONES DE LOS MIEMBROS DEL GABI- 
NETE. 

Un antiguo secretario de Hacienda 
americano, Mr. Richardson, evacuando 
una consulta que se le hizo por su go- 
bierno en 1874, expuso una opinión que 
no está en armonía con la mayor parte 
de los tratados de naturalización del go- 
bierno de los Estados Unidos, ni con el 
derecho internacional privado america- 
no, ni qon la práctica general del gabi- 
nete de Washington, excepto el breve 
intervalo del último bienio de la admi 
nistracion Buchanan. 

**Un ciudadano nativo ó naturalizado," 
dijo, " puede ir hoy con igual seguridad 
por todas partes, por mar ó por tierra; 
sin exceptuar el país en que el último 
haya nacido. Ambos son ciudadanos ame- 
ricanos, y su obediencia y fidelidad son 
exclusivamente debidas al gobierno de 
los Estados Unidos.... Siendo así, la con- 
secuencia es, que si un ciudadano natu- 
ralizado regresa á su país natal, y reside 
allí por una serie de aftos sin aparente 
intento de volver al de su adopción, adquiere 
exactamente lo mismo que pudiera ha- 
cerlo un natural de los Estados Unidos, un 
carácter nacional en el concepto mercan- 
til; mas sin perder por eso el de la eludá- 
is. Tratándose de lot Catados Unidos empleamos 
el tecnicismo constitucional dn la Union. £u Hispa- 
Do-Améríca, el Congresii es el que opriM'^a los tratados, 
y el P. "'. quien los ra/(/íoa. fin lo« Estados Unidos 
al Senado corresponde rati/lcar los tratados, y al 
Presidente proolamarl''s* 



danía de que por la naturalización se hall^ 
investido, y sin que cesen los vínculos 
que lo unen á su patria adoptiva.** 

Al hacer caso omiso del Derecho de 
Gentes y de los tratados, Mr. Richarson 
manifiesta que no trata la cuestión bajo 
el punto de vista internacional, sino pu- 
ramente con arreglo á la legislación mu- 
nicipal de los Estados Unidos, la cual no 
desnacionaliza ciertamente al ciudadano 
por su larga ausencia, sin ánimo de vol- 
ver, como lo hacen la legislación francesa 
y las demás legislaciones calcadas sobre el 
código Napoleón. Por no existir una ley 
que declare expatriación la ausencia sine 
animo rever tendi,se discutió entonces en la 
Camarade Diputados el proyecto de ley 
presentado al efecto por la Comisión de 
Relaciones Exteriores, y que se atribuyó 
al Juez Hoar. De la falta de dicha ley 
proviene la necesidad de los convenios 
de naturalización, á fin de evitar los con- 
flictos de leyes que entre Estados de 
fuerzas desiguales, suelen acabar por la 
humillación del más débil. 

La ley municipal de los Estados Uni- 
dos es tal como la define el secretario 
Richardson; pero no tiene más fuerza en 
las Naciones extranjeras que las que estas 
voluntariamente quieran acordarle. En 
virtud de dicha ley, ó si se quiere de la 
falta de ley en contrario, el ciudadano 
nativo ó naturalizado tiene opción en el 
territorio de la Union á todos los dere- 
chos políticos, por larga que haya sido 
su ausencia sin ánimo de volver; mas 
esta legislación local no puede prevale- 
cer sobre las leyes internas de otras Na- 
ciones, en el territorio de estas, ni alte- 
rar el Derecho de Gentes. Sin preten- 
der el eterno vasallaje, muchas Naciones 
no reconocen en su territorio la natura- 
lización del subdito ó ciudadano obteni- 
da sin permiso del gobierno. En España, 
donde siempre se ha reconocido el dere- 
cho de expatriación, el decreto de 17 de 
Noviembre de 1852, que el capitán ge- 
neral de Cuba opuso al gabinete de 
Washington, en el caso de Sabino Liaño 
(1860), no exime al español nativo de 
;as obligaciones de tal porque se haya 
naturalizado subdito extranjero, sin 
anuencia ó consentimiento del gobierno 
de España. En Francia, cuya legislación 
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reconoce el derecho de expatriación, el 
decreto imperial del 26 de Agosto de 
18 [I prohibe y castiga la naturalización 
de los franceses sin permiso de su go- 
bierno; y aunque es dudosa la vigencia 
de este decreto, el conde Walewki, mi- 
nistro de Relaciones Exteriores de 
Francia, se refirió á él como vigente en 
nota oficial de 25 de Noviembre de 1859, 
dirigida al encargado de negocios de los 
Estados Unidos en París. Esta es tam- 
bién la opinión de Zachariaey de muchos 
publicistas franceses. 

Por la ley de 1855, ^' italiano, natura- 
lizado subdito extranjero sin permiso 
del rey, no queda exento del servicio 
militar. "No será permitido á Zanoni,** 
declaró el conde Cavour al ministro 
americano Daniel con fecha 24 de Se- 
tiembre de 1855, "á pesar de su naturali- 
zación americana, sustraerse á sus obli- 
gaciones anteriores como subdito sardo." 
Mr. Marcy halló que la reclamación de 
Mr. Daniel en favor de Zanoní no era 
arreglada á las instrucciones del Depar- 
tamento de Estado, y le prohibió diri- 
giese al conde Cavour más comunicacio- 
nes sobre el particular. **E1 principio 
generalmente admitido,'* dijo Mr. Marcy 
en esta ocasión, "es que la naturalización 
no dispensa á un individuo de las obli- 
gaciones que tiene hacia el país de su 
nacimiento, y no le protege contra las 
penas á que se haya hecho acreedor an- 
tes de la naturalización, siempre que 
voluntariamente haya regresado á dicho 
país." (i) 

La doctrina que contiene la última 
parte del párrafo, es la que expuso poste- 
riormente Mr. Cass en su despacho del 
8 de Julio de 1859, y ^^ ^"^ se halla in- 
corporada en los tratados de natura- 
lización concluidos por los Estados 
Unidos. 

Sin hacer mérito de Rusia y de Tur- 
quía, otras Naciones europeas, como 
Austria, Prusia, Dinamarca, tienen leyes 
análogas á las que hemos citado de los 
Estados latinos. Mas aunque la legisla- 
ción municipal de los Estados Unidos, 
que expone Mr. Richardson, no estuviera 

1. Mr. Marcy á Mr. Daniel, nota del 30 de Octubre 
de 1856. 



en conflicto con la de tantas otras Nacio- 
nes de Europa y América, apenas hay 
necesidad de apuntar que las leyes de un 
Estado no tienen efecto extraterritorial, 
y que, como lo dice Bello, ^e suponen 
ignoradas por los demás. **Cada Nación," 
dice Story, "tiene un derecho exclusivo 
para regular las personas y las cosas 
dentro de su territorio con arreglo á su 
soberana voluntad y á su política." 

Con mayor fundamento que Mr. Ri- 
chardson expusieron los principios inter- 
nacionales los otros miembros del gabi- 
nete, á quienes consultó el Presidente 
Grant en 1874. 

"Cuando un mayor de edad, dice el 
secretario de Estado Mr. Fish, establece 
su domicilio en otro país, este nuevo 
domicilio le imprime el carácter nacio- 
nal, y esto aunque conserve una vaga 
intención de volver en alguna época fu- 
tura á su residencia y ciudadanía origi- 
narias. ... (2) La adopción en muchos 
tratados del período de dos aftos como 
aquel en que la intención de no volver 
á los Estados Unidos puede presumirse 
existir de parte del ciudadano naturali- 
zado que ha regresado á su país natal, 
indica que aunque el principio en que se 
sustenta el derecho de protección á los 
naturalizados es el mismo que el que 
obra respecto á los ciudadanos naturales, 
sin embargo, se entra en cuenta la fuerte 
propensión á reasumir la ciudadanía ori- 
ginaria de parte de aquel, que habiendo 
salido del país, vuelve á hallar después 
el atractivo de las amistades de la infan- 
cia y los vínculos de familia." 

Si no hay siempre tendencia á reasu- 
mir la ciudadanía de nacimiento, aftadi- 
remos nosotros, hay una incontestable á 
reasumir el domicilio originario, como lo 
atestiguan las numerosas reclamaciones 
que han provenido de la pretensión de 
querer reasumir el domicilio sin la na- 
cionalidad. 

"Sucede con no poca frecuencia,"con. 
tinúa el secretario de Estado, " que la 
naturalización es seguida del inmediato 
regreso del naturalizado al país de su 



2 Esta es en sustancia la doctrina expuesta por el 
secretario de Estada Daniel Webster en el caso de 
Thraaher, Diciembre de 1851. 
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nacimiento, sin haber adquirido propie- 
dad ó establecido relaciones de negocios 
ó de familia en los Estados Unidos. 

** También han ocurrido constante- 
mente casos de personas naturalizadas 
que han residido largos años en el país 
del nacimiento, sin manifestar ni inten- 
ción de regresar á los Estados Unidos, 
ni interés por su gobierno ; pero que 
exhiben la ciudadanía americana, sólo 
cuando están llamados á desempeñar 
algún deber en el país donde residen. 
Así convierten la pretensión á la ciuda- 
nía americana en un pretexto para eludir 
las obligaciones en un país, mientras por 
la ausencia están seguros de quedar 
exentos de sus obligaciones hacia el 
otro.*' (3) 

Una de las preguntas (la 4*) que dirigió 
el Presidente de los Estados Unidos á 
los secretarios del Despacho, fué: "si el 
gobierno está obligado á proteger (y á 
hacer uso para ello de las fuerzas navales 
y militares) á las personas que habian 
dejado el territorio de los Estados Uni- 
dos, que residían fuera sin intención 
aparente de regresar, y que no contri- 
buían al sosten de dicho gobierno.** 

El ministro de la Guerra contestó: 
"No debería estarlo. Tal residencia afuera 
prolongada y acompañada de intento 
no confesado, conocido ó aparente de 
regresar, justificaría al gobierno para reti- 
rar su protección, hasta que haya expli- 
caciones y evidencia de un testimonio 
satisfactorio.'* Contrayéndose á los ciu- 
dadanos naturalizados que regresan al 
país de su nacimiento, cree que acaso se 
necesita menor evidencia que en los ciu- 
dadanos naturales para considerar el 
animus manendi. 

El secretario de la Marina, Mr. Robe- 
son, contestó — en lo concerniente á los 
ciudadanos naturalizados: "Cuando un 
hombre se aaturaliza en el país á que 
emigró, tiene derecho evidente á la pro- 
tección dentro y fuera del país (excepto 
en el país de donde emigró), que se con- 
cede á un ciudadano nativo.**. . . . 

"Sólo en caso que el naturalizado re- 

3 Op'nions of the principal oñceri of the Exf^cutive 
DepartiDont »nd other papera lelatiiif; to expatriation, 
natural ízaUou and ohange of allegiaucc. Waaliingtuo, 
187:í. 



grese á su país natural con el objeto de 
residir allí permanentemente y de nunca 
regresar á la patria adoptiva, se considera 
que ha abandonado la ciudadanía adqui- 
rida y reasumido los deberes de la natu- 
ral. En este caso toda obligación de 
protejerle cesa de parte de su país adop- 
tivo. 

( Véase d Halleck, International LaWy 892 
— 700. — Whartons Conflict of LawSyl-20. 
— Wheaton's International Law by Law- 
re, ice ^ appendix p. 89I.) 

En cuanto al ciudadano nativo que 
adquiere domicilio fuera sin ánimo dd 
volver, dice Mr. Robeson: "por su larga 
residencia fuera, puede perder todo dere- 
cho á la protección del gobierno: pero no 
puede decirse que ha cambiado de ciu- 
dadanía.*' La opinión del secretario de 
Estado Fish sobre el particular, es: "que 
si el gobierno asume la obligación de 
proteger, el ciudadano debe de estar 
pronto á sostener al gobierno con sus 
servicios, con su fortuna, con la vida 
misma .... Pero si en vez de esto retira 
permanentemente su caudal y su perso- 
na, y los coloca ambos donde no pueden 
contribuir á las necesidades públicas, ad- 
quiere domicilio político en país extran- 
jero y confiesa el propósito de no regre- 
sar, entonces se ha colocado él mismo en 
una posición en que su patria tiene el 
derecho de presumirle expatriado." 

En la respuesta del attorney-general 
(que podemos llamar fiscal de la Nación) 
(i) Mr. Williams, á las preguntas del Je- 
fe del Estado, hallamos lo que sigue: 
"La naturalización efectuada en los Es- 
tados Unidos sin ánimo de residir per- 
manentemente aquí, y con la mira de re- 
sidir en otro país, y de hacer uso de la 
naturalización para evadirse de los debe- 
res y responsabilidades, á que de otra 
manera estaría sujeto el naturalizado, 
debe ser tratada por el gobierno como 
fratidulentay y no impone el deber de pro- 
teger tal persona.**. . . . 

**No veo razón por qué el Congreso 
no da fin á la controversia con la decla- 
ración de que el ciudadano de los Esta- 

1 En loé Kiitad'M Unidos el aUormey-general «a 
miembro del Gabinete y desempeña el miniatería 4e 
.Tn^tiria. 
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dos Unidos, que emigra á un país extran- 
jero con el confesado propósito de per- 
manecer allí, ó que resida fuera por un 
período indefinido de tiempo sin mani- 
festar intención de volver á los Estados 
Unidos, será considerado como expatria- 
do voluntariamente, y sin derecho para 
reclamar la protección de los Estados 
Unidos durante tal residencia extran- 
jera." 

•'En mi opinión, contestó al Presiden- 
te el secretario de lo Interior, Mr. Delano, 
el gobierno no está obligado á proteger, 
ni á emplear el poder militar y naval 
para proteger á las personas que han de- 
jado el territorio de los Estados Unidos 
y residen en el exterior sin el aparente 
intento de volver, y que no contribuyen 
á su sostenimiento '* 

'*Respecto de un ciudadano naturali- 
zado opina el secretario Delano que "el 
que ha regresado á su país natal, y resi- 
dido allí por una serie de aftos, sin apa- 
rente propósito de volver, debe ser con- 
siderado, cuando el caso no está definido 
por tratados, como habiéndose expatria- 
do él mismo/* 

Antigüedad en los Estados Unidos 
del principio de la reasunción 
del carácter nacional por el do 
micilio en el país del nacimiento. 

El principio que considera reasumido 
el carácter nacional por el domicilio del 
naturalizado en el país del nacimiento, 
no es, como lo han sostenido sus adver- 
sarios en la prensa periódica de Nueva 
York, de origen reciente, ni obra del 
partido republicano. 

Fué en 1840 bajo la gobernación de- 
mocrática del Presidente Van Burén 
cuando la formuló Wheaton, el primer 
tratadista americano. Adoptada después 
por los diversos gobiernos demócratas 
ó ivhigs que se sucedieron hasta 1859, f^^ 
puesta en planta por los tres célebres 
estadistas que dirigieron en aquella época 
uno tras otro las relaciones exteriores de 
la Union, Webster, Everett y aun el 
mismo Marcy quien la aplicó en los casos 
que hemos mencionado de Zannoni y de 
Tousig, no obstante sus avanzadas teorías 
en el asunto Koszta. 



Mas esta doctrina formulada explícita- 
mente en tiempo de un gobierno demo- 
crático y seguido por otros gobiernos 
democráticos, rigió desde la fundación 
de la República. Esta fué "la regla de 
todas las instrucciones del Departamento 
de Estado, y tengo razones para saberlo," 
dice un ilustre publicista y ex-plenipo- 
tenciario de los Estados Unidos en la 
Gran Bretaña) "desde el principio del 
obierno hasta el del secretario Cass.'' 

Ni aun Mr. Cass desconoció en lo ab- 
soluto la jurisdicción de la patria natural, 
en su propio suelo. Admitióla por el 
contrario para los naturalizados, vueltos 
al país del nacimiento, que, llamados al 
servicio militar ó estando en él, habían 
emigrado. O en otros términos reconoció 
la jurisdicción de la patria natural para 
todo delito cometido por el naturalizado 
antes de la emigración. Esta doctrina 
muy justa es la que ha sido incorporada 
en los convenios de naturalización. Des- 
tinados estos pactos, en la mente del 
gabinete de Washington, al reconoci- 
miento del derecho de expatriación y á 
la protección de los naturalizados, ellos 
consagran las mas avanzadas limitaciones 
puestas á la jurisdicción de la patria de 
nacimiento del emigrado, por el mayor 
adversario del vasallaje perpetuo. Bien 
sabidos son los esfuerzos de muchos años 
que ha costado á los Estados Unidos 
hacer aceptar estos principios liberales á 
monarquías europeas ; y que para ello 
Inglaterra tuvo que variar radicalmente 
su legislación sobre el vasallaje feudal, y 
renunciar á las doctrinas que tan largo 
tiempo sostuvieran sus publicistas con la 
pluma y su gobierno con las armas. 

Hace algún tiempo que Mr. J. Hubley 
Ashton escribió: " Parece legítima de- 
ducción de las doctrinas del derecho 
público que este gobierno (el de los Es- 
tados Unidos) es competente para pro- 
teger á los habitantes domiciliados del 
país contra todo otro Estado, con excep- 
ción únicamente de aquel á quien deben 
vasallaje por razón de su origen ó naci- 
miento. 

2 W. Beach Lawreiice. Naturalizatiun Treatie», 
p. 33. 
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ARTICULO V. 

DECLARACIÓN DE INTENCIÓN. 

Entre todos, este es el artículo de los 
tratados de naturalización que más se ha 
censurado, y para ello se ha creido hallar 
fundamento en varios laudos arbítrales 
de la Comisión mixta mexicano-ameri- 
cana pronunciados en Washington por 
1871 y 1873. P^^o esto es un error. La 
r.omision decidió por el contrario repe- 
tidas veces que la declaración de inten- 
ción no bastaba para la protección de los 
Estados Unidos, si no estaba acompañada 
de la circunstancia esencial del domicilio. 
Tal es la importancia del domicilio, que 
el laudo arbitral, en el caso de Gosh, 
declaró que el domicilio en los Estados 
Unidos daba al extranjero derecho á la 
protección del gobierno americano. Allí 
no se trata de declaración de intención. 
Esta, sin el domicilio, es nada ; y así lo 
resolvió la Comisión. 

** Es mi decisión que un extranjero en 
el momento de la adquisición del domi- 
cilio se liga con el Estado de su adopción 
estableciéndose entre uno y otro desde 
luego la relación de soberano á subdito, 
y que en virtud de este vínculo pueden 
los Estados Unidos en sus relaciones con 
otras potencias defender al DOMICILIADO 
como ciudadano suyo, mientras sub- 
sista la expresada conexión política." 
(Christopher H. Gosch vs. México, No. 
320.) 

En otro caso la Comisión falló como 
sigue; "Apareciendo de las circunstancias 
del caso que el reclamante era un extran- 
jero DOMICILIADO en los Estados Uní- 
dos, RESIDENTE ACTUAL de los mismos, 
y que habia declarado su intención de 
naturalizarse, creemos que tiene derecho 
á ser oido por esta Comisión.*' [James 
Hurst vs. México, No. 393]. [Peter Jarr 
vs. México, No. 391]. 

Nótese que la Comisión hace hincapié 
ante todo, en que el reclamante es 
DOMICILIADO en los Estados Unidos, 
RESIDENTE ACTUAL de los mismos, y 
que lo de la declaración de intención 
viene después como otra circunstancia 
favorable. 

Por domicilio entiende la Comisión, 
no la residencia material que debió 



tener lugar á tiempo de la declaración 
de intención (3) (pues esta declaración, 
para ser legal, incluye forzosamente 
dicha residencia), sino el domicilio sub- 
siguiente, actual, en la época de qiu 
se trate. Bien claramente lo explica la 
comisión en el laudo que sigue: **Los 
comisionados han resuelto en muchos 
casos que una persona que ha declarado 
su intención de hacerse ciudadano de los 
Estados Unidos y contimia domiciliado 
en los Estados Unidos, es ciudadano de 
los mismos para los efectos de esta con- 
vención." [Carolina Sprotto vs. México 
No. ^3]. 

Y continúa domiciliado en los Estados 
Unidos ; porque si no continúa, no lo es. 
Al domicilio debe, pues, la protección, 
no á la carta de intención. Hé aquí tres 
otros fallos de la misma Comisión en 
igual sentido: 

** No debe nunca dar^e importancia a las 
meras declaraciones de tal intento (de cam- 
biar de nacionalidad ) cuando las contra- 
dice ó por lo menos las hace dudosas, la 
circunstancia de continuar residiendo en 
el país, donde el domicilio imprime el 
carácter que se trata de abandonar." ( 8 
Cranch. Thomas H. Mountery contra 
México). 

** Los individuos que habiendo dado 
el paso preparatorio de declarar la in- 
tención de naturalizarse en los Estados 
Unidos, se ausentan de ellos antes de 
completar su naturalización y fijan su 
domicilio en otro país, no tienen derecho á 
que se les considere como ciudadanos 
americanos." (Santiago Kern vs. Mé- 
xico, N° 750). 

** Un extranjero de nacimiento que ha 

3 La ley no exi^e qae la declaraoio** He inteiit«» 
sea precedida de una residencia anterior, ni determina 
el tiempo para ello necesario ; pero desde qae dicha 
ley requiere cinco años de residencia para la naturali- 
zación, y que se dt'be declarar la intención por It» 
mébos DOS años antes de solicitar la admisión á la 
ciu ladania (según la ley del 26 de Mayo de 1824, qu^ 
modificó en esta parte la del 14 de Abril de 1802, con 
arreglo á la cual, la declararon de intento debia pre- 
ceder tres años á la naturalización) parece inútil para 
I a naturalización declarar la intención antes de los 
tres años de residencia en el país. Koszta, es verdad, 
lo hizo &ntes, y esa declaración de intención le sirvió 
para la ruidosa protección que le dispensó en Esrairha 
el secretario Marcy ; pero ya hemos aicho que est • fué 
un caso excepcional y que no se ha repotido. 
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declarado su intención de hacerse ciuda- 
dano de los Estados Unidos, y después 
se ha trasladado á otro país y establecí- 
dose en él de una manera permanente, 
sin llevar á cabo su primitiva intención, 
no es ciudadano americano ni tiene dere- 
cho á ser protegido por los Estados Uni- 
dos. "Su ausencia debe tenerse como 
una prueba concluyeme de que abando- 
nó dicha intención." (John N. Wolfe 
contra México, N** 564.) 

La Comisión mixta mexicano-america- 
na admitió con razón el derecho de los 
extranjeros domiciliados en los Estados 
Unidos (con ó sin intención de naturali- 
zarse) á reclamar ante la comisión como 
americanos ; porque esto es conforme al 
Derecho de Gentes y á las doctrinas y 
prácticas internacionales de los Estados 
Unidos 

A fin de disipar toda duda sobre la 
declaración de intención, el Departamen- 
to de Estado de Washington ha cuidado 
de definir la doctrina de Marcy, mal in- 
terpretada. ** El secretario" ( Marcy), 
dice, **finca el derecho del gobierno para 
revestir á un individuo con los atributos 
de la nacionalidad NO en la declaración 
de intención de hacerse ciudadano^ sino en 
el permanente domicilio del extranjero 
en el país. Extender este principio mas 
allá de este prudente límite trazado por 
el secretario Marcy, seria peligroso para 
la paz del país." (i) 

Si la Comisión mixta mexicano-ame- 
ricana, establecida conforme al tratado 
del 4 de Julio de 1868 entre México y 
los Esiados Unidos, hubiera resuelto que 
la mera carta de intención bastaba para 
la protección, con prescindencia de si el 
declarante en el acto de presentarla esta- 
ba ó no domiciliado en los Estados Uni- 
dos, tal resolución, no por dimanar de la 
Comisión, hubiera sido arreglada á dere- 
cho. Acatamos los fallos de la Comisión 
en cuanto aplican ó aclaran la ley; mas 
no cuando la echan en olvido. Semejan- 
te resolución tendría la suerte de las 
recaídas en los expedientes Nos. 320, 333 
y 446; todas procedentes de un ilustre 
jurista, á quien llora la ciencia (2) pero 

1 Despacho á Mr. H. Fox, 12 de Mayo de 1869. 
2 £1 Dr. Lieber. 



que no son ajustadas á las reglas interna- 
cionales. 

Uno de los mayores cargos que se ha 
hecho por la prensa á los convenios de 
naturalización es la situación á que se 
reduce en ellos á los que sólo han de- 
clarado su intención ; puesto que no se 
les reconoce la ciudadanía americana. 
Pero México, el Ecuador y las demás 
Naciones que se hallan en su caso, no son 
responsables de la situación excepcional 
que crean las leyes internas de los Esta- 
dos Unidos á los individuos que han 
declarado la intención de naturalizarse. 
Si ellos quedan mostrencos y más que mos- 
trencos, como se ha dicho, no es en virtud 
de los convenios de naturalización, sino 
por las leyes americíinas, y sobre todo, 
por su propia y soberana voluntad ; pues 
que espontáneamente se han colocado 
en la situación que se deplora. México, 
el Ecuador y las otras Naciones europeas, 
cuyos tratados tienen igual cláusula, no 
pretenden oponerse á que !a declaración 
de intención confiera en los Estados 
Unidos la plenitud de la ciudadanía, ni 
á que se exalte, si se quiere, á la presi- 
dencia de la Union al tal declarante. 
Lo único que ellas desean es que la de- 
claración de intención no surta en su 
territorio los efectos de la naturalización. 

El estrepitoso caso de Koszta bastaría 
para que los Estados extranjeros, y sobre 
todo los menos fuertes, que se hallan en 
inmediato contacto con los Estados Uni- 
dos, procurasen definir en sus relaciones 
con estos, qué es lo que entienden por 
ciudadano ó nacional. 

No basta para ello, como se ha preten- 
dido, la aplicación de las leyes civiles ; 
pues la ciudadanía municipal, sobre la 
cual nada pueden estipular los tratados, 
es muy distinta de la ciudadanía en el 
sentido internacional, á la que se refieren 
dichos tratados.. Por las leyes internas 
de los Estados Unidos, el derecho de 
elegir no se concede al extranjero sino 
después que ha completado su naturali- 
zación, salvo las excepciones estableci- 
das por la ley. Entonces es considerado 
ciudadano ; pero todavía sin opción á 
todos los derechos de un ciudadano na- 
tivo ; puesto que sólo al cabo de siete 
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aftos de residencia puede ser elegido re- 
presentante, al cabo de nueve senador, 
y jamas Presidente ó vice-Presidente de 
la Union. 

" Ciudadano no es equivalente de vo- 
tante, dijo la Comisión mixta mexicano- 
americana, en el caso de Camilo Gros 
contra México, No. 341. Y antes que ella 
lo habia dicho el ty^-attorney-general 
Caleb Cushing, quien al negar que "jciu- 
dadano y elector " fuesen equivalentes 
{cofwertible) aftadió que, según el uso de 
los Estados Unidos, no hay una conexión 
inseparable entre el hecho del ejercicio 
del sufragio, y el hecho de la posesión 
del derecho de ciudadano. 

En efecto, puede haber votantes en un 
Estado que no sean ciudadanos y vice- 
versa. El naturalizado es declarado ciu- 
dadano de los Estados Unidos, por el 
artículo adicional (amendment) de la 
Constitución federal, adoptado en 1867; 
y sin embargo con posterioridad á aquel 
año, la Constitución del Estado de Rhode 
Island ha exigido que el naturalizado 
para ejercer el derecho de sufragio posea 
bienes raíces en el Estado. Por el con- 
trario, el Estado de Illinois, el de Michi- 
gan y otros del Nor-Oeste, conceden el 
derecho de votar á todo el que que ha 
residido en el Estado seis meses antes 
de la elección. (l) 

La Constitución de la antigua Colom- 
bia, dada en Cúcuta, distingue entre co- 
lombianos y sufragantes. La Constitución 
de Chile (artículo 8**) llama ciudadanos 
activos á los que tienen derecho de su- 
fragio ; y los artículos 10 y 1 1 estable- 
cen una distinción entre la suspensión de 
la calidad de ciudadano activo^ y la pér- 
dida de la ciudadanía. La simple ciu- 
dadanía es la que dice relación con el 
derecho internacional : la otra se refiere 
al derecho municipal, al ejercicio de los 
derechos políticos. La Constitución de 
Bolivia designa con el nombre de boli- 
vianos á los ciudadanos en el sentido in- 
ternacional ; y con el nombre de ciuda- 
danos á los que Chile llama ciudadanos 
activos. Lo mismo sucede en el Ecua- 



1 W. Beach Lawrenoe, Comiuentai res Yol. III 
$11, Ch. 11. 



dor. En el Perú unos son peruanos : los 
otros ciudadanos en ejercicio. La Consti- 
tución de los Estados Unidos de Colom- 
bia y la de los Estados Unidos de Ve- 
nezuela, calcadas sobre la de los Estados 
Unidos, no establecen ninguna distin- 
ción. 

La Constitución de los Estados Uni- 
dos mexicanos (artículo 30) define quié- 
nes son mexicanos-, y quiénes ciudadanos- 
(artículo 34). Entre los primeros figuran 
los extranjeros que adquieren bienes raí- 
ces ó tienen hijos mexicanos, siempre 
que no manifiesten la resolución de con- 
servar su nacionalidad. 

Y ya que se nos presentan en América 
cuatro Repúblicas llamadas Estados Uni- 
dos, debemos notar que tres de ellas, 
México, Venezuela y Colombia, como 
que tienen un nombre de que, según la 
justa observación de Lieber, [i] carecen 
los Estados Unidos de América, designan 
en sus respectivas Constituciones á los 
ciudadanos con el nombre de mexicanos, 
de venezolanos y de colombianos; mientras 
que la Constitución de los Estados Uni- 
dos llama simplemente á los nacionales 
ciudadanos de los Estados Unidos. 

Si hubiera en dicha Constitución de 
los Estados Unidos un nombre para de- 
signar á los nacionales que no son ciuda- 
danos, como ^ucede en casi todas las 
Constituciones ó Códigos, quizás este 
nombre, v. g. el de americanos (caso de 
ser posible tal denominación que com- 
prenderla no sólo á los naturales de los 
Estados Unidos, sino también á todos 
los habitantes de este continente, ) 
podria aplicarse á los domiciliados 
con ó sin declaración de intención. 
Entonces cesaría toda duda sobre el tér- 
mino ciudadano de los Estados Unidos que 
se emplea en los tratados, y al cual se ha 
dado en el seno de las Comisiones mixtas 
establecidas en Washington durante los 
últimos años, ora la interpretación ex- 
tensiva, ora la restrictiva. La Comisión 
mexicano-americana hizo extensivo (para 
los efectos del convenio por el cual se 
estableció) el título de ciudadanos de los 

1 FragmeotoB de Ciencia Política sobre Naciona- 
lismo é Internacionalismo, por el Dr. Francisco Lie- 
ber. Nueva York, 1870. Traducción del señor don 
Ignacio Mariscal. 
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Estados UnidoSy á los extranjeros domi- 
ciliados bajo carta de intención; mientras 
que la Comisión anglo- americana y la 
hispano-americana no los han reconocido 
como tales. 

Es sensible que no se hayan expresa- 
do los fundamentos de las respectivas 
resoluciones. La Comisión mexicano- 
americana tiene en su abono el fallo de la 
Comisión inglesa establecida bajo el tra- 
tadode Paris del8i4, para indemnizacio- 
nes á subditos británicos. Dicha Comi- 
sión confirió el derecho de reclamar in- 
demnización de Francia á un francés do- 
miciliado en Inglaterra. Bastó, pues, 
el domicilio (sin declaración de inten- 
ción, que no existe en Inglaterra) para 
que se le considerase ad-/wc subdito bri- 
tánico. Este caso es mas conclusivo 
que el de los ingleses Laurent en México 
(de que ya hemos hecho mérito); pues 
allí sólo se aplicó en sustancia el axioma 
internacional de que la propiedad ex- 
tranjera en país beligerante participa del 
carácter nacional. 

A su vez las dos ó tres Comisiones 
pueden apoyarse en la resolución del 
arbitro de la misma Comisión mexicano- 
americana en el caso de Francisco Nolan, 
quien ** no perdió,'' según el laudo del 
Dr. Lieber, " su nacionalidad por el 
hecho de haber establecido su domicilio 
temporalmente en México, ni por haber 
adquirido allí bienes raíces." Sin embar- 
go, en México la adquisición de bienes 
raíees, naturaliza de hecho á no ser que 
al hacer la compra se manifieste el pro- 
pósito de conservar la nacionalidad pri- 
mitiva. De la pérdida de la nacionalidad 
á la asunción del carácter nacional por 
los bienes que se tienen en el país del 
domicilio, va alguna diferencia. 

La opinión de Foelix favorece también 
la decisión de las dos Comisiones citadas. 
Cree este jurisconsulto que la pérdioa de 
la ciudadanía primitiva no puede tener 
lugar inmediatamente, cuando el indivi- 
duo no adquiere en el acto otra naciona- 
lidad : niiéntras no posee esta, continua 
á ser considerado, respecto á las demás 
Naciones, y á lo menos respecto á la pa- 



tria primitiva, como miembro de esta 
Nación. (2) 

Mr. B. Lawrence, después de hacer 
esta cita, añade : ** La situación de un 
extranjero que ha declarado su intención 
de hacerse ciudadano de los Estados 
Unidos semeja la situación que acabamos 
de presentar, en su período probato- 
rio." (3) 

Para evitar dudas, el gabinete de 
Washington ha aftadido á veces en sus 
estipulaciones internacionales al término 
de ciudadafios, el aójente y habita¡ftcs 
de los Estados Unidos, como sucede en 
el tratado concluido con España el 27 
de Octubre de 1795. 

El artículo 7.° del qódigo civil francés 
distingue entre el ejercicio de los dere- 
chos civiles y la calidad de ciudadano. 
"No todo francés," dice Paillet en su 
Manual de Derecho francés, **goza de 
los derechos políticos ó de ciudad : para 
gozar de ellos no basta ser francés, es 
necesario ser ciudadano^ 

Así es preciso no confundir el ejercicio 
de los derechos de la ciudadanía con la 
calidad de subdito ó ciudadano en el 
sentido internacional, que designa sim- 
plemente la nacionalidad á que un indi- 
viduo pertenece. 

De consiguiente, aunque el que ha 
declarado la intención de naturalizarse, 
noseaconsiderado'como ciudadano en el 
sentido municipal, bien pudiera serlo en 
el sentido internacional. Prueba de ello 
es la frase de Mr. Marcy tantas veces ci- 
tada : ** Es un error sostener que una 
Nación puede defender únicamente á 
AQUELLOS DE SUS CIUDADANOS ^//í» ^¿? 
zan de una plena ciudadanía !' 

Estas palabras autorizadas dt: un Se- 
cretario de Estado americano: el caso de 
Koszta, mal interpretado, pero en el cual 
se han apoyado agentes consulares de los 
Estados Unidos para proteger como ciu- 
dadanos americanos á individuos que 



2 Foelix. Reviie du Druit franjáis et étraiiger. 
NaturaUsation C(iltective. 

3 W. B. LawreiiC4^ Commeiitairi*!! t. IIL, P. I., 
Ch. L 



sólo habian declarado la intención (i) 
de naturalizarse: la constante preten- 
sión de los los declarantes de inten- 
ción al amparo del gobierno de los 
Estados Unidos como ciudadanos ame- 
ricanos, según lo atestigua el hecho de 
la presentación de sus reclamaciones 
ante las diversas Comisiones mixtas que 
se han establecido en Washington: todo 
esto ha inducido á Bismarck, á Juárez, á 
otros hombres de Estado de América y 
Europa, á creer indispensable definir el 
estatuto nacional del que ha declarado 
el f)ropósitode naturalizarse sin llevarlo 
á cabo. Ellos no han considerado sufi- 
cíente garantía la no plena ciudadanía, ó 
el no ejercicio de los derechos de la ciu- 
dadanía, (según la ley municipal de los 
Estados Unidos) de los que sólo han de- 
clarado la intención de naturalizarse. 
Con arreglo á esa novísima teoría, quien 
no ejerce los derechos políticos, no seria 
ciudadano ó subdito en el sentido inter- 
nacional. Las mujeres, los menores de 
edad, no tendrían nacionalidad; los con- 
federados del Sur, después de la gue- 
rra, habrían quedado sin nacionalidad. 

Los indios, en varias regiones de Amé- 
rica, suministran el ejemplo más cons- 
picuo de naturales del país, que son sub- 
ditos de él respecto de las Naciones ex- 
tranjeras, pero que no son ciudadanos 
con arreglo á laley muuicipal. Excepto 
los indios que han sido admitidos á la 
ciudadanía por actos legislativos ó trata- 
dos, y tal vez los indios del territorio 
cedido por México, los miembros de 
las diversas tribus indígenas que pueblan 
el vasto territorio de la Union, no son, 
ni por las leyes de naturalización, pueden 
ser ciudadanos de los Estados Unidos ; 
pero son subditos, son americanos. Los 
Estados Unidos están obligados á prote- 
gerlos respecto de las Naciones extran- 
jeras como á ciudadanos ó subditos ; así 
mismo son responsables de sus actos, 
ante otras Potencias, como de actos 
de ciudadanos ó subditos. 



1. Véanse entiv otra» reclamaciones la dn Mr. Fcix, 
cónsul de 1(»8 Estados Unidos en Trinidad de Cuba, 
quien apoyándose en el caso de Koszta, consideró ciu- 
dadanos americanos y con derecho á ni protpccion á 
tres pt* rFonas que habian declarado la intenci«»ii de 
naturalizarse. (18^>9). 



En el caso de los indios norte-america- 
nos se hallan los indios guajiros en Ve- 
nezuela ; los salvajes del Caquetá y otros 
en Colombia; los de la provincia de 
Oriente en el Ecuador; los de la orilla 
derecha del Amazonas en el Perú y el 
Brasil ; los araucanos en Chile, y los pam- 
pas en la República Argentina. 

A no fijarse en los pactos internacio- 
nales, el estatuto de los que sólo han 
declarado la intención, las pretensiones 
que se avanzan diariamente en el mismo 
Washington, se sostendrían con mayor 
razón en Estados lejanos, sobre todo en 
los débiles, donde no faltarían, como en 
Trinidad, quien los apoyase. Siendo 
el objeto de los tratados evitar conflictos 
internacionales, justa materia de estipu- 
lación es cuanto propenda á tan loable 
fin. 

' Ignoramos cómo se pueda desconocer 
la necesidad de establecer el principio 
de que la declaración de intención no 
surta los efectos de la ciudadanía, cuan- 
do la carta de intención fué la que pro- 
movió el conflicto de Koszta (no en la 
mente del Secretario Marcy, que fundó 
el derecho en el domicilio) pero en el 
hecho de la protección que se le dispensó 
en Esmirna. Muy difícil hubiera sido á 
Koszta probar ante el consulado america- 
no en Esmirna su domicilio en los E<?tados 
Unidos. El se limitó á presentar su carta 
de intención, y obtuvo en virtud de ella 
el tezkcreh y la protección consiguiente. 

Se nos ha preguntado por la prensa : 
" sí so le ofrece (al que ha declarado la 
intención de naturalizarse) sacar un pa- 
saporte, irá á pedírselo á las autoridades 
que ha repudiado?** 

Repetimos que este es asunto pura- 
mente municipal de losEstados Unidos, 
con el cual nada tienen que hacer los tra- 
tados, los cuales no han alterado en lo 
más mínimo la legislación municipal de 
los Estados Unidos á este respeto. 

El que declara la intención de natura- 
lizarse debe saber que mucho antes de 
los Convenios de Naturalización, y con 
independencia de ellos, la Ity de 
1856, dada en tiempo de una administra- 
ción democrática, prohibió y castigó con 
prisión ó multa, el que se diera pasaporte 
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á quien no fuese ciudadano. Desde el 
lo de Enero de 1854, Mr. Marcy, antici- 
pándose á la mencionada ley de 1856. 
escribió lo siguiente : 

** Los pasaportes no debea concederse 
sino á los ciudadanos." Esto era en 
tiempo de una administración democrá- 
tica, cuando se ha dicho que " prevale- 
cían tendencias más rectas y generosas." 

En varias circulares del Departamento 
de Estado á los a<jentes diplomáti- 
cos y consulares de los Estados Unidos 
se previene que los pasaportes se den 
tan solo á los ciudadanos de los Estados 
Unidos. Mas como las leyes internas de 
naturalización pueden variar en los Esta- 
dos Unidos es muy conveniente elevar á 
estipulación internacional, que la decía 
ración de pi opósito no surte el efecto de 
la naturalización en lo que atañe las re- 
laciones de las partes contratantes. 

EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE 
INTENCIÓN. 

El principio incorporado en la legisla- 
ción de los Estados Unidos y en más de 
una docena de convenios de naturaliza- 
ción sobre que la declaración de intento 
no surte los efectos de la naturalización 
ha sido tratado de injusto en la prensa 
por los que han creido que dicha delara- 
cion de intento envolvía una renuncia de 
la ciudadanía antigua. 

Pero por demás parece hacer notar que 
el que declara la intención, no renuncia 
la primitiva ciudadanía ; renuncia que 
sólo se verifica á tiempo de la naturaliza- 
ción. La mera expresión de un intento 
á nada obliga al declarante : la ley le 
concede todo el tiempo que quiera para 
realizar dicho intento, y no le pide cuen- 
ta si cambia de parecer. Ninguna legis- 
lación acrimina la intención, cuando vo- 
luntaria y oportunamente se desiste de 
ella : ninguna equipara el acto á la inten- 
ción. La V A untad del hombre es ambu- 
lante hasta la muerte. 

La declaración de la intención no en- 
vuelve compromiso, ni constituye pro- 
mesa para lo futuro. 

Todas las legislaciones (la de Venezue- 
la es una excepción, y se refiere al carác- 
ter de venezolano) privan de la ciudadanía 



por la naturalización en país extranjero ; 
no conocemos ninguna que prive de di- 
cha ciudadanía por la manifestación del 
intento. Otras legislaciones privan del 
carácter nacional por el establecimiento 
en país extranjero sin ánimo de volver; 
otras castigan la naturalización sin per- 
miso del soberano ; pero ninguna ha 
entrado en cuenta la mera expresión de 
intento. 

¿ Cuántas y cuántas circunstancias no 
impiden llevar á ejecución los propósitos 
más bien intencionados? ¡Cuántos pa- 
dres de familia abrigan la firme resolución 
de proveer después de sus dias, al sus- 
tento de¿sus hijos, por medio de un segu- 
ro sobre la vida, pagan una ó varias 
anualidades y dejan después caducar la 
póliza, ora por la no oportunidad del 
pago, ora por ausencia, ó descuido, ó 
simplemente por haber cambiado de 
parecer ! 

En la carta de intención arreglada á la 
ley de 14 de Abril de 1802, el interesado 
declara puramente : "que es su intención 
bona fide hacerse ciudadano de los Esta- 
dos Unidos y renunciar para siempre el 
vasallaje y fidelidad á todo príncipe ex- 
traño, particularmente al príncipe, po- 
tentado, Estado, ó soberanía, cuyo 
subdito sea." 

En este paso previo, como se ve, nada 
se renuncia: se declara meramente la 
intención de renunciar. 

Exige la ley que dos aftos, por lo me- 
nos, trascurran entre ésta declaración de 
intento, y la admisión á la ciudadanía. 
Dichos dos aftos no son un plazo fatal, á 
cuya expiración, el declarante de inten- 
ción tiene que optar entre una ü otra ciu- 
dadanía. Cuando le plazca solicitar su 
carta de naturaleza, expeditt) tiene el ca- 
mino: si muda de propósito, queda con 
su ciudadanía nativa, ó puede, si quiere, 
naturalizarse en otra parte. Ni siquiera 
á la permanencia en el país le obliga la 
carta de intento, ni á la renuncia de sus 
títulos de nobleza, prohibido por los Es- 
tados Unidos para sus ciudadanos. 

Es verdad que trata'ndo de los que han 
declarado la intención de naturalizarse, 
Mr Hubley Ashton dice: "han hecho 
cuánto era posible para romper los vín- 
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culos que los unían á su país natal'* 
pero comienza por enunciar que " en es- 
tos casos (los casos á que se refiere) se 
tiene no sólo el elemento del DOMICILIO, 
sino que los reclamantes se habían vuel- 
to por intención ciudadanos de los Esta- 
dos Unidos [intended ctiiscns]. Habían 
dejado su país, y fijando su residencia en 
esto.*' 

Según se observa, al tratar del efecto 
de la declaración de intención, Mr. Hu- 
bley Ashton, como la comisión mexica- 
no-americana, comienza por contar con 
el elemento del domicilio. 

Y nosotros repetimos que es el domi- 
cilio, animo manendi, con ó sin la carta 
de intención, lo que confiere el carácter 
nacional, lo que dá derecho á la protec- 
ción, lo que según varias legislaciones, 
rompe los vínculos que unen al ciudada- 
no con la Patria; y esta es la doctrina de 
Mr. Marcy, mal interpretada por la ge- 
neralidad, y que sentimos ver no com- 
prendida por el mismo Mr. Hubley 
Ashton, cuando cita el caso de Koszta. 
Pero la declaración de intento, sin el do- 
micilio, no surte ninguno de estos efec- 
tos, y es por sí sola una letra muerta, se- 
gún la legislación americana, para el 
carácter nacional y la protección consi- 
guiente. Conocemos por experiencia ca- 
sos en que transeúntes, al pasar por los 
Estados Unidos á Europa, han declara- 
do, no dudamos que de muy buena fé, la 
intención de volverse ciudadanos ameri- 
canos, sin haber llevado á cabo su inten- 
to después del trascurso de muchos años. 

Estos declarantes, que en un momento 
quizá de eitusiasmo, declararon su inten- 
ción á la lijera, sin haber nunca residido 
en los Estados Unidos, sin conocer su 
idioma, ni sus instituciones, y que vuel- 
tos á la patria, no volvieron á acordarse 
(le tal intento, ¿habrán roto legal mente 
los lazos que los unian d su patria^ y pues- 
to de su parte todo lo que les tocaba para 
agregarse d otra y como se ha sostenido 
por la prensa.^ 

Para poner de su parte cuanto les cor- 
responda á fin de cortar los vínculos con 
la patria, no basta una mera expresión 
de intento; es indispensable la trasla- 
ción del caudal, de la familia, la fija 



cion del domicilio, en el país adoptivo. 
Para la admisión á la ciudadanía, son 
condiciones esenciales en los Estados 
Unidos no sólo declarar la intención dos 
años antes de solicitar la carta de natu 
raleza, sino residir cinco años en el terri- 
torio de la Union y un año en el Estado 
ó territorio donde se solicita la admisión; 
y declarar, bajo juramento ó afirmación, 
que se sostendrá la Constitución de los 
Estados Unidos: "que se rechaza y se 
renuncia absoluta y completamente el 
vasallaje y fidelidad á todo príncipe, po- 
tentado, soberanía ó Estado, particular- 
mente á aquel cuyo ciudadano ó subdito 
era el declarante." 

Asimismo deberá renunciar expresa- 
mente el solicitante todo título heredita- 
rio ü orden de nobleza, que pudo hasta 
entonces conservar: deberá haberse com- 
portado como hombre de buen carácter 
moral, adicto á los principios de la Cons- 
titución de los Estados Unidos, y bien 
dispuesto en favor del orden y prosperi- 
dad de dichos Estados. 

Tales son los requisitos que exige la 
ley americana para la admisión á la ciu- 
dadanía. Sólo entonces se hace la renun- 
cia de la ciudadanía nativa. 

Al exigir la ley de 1802 cinco años de 
residencia, y que ladechracion de intento 
se haga tres años antes de la naturaliza- 
ción, parece que en la mente del legisla- 
dor, el intento debe declararse después 
de dos años de residencia; pues es inútil 
de todo punto, y en ciertos casos perju- 
dicial, declararlo antes. Sin embargo, en 
la práctica, la declaración de intento sue- 
le hacerse en cualquier momento, aun en 
el de la llegada, sin consideración á re- 
sidencia* previa ni posterior. Acortado 
de un año por la ley del 26 de Mayo de 
1824, el intervalo que debe mediar entre 
la declaración de intento y la de admisión 
á la ciudadanía, hoy se confiere la carta 
de naturaleza al que la solicita dos años 
después de la declaración de intento, y 
después de cinco años de residencia. 
Ahora bien: cuando la ley exige para la 
naturalización y para la renuncia que en 
ella se hace de la ciudadanía nativa, cin- 
co años de residencia y además un in- 
tervalo de dos años entre la declaración 
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del intento de renunciar, y la renuncia 
misma, ¿podrá considerarse que la decla- 
ración de intento, obra de un instante, 
constituye de fado una renuncia de la 
antigua ciudadanía, un rompimiento com- 
pleto de los vínculos que unian al decla- 
rante con su patria? 

El legislador, al exigir tantas condi- 
ciones para la naturalización, quiso evi- 
dentemente no dejar á un capricho pasa- 
jero, á una resolución momentánea, el 
gravísimo paso del cambio de naciona- 
lidad. La ley civil, como la de ciertas 
órdenes religiosas, ha impuesto un novi- 
ciado forzoso de dos años, antes que el 
declarante de intención pueda renunciar 
á su patria natural: renuncia que sólo 
tiene lugar cuando se verifica el cambio 
de estatuto político. 

La renuncia de la ciudadanía nativa es 
elyí», no el principio, de los procedimien- 
tos necesarios para la naturalización. 

No hay sumisión ó vasallaje á la nueva 
patria, según la ley municipal de los 
Estados Unidos, sino cuando se renun- 
cia el vasallaje y la fidelidad á la antigua 
y se jura sostener la Constitución de los 
Estados Unidos ; lo que sólo sucede á 
tiempo de la admisión á la ciudadanía. 
Mientras tanto la ley considera al decla- 
rante de intención como extranjero y 
asi le llama. 

He aquí la versión literal de la ley: 

" Cuando un extranjero que haya cum- 
plido la I* condición (i) especificada en 
la T* sección de la mencionada ley origi- 
nal y que haya seguido las prescripciones 
de la 2* sección de dicha ley (2) muere 
antes de estar actiialmente naturalizado, la 
viuda y los hijos de talEXTRANJEPO(such 
ALIEN) serán considerados como ciuda- 
danos de los Estados Unidos y tendrán 
opción á todos los derechos y privile- 
gios de tales, siempre que presten los 
juramentos prescritos por la ley." [Sec. 
2. Ley del 26 de Marzo de 1804.] 

Esta ley, toda en beneficio de la viuda 
y de los hijos, les abona la declaración 
de intención del padre, y los pasos pre- 
liminares para la naturalización, dados 
por el padre; pero no les brinda con la 

1. La de declarar la iateucum. 

2. Lm |numm uecesarioa fMira U uaturalizacion. 



ciudadanía americana sino á condición 
de que presten los juramentos requeridos 
para la naturalización, de sostener la 
Constitución de los Estados Unidos, de 
renunciar y repudiar todo otro vasallaje 
y fidelidad, &c. Si no prestan estos ju- 
ramentos, quedan extranjeros, como el 
difunto, cuyo estatuto nacional no se 
cambió con la declaración de intento, ni 
con la observancia de las prescripciones 
legales para la naturalización. Entre ei 
aserto hecho por los impugnadores de los 
tratados, de que quien lia declarado 
la inte^icion de hacerse ciudadano america- 
no no es ya vn extranjero para los Etados 
Í7«¿&^, y la ley vigente que le apellida 
EXTRANJERO ( ALIEN), ley á la cual se ha- 
llan ajustados el reglamento consular de 
los Estados Unidos, y las instrucciones 
del Departamento de Estado, que prohi- 
ben sedé pasaporte al declarante de in- 
tención, porque la ley no le considera 
como ciudadano, la elección no es du- 
dosa. 

El antiguo secretario de Estado Cass, 
que no puede ser acusado de know- 
nothing, dijo: **¿7/ el ntomefito en que un 
EXTRANJERO se naturaliza, el vasallaje 
hacia su pais natal se desliga para siem- 
pre.'* Así, en el momento mismo de la 
naturalización, no antes, es cuando cesa 
el vasallaje natural; y hasta entonces el 
declarante de intento permanece extran- 
jero, como le llama también Mr. Cass. 

En la legislación municipal de los Es- 
tados Unidos no hay, como en Ingla- 
terra, según la observación del attorney- 
general Bates, aquella clase intermedia 
entre el ciudadano ó subdito, y el extran- 
jero, que se llama en la Gran Bretaña 
denizens, terminó que podríamos tradu- 
cir por vecinos. Si existiera esa clase in- 
termedia la ley podia haber llamado 
denizen al que ha declarado la intención 
y dado los pasos necesarios para la natu- 
ralización; pero la ley le llama ALIEN 
(extranjero.) 

No es, pues, la declaración de intento, 
sino el domicilio el que, mientras dura, 
establece la conexión de soberano á 
subdito, en el lugar del domicilio, entre 
la Nación y el domiciliado. A este llama 
el derecho internacional "extranjero do- 



míciliado;" porque, conservando la cali- 
dad de extranjero, adquiere carácter na- 
cional para todo lo concerniente á la 
protección, en el país del domicilio, de 
su persona, de sus bienes, ó de sus nego- 
cios ; así como contrae las obligaciones 
correlativas á la mencionada protecion. 
De consiguiente, el extranjero domicilia- 
do goza de ciertos derechos á trueque de 
llenar ciertos deberes. 

No podrá ser expelido gubernativa- 
mente del país como extranjero ; pero 
tampoco podrá ser exento, como ex- 
tranjero de ciertas cargas locales, ni 
aun (en dados casos) dei servicio mili- 
tar. Cuando la ley municipal confiere la 
nacionalidad á estos extranjeros domici- 
liados, como acontece en España con los 
vecinos, 6 como sucede en Inglaterra, por 
prerogativa real, con los demzens. enton- 
ces la legislación municipal crea el estado 
intermedio entre el ciudadano natural y 
el extranjero. Pero donde no hay tal 
ley, como en los Estados Unidos, mal 
se puede querer aplicar por inferencia sus 
principios. 

CONVENIOS DE NATURALIZACIÓN CELE- 
BRADOS POR LOS ESTADOS UNIDOS 
CON INGLATERRA Y CON BÉLGICA. 

En los tratados concluidos con Bélgica 
é Inglaterra nada se pacta acerca de la 
declaración de intención y los adversarios 
de los otros pactos han explicado la omi- 
sión por el deseo de no contrariar la in- 
migración irlandesa y de propiciarse- 
la en las elecciones. 

Suponiendo que no se pactara nada en 
el tratado con Inglaterra sobre declara- 
ción de intención ¿quedarían los inmi- 
grantes irlandeses en los Estados Unidos, 
que hubiesen declarado su propósito de 
naturalizarse, de mejor condición que los 
otros extranjeros ? Y cuando ha llegado 
la ocasión de definir su estatuto ¿ no ha 
resuelto en suma la comisión mixta 
anglo-americana lo mismo que se halla 
estipulado en los otros convenios de 
naturalización, que la declaración de 
intento no surte los efectos de la na- 
turalización ? Resolución que, lejos de 
ser dañosa, ha sido en extremo benéfica 
á ingleses é irlandeses ; puesto que les 
ha permitido entablar sus reclamaciones 



contra los Estados Unidos ante la citada 
comisión y obtener las indemnizaciones 
á que ésta los ha juzgado acreedores. 

En efecto, la Comisión mixta^ estable- 
cida por el tratado del 8 de Mayo de 
1 871, entre Inglaterra y los Estados Uni- 
dos, y compuesta de tres comisionados, 
uno americano, otro inglés, y el tercero 
italiano, resolvió, en los casos de Adlam, 
Robert y Tongue, números 40, 47 y 49, 
que "sin embargo de que los reclaman- 
tes hablan declarado la intención de na- 
turalizarse, permanecían subditos britá- 
nicos hasta que, completadas las forma- 
lidades necesarias, hubiesen llevado á 
cabo la mencionada intención." 

No faltó quien atribuyera por la pren- 
sa esta decisión á la doctrina inglesa del 
eterno vasallaje que se supuso habia pre- 
valecido en la Comisión. Pero sabido 
es que aquella no es ya doctrina nacio- 
nal de Inglaterra, sino la enteramente 
opuesta, desde la ley de naturalización 
de 1870. Si el comisionado inglés hu- 
biera tratado de hacer prevalecer •sus 
doctrinas, hubiera tenido contra sí á los 
dos otros comisionados, el americano y 
el italiano. Que éste no se inclinó a In- 
glaterra lo prueba el mensaje del Presi- 
dente Grant de Diciembre de 1873, en 
el cual comunicó que habia hecho dar las 
gracias al gobierno de Italia por la im- 
parcialidad con que el conde Corti 
desempeñara su cometido. Y que en la 
comisión mixta no prevaleció la influen- 
cia británica, se halla atestiguado por el 
monto de las reclamaciones presentadas. 
$1.929,819 en oro fué toda la suma que 
el gobierno americano fué condenado á 
resarcir, en vez de los 93 milloaes de pe- 
sos á que montaban las reclamaciones 
británicas. 

En igual sentido falló la Comisión mix- 
ta hispano-ameritana reunida también en 
Washington, respecto á la carta de inten- 
ción. 

Así, el tercer dirimente, á quien fué 
sometida la decisión en el caso de don 
Perfecto de Rojas, que habia declarado 
la intención de hacerse ciudadano ameri- 
cano, falló con fecha 14 de Mayo de 1873 
que "no siendo Perfecto de Rojas ciuda- 
dano de los Estados Unidos en el signi- 
ficado de la Constitución y de las leyes, 



«7 — 



no podía ser considerado como tal ciu- 
dadano, con arreglo al acuerdo ; '* que 
la reclamación ** no estaba de consí- 
Pfuiente dentro de la jurisdicción de los 
comisionados y debía ser rechazada^ 

El abogado de España expuso que si 
el tribunal arbitral tuviese jurisdicción 
para conocer de las reclamaciones de 
subditos españoles contra los Estados- 
Unidos, no se podría mantener que el 
reclamante, por la declaración de inten- 
ción, había perdido su estatuto para re- 
clamar como español contra los Estados 
Unidos. 

Aun antes de renunciar al eterno va- 
sallaje por la ley de 1870, Inglaterra re- 
conoció espontáneamente en 1853 como 
ciudadanos americanos á los subditos 
ingleseses DOMICILIADOS en los Esta- 
dos-Unidos. No fué, pues, aquella doc- 
trina la que pudo moverla á negar igual 
reconocimiento á los nuevos declarantes 
de intención. Y en la correspondencia 
diplomática del Foreign Office, anterior á 
la citada ley de naturalización, se ven 
frecuentes casos de la aplicación del 
principio de la adquisición del carácter 
nacional por el domicilio. Entre otros 
documentos podemos citar las instruc- 
ciones dadas en 1861 y 1S63 á Lord 
Lyons, ministro inglés en Washington, 
y las impartidas en 1862 á Mr. Thornton, 
acreditado al gobierno de la República 
Argentina. Prevínose expresamente á 
Lord Lyons en 1893 no interviniese á 
favor de los subditos británicos, decla- 
rantes de intención, que no habían que- 
rido salir de los Estados-Unidos en el 
plazo que se les concedió y que debían 
en consecuencia, sortear para el servicio 
militar ; pues en aquella época, como 
dice Beach Lawrence, " se hacia alistar 
en las fuerzas nacionales á todos los indi- 
viduos DOMICILIADOS en los Estados- 
Unidos capaces de llevar armas.** De 
consiguiente, los declarantes de inten- 
ción que habían resuelto quedarse, esta- 
ban comprendidos en la última cate- 
goría. 

•* No hay ninguna regla, ningún prin- 
cipio de derecho internación \1 " dijo 
Lord John Ru^sell á Lord Lyons elf4 de 
Abril de 1861, " que prohiba al gobierno | 
de un país exigir de los extranjeros do- 



müiliados el servicio en la milicia ó en la 
policía, ó una contribución para el soste- 
nimiento de ambas." En otro despacho 
del 7 de Octubre del mismo año admite 
que hasta cierto punto, se puede exigir 
de los extranjeros domiciliados el servi- 
cio militar para la defensa del país con- 
tra la invasión extranjera. 

" El extranjero,** dijo el Foreign Office 
á Mr. Griffith, encargado de negocios de 
Inglaterra en Bogotá, " que se incorpora 
á algún Estado, ora por sus bienes, por 
matrimonio, profesión, negocios ó dila- 
tada residencia, ciertamente debe á di- 
cho Estado un vasallaje condicional, y 
tiene igualmente derecho á que le prote- 
ja contra otra toda Nación, excepto la 
del nacimiento. Tales extranjeros son 
real y verdaderamente ciudadanos del 
Estado que han adoptado y no pueden que- 
jarse de que se les sujete á las obligaciones 
de los ciudadanos nativoSy con quienes se 
hallan igualados bajo todos respectos.*'(i) 

Prevínose asimismo por igual tiempo 
á Mr. Thornton que, "según el Derecho 
Internacional, á falta de tratados los 
extranjeros podían ser sometidos al ser 
vicio militar en el país de su domicilio^ 

(2) 

Hay más : el parecer de los abogados 

de la corona (adaptado por el Foreign 
Office^ desde antes de la ley de 1870) fué 
que el domicilio del padre, inglés de na- 
cimiento, en territorio extranjero, no 
daba opción al hijo á la nacionalidad del 
padre. Así Lord Russell escribió á Mr. 
Crampton, ministro inglés en Madrid, 
que según el dictamen legal "aunque el 
padre del teniente Arguimbau era sub- 
dito británico, sin embargo por estar 
domiciliado en España, su hijo, nacido 
en Espafla, era español. (3) 

Otra prueba concluyente de que no 
entra en la política de los Estados-Uni- 
dos ni en el espíritu de su legislación, el 
proteger al declarante de intención, es 
la ley del Congreso del 7 de Junio de 
1372. Con el objeto de procurar tripu- 



1. Nota del ¥wéiQ% Offif*^ del 30 de Setiembrt de 
1802. 

2. Instruecionefl del 28 de Mayo de 1862 á Mr. 
Thornton, ministro inglés en Buenos Ayres. 

3. Rmori to Ike Britisk Parliament to inquire inio 
fMturaMzatianj etc., 1869. 
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iantes en la marina nnercante de los 
Estados-Unidos la ley confiere á los ma- 
rineros extranjeros el privilegio de po- 
der naturalizarse si han servido con 
buen comportamiento en los barcos mer- 
cantes de los Estados-Unidos tres años, 
contados desde el dia en que declararon 
su intento de naturalizarse. Y aunque 
no se naturalicen después de este perío- 
do de tiempo, se les considera ciudada- 
nos americanos para el objeto de tripu- 
lar barcos mercantes de los Estados- 
Unidos, ó servir en ellos. Asimismo 
para todo lo concerniente á la protec- 
ción como ciudadanos americanos, se les 
considera tales, después que hayan de- 
clarado el intento de naturalizarse. 

La ley establece, pues, una excepción 
en favor de los marineros para inducirlos 
á engancharse en la marina mercante de 
los Estados- Unidos. Si hubiera protec- 
ción para todos los declarantes de inten- 
to, no habría habido necesidad de esta 
ley especial en favor de los marineros 
extranjeros que tripulan barcos mercan- 
tes de los Estados-Unidos, ni se les ha- 
bría hecho con ello merced alguna. Y 
el objeto de la ley es conferirles privile- 
gios especial ísim os, cuales son el de 
acortar la residencia [sabido es que los 
buques de una Nación, de guerra ó 
mercante, se reputan parte de su territo- 
rio] desde cinco años á tres : el de que, 
á los tres años de servicio, en buques 
mercantes nacionales se repute á los ma- 
rineros extranjeros ciudadanos ameri- 
canos para el objeto de tripular buques ; 
y en fin que se dispense la protección 
como á ciudadanos americanos, á los 
marineros extranjeros que hayan decla- 
rado el intento de naturalizarse. 
I.A INMIGRACIÓN Y LOS TRATADOS DE 
NATURALIZACIÓN. 

Si el no contrariar la inmigración 
irlandesa hubiera sido la causa de la 
omisión en el tratado con Inglaterra de 
la cláusula que la declaración de inten- 
ción no surte el efecto de la naturaliza- 
ción, igual razón habría habido para 
omitir dicha estipulación en los conve- 
nios con Alemania, cuya inmigración á 
los Estados-Unidos ha sido á veces ma- 
yor no solo que la de Irlanda, sino aún 



que la de todo el Reino Unido de la 
Gran Bretaña é Irlanda. Es verdad que 
la principal fuente de inmigración ha 
sido en tesis general Irlanda, la cual ha 
mandado en un cuarto de siglo (1851- 
1876) dos millones y pico de inmigran- 
tes á América ; pero en los últimos años 
la inmigración alemana ha excedido á la 
irlandesa, no obstante la crítica situación 
de la verde Erin, acaso por el aumento 
de las cargas militares en el flamante 
Imperio alemán. Cabalmente en el año 
en que se firmaron los tratados con la 
Confederación Norte-alemana y con Ba- 
viera, (1868) y en el anterior (1867) la 
inmigración germánica excedió á la de 
todo el Reino Unido. En 1867 la inmi 
gracion total del imperio británico á los 
Estados-Unidos fué de 125,520 personas: 
los inmigrantes alemanes subieron á 
133,426. En 1868 el número de inmi- 
grantes del Reino Unido montó á 
107,582 ; el de los inmigrantes alemanes 
á 123,070! La Oficina de Estadística 
de los Estados-Unidos de la cual hemos 
tomado estos guarismos (i), no hace 
distinción entre irlandeses y otros subdi- 
tos británicos ; pero los comisionados 
de emigración del Estado de Nueva- 
York calculaban, el 26 de Diciembre de 
1872, según el New-York Herald, la 
inmigración alemana de aquel año en 
115,415 personas, y la de Irlanda en 
63,995. En el trimestre de 1873, la inmi- 
gración irlaidesa, según la Oficina de 
Estadística de los Estados- Un id os no 
pasó de 7,791 individuos : el número de 
los inmigrantes alemanes alcanzó á 
20,548. (2) 

En todo el año de 1873 el número de 
inmigrantes que desembarcaron en Nue- 
va-York fué de 226,818 ; y de estos 
104,214 eran alemanes ; 68,612 iríandeses 
y 33,189 ingleses, (3) 

En el primer trimestre de 1874, el nú- 
mero de inmigrantes irlandeses á . los 
Estados- Unidos fué de 2,311, y el de ale- 
manes, de 5,672 ; mas del doble. (4) 

1 . Monthly Report of the Bureau «.f Statístíes oí 
the United States, Ño. 7. Jannary 1874 

2. Id. No. 6. Diciembre de 1873. 

3. Aeiff-rorA; KeraU, del 11 de Jallo de 1874. 

4 . MoDthly Report of the Chief of the Bureau of 
Statiities. Mar ;b, 1874. 



En 1880 la inmigración extranjera á 
los Estados Unidos excedió de 480,000 
individuos ; y es el mayor guarismo que 
se ha alcanzado nunca. El número de 
alemanes fué 84,638; el de irlandeses 
sólo 74,603, si bien el total de las Islas 
británicas alcanzó á 144,876. 

Así, poco acertado parece, el motivo 
que se ha indicado ; pues si se te- 
mia enajenar el voto irlandés, mas inciina- 
do al partido democrático, igual temor de- 
bía haber respecto del voto alemán, que 
ha sido siempre mas propicio al partido 
republicano. 

Los inmigrantes alemanes, como ás 
mayor inteligencia y de mejor educación 
que los inmigrantes irlandeses, serian 
mas sensibles á cualquiera restricción 
que les fuese contraria. Además, los 
alemanes han tenido ante el gobierno, 
desde el advenimiento del partido repu- 
blicano al poder, un órgano directo de 
sus intereses en el general Karl Schurz, 
Senador de la Union por el Missouri 
primero, y después secretario de lo Inte- 
rior del Presidente Hayes ; ventaja de 
que han carecido los irlandeses. 

LA OMISIÓN DE UNA CLÁUSULA ESPECIAL 
EN TRES TRATADOS SOBRE DECLARA- 
CIÓN DE INTENTO NO ES LA OMISIÓN 
DEL PRINCIPIO. 

El no haber visto en los convenios de 
Naturalización concluidos por los Esta- 
dos Unidos con Inglaterra, con Bélgica 
y posteriormente con Dinamarca, la 
cláusula especial, que contienen los 
otros tratados, sobre que la declaración 
de intención no surte los efectos de la 
naturalización, ha hecho creer á algunos 
que la omisión de la cláusula especial 
implica la omisión del principio. Todo 
lo contrario: el reconocimiento esplícito 
del principio ha hecho considerar inne- 
cesaria lo que podemos llamar una esti- 
pulación adicional ad hoc. En los tres 
convenios mencionados, los respectivos 
gobiernos reconocen como ciudadanos 
de los Estados-Unidos únicamente á los 
que se hayan naturalizado, %vho have be 
come or s)iall become naiuralized según 
la letra del tratado inglés ; who may or 
shall have been naturalized there^ con 
arreglo al texto de los otros convenios. 



De manera que á los que sólo han decla- 
rado su intención, les niegan tan esplíci- 
tamente estos tratados el reconocimiento 
del título de ciudadanos americanos, 
como aquellos en que se expresa que 
*'la declaración de intención no surte 
los efectos de la naturalización." 

Acaso se objetará que entonces era 
innecesaria esta cláusula especial. Ello 
podrá ser; pero el hecho que de doce 
tratados de naturalización celebrados 
por los Estados-Unidos, nueve (l) ha- 
yan establecido, si se quiere, el princi- 
pio por duplicado, confirma la excelen- 
cia de dicho principio y la importancia 
que entre doce potencias le habrian 
dado nueve de ellas, sin que las tres res- 
tantes (2) hayan dejado, por eso, de 
adoptarlo en sus tratados. 

Así, Inglaterra, la mas importante de 
las tres potencias que no creyeron nece- 
sario reconocer en cláusula separada, el 
principio de que la declaración de intrn- 
cion no surte los efectos de la naturali- 
zación, hizo prevalecer este principio 
como lo hemos visto en la Comisión 
mixta establecida por el tratado del año 
siguiente. 

Estos son los doce tratados de natu- 
ralización celebrados por los Estados- 
Unidos. No deja de causar estrañeza 
que no los tengan con otras Naciones 
europeas á las que se hallan ligados por 
diversos vínculos, como son España, 
Francia, Grecia Italia, los Países Bajos, 
Portugal, Rusia y Tnrquía. 

Hemos mencionado además á España, 
que nunca ha reconocido la doctrina del 
eterno vasallaje y que ha sostenido 
igual principio en Cuba (3) de que la 
declaración de intención no surte los 
efectos de la naturalización. 

Por nuestra parte siempre creeremos 
preferible insertar en los tratados la esti- 
pulación especial, pleonástica ó no, de 
que la declaración de intención no surte 
los efectos de la naturalización. Nunca 
se debe dejar lugar á la menor duda en 

1. Austria, Badén, BaTÍera, Ecuador, Heast», Mé 
xico. Ñor- Alemania, Suecia y Noruega y Wurleni- 
berg. 

2. Bélgica, Dinamarca y Gran Bretauc. 

3. Despacho del Departamento de Estado de 12 
de Mayo de 1869. Qnhan Jffaira. 
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un tratado internacional. Y bastaría 
para confirmarnos en este concepto, no 
sólo lo acaecido en el seno de las Comi- 
siones mixtas de Washington, sino el 
engaño mismo que han padecido en este 
particular distinguidos escritores 

Suponiendo que las doce potencias 
que han celebrado convenios de natura- 
lización con lo3 Estados-Unidos nada 
hubiesen estipulado sobre el particular y 
se hubiesen limitado á considerar como 
ciudadanos ó subditos de los Estados* 
Unidos á quienes los Estados-Uuidos 
reconozcan como tales : ¿hubieran sido 
de mejor condición los declarantes del 
propósito de naturalizarse? ¿ Habria 
habido la menor variación en su esta 
tuto ó situación actual ? De ninguna 
manera. 

Desde los tiempos del régimen demo- 
crático que se ha creido más favorable 
al extranjero, se definió por el secretario 
Marcy en 1854, y por el Congreso federal 
en 1856, la condición del declarante de 
propósito, con la denegación del pasa- 
porte, el cual, en concepto del attorney 
general Hoar, es el certificado de ciuda- 
danía, y el de la protección a que tiene 
derecho la persona que lo recibe. 

Pero aún en aquella época esta políti- 
ca no era nueva: el Congreso al casti- 
gar con prisión ó multa la concesión de 
pasaportes á los que no fuesen ciudada- 
nos de los Estados-Unidos, no hizo mas 
que dar á la regla entonces establecida 
la sanción legal de que carecía. Inser- 
tóse en conformidad entre las reglas del 
servicio consular de los Estados-Unidos, 
la siguiente : " no debe conferirse pasa- 
porte sino á los ciudadanos de los lEsta- 
dos-Unidos. La concesión de un pasa- 
porte á quien no sea ciudadano consti- 
tuye un delito que se castigará con pri- 
sión que no exceda de $500, ó con 
ambos. Las personas que han declarado 
meramente la intención de ser ciudadanos, 
no son ciudadanos^ en el significado d:f la 
Uyr (I) 

Así, con prescindencia de los tratados 
de naturalización, la ley municipal de 
de los Estados Unidos estableció de 

1. Regulation fur the Uoniiilar Service, Art. XI 
$ 102. 



antemano el principio de que la declara- 
ción de intención no surtía los efectos 
déla naturalización. Y el Departamento 
de Estado proclamó y generalizó este 
principio, no sólo en las reglas consula- 
res, sino en la circular dirijída el 14 de 
Octubre de 1869, á los agentes diplomá- 
ticos y consulares de los Estad os- U ni- 
dos, en la cual les previene que " la ley 
no considera como ciudadanos de los 
Estados-Unidos á los que sólo han de- 
clarado la intención de naturalizarse.'* 

Y si los Estados-Unidos tienen á bien 
no tratar como ciudadanos á los decla- 
rantes de intento y les rehusan protec- 
ción y pasaporte, ¿ la falta de estipula- 
ción internacional mejorará la condición 
de estos ? Las Naciones extranjeras, si 
quisieran, no pudieran alterar la ley mu- 
nicipal de los Estados-Unidos : y si pu- 
dieran, no quisieran hacer prevalecer 
una política que el mismo Departamen- 
to de Estado ha declarado peligrosa 
para la paz del país. 

Para comprobar que sin estipulación 
alguna sobre los declarantes de inten- 
ción, los Estados-Unidos no consideran 
á estos como ciudadanos ni les dispen- 
san protección en el exterior, basta re- 
cordar dos hechos recientes. Los Esta- 
dos-Unidos no tienen tratado de natu- 
ralización con España, y sin embargo, 
desde 1869 han rehusado espontánea- 
mente toda protección en Cnba á los 
declarantes de intención. (2) 

Asi mismo, antes de celebrarse el con- 
venio de naturalización con el Ecuador 
(el cual se firmó el 6 de Mayo de 1872) 
Mr. Wing, ministro americano en Qui- 
to, consultó sobre la declaración de 
intento, al Departamento de Estado, el 
cual le contestó, con fecha 15 de Di- 
ciembre de 1870: 

" Ningún ecuatoriano que haya mera» 
mente declarado la intención de hacerse 
ciudadano de los Estados-Unidos, tiene 
derecho á la intervención de usted en su 
favor. 

** La ley considerando justamente el 
cambio de vasallaje por un extranjero 
como acto de grave importancia, sábia- 

2. Despacho del 12 de Mayo de ltí69. Cuban 
Affain. 
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mente provee que haya dos pasos en el 
procedimiento. Por el primero se anun- 
cia la intención de cambiar. Entre este 
y la actual naturalización, se exije que 
medie un período considerable de tiem- 
po, á ñn que el paso final sea dado con 
debida deliberación. Personas que han 
declarado su intención, cambian frecuen- 
temente de parecer, y dejan de llevar á 
ejecución el intento. Se ha visto á ve- 
ces que se aprovechan del locus peni- 
ientÜB que la ley les concede." (3) 

DIFERENCIAS ENTRE LOS CONVE- 
NIOS DE NATURALIZACIÓN. 

La verdadera diferencia que existe 
entre los convenios celebradoa por los 
Estados-Unidos con las potencias euro- 
peas, y los concluidos con Bélgica é 
Inglaterra (y posteriormente con Dina- 
marca y el Ecuador, en los euales se 
nota igual diferencia) consiste, no en la 
omisión del principio de la declaración 
de intento, como creemos haberlo de- 
mostrado, sino en que ninguno de los 
cuatro convenios citados exije la resi- 
dencia no interrumpida de cinco años 
en los Estados-Unidos, que requieren 
los demás convenios. Así en los conve- 
nios que requieren la residencia de cinco 
aftos, [4] la expatriación depende del 
domicilio sin el cual la carta de natura- 
leza, aunque obtenida legalmente, seria 
una letra muerta al reasumir el domicilio 
nativo. De ningún valor seria, pues, la 
naturalización del extranjero que ha 
servido honrosamente en el ejército de 
los Estados-Unidos, y ha tomado carta 
de naturaleza con sólo un afto de resi- 
dencia, según lo permite la ley del 17 de 
de Juho de 1862. 

Mr. Bancroft Davis, ministro america- 
no en Berlín, llamó la atención del secre- 
tario de Estado Evarts en 1876 sobre la 
incompatibidad délas secciones 2,166 y 
2,174 de los Estatutos revisados con los 

3. Diplomatic Correflpuiidance, 1870. 

4, ^ Los ocho convenioi de natura izacion que 
requieren cinco añoi de residencia no interrumpida 
sou : el de Austria, el de Suecia y Noruega, el de 
Badén, el de Baviera, el de Hesse, México, Nor- 
Alemania y Wurteraberg. Los cuatro convenios de 
naturalización que no requieren los cinco años de 
reaideneia, A de loglaierra, el de Bélgica, el de 
Dinamarca 7 el del Ecuador. 



tratados de naturalización, é indicó la 
necesidad de un arreglo uniforme. 

Una detenida comparación entre los 
respectivos tratados, inclinó la cancille- 
ría ecuatoriana á no hacer depender la 
naturalización de la residencia de cinco 
aftos, y á reconocer como ciudadanos 
americanos á los ecuatorianos que se 
naturalizaran en los Estados-Unidos, 
después de haber residido en la patria 
adoptiva el tiempo requerido por la ley ; 
tiempo que, como en el caso ya citado, 
puede ser sólo de un afto, en vez de cin- 
co ó de menos de un afto para la viuda 
y los hijos del que ha muerto después 
de haber declarado la intención de natu- 
ralizarse, viuda é hijos que adquieren la 
ciudadanía con solo el juramento pres- 
crito por la ley. 

Hay otras peculiaridades en los con- 
venios de naturalización celebrados por 
los Estados-Unidos con Bélgica é Ingla- 
terra. En el primero se estipula que los 
ciudadanos de una de las dos potencias, 
naturalizados en la otra, serán reconoci- 
dos en su carácter primitivo, si lo reasu- 
mieren, según las leyes del país del naci- 
miento. Así la ley municipal de cada 
una de las dos Naciones es la que deter- 
mina exclusivamente acerca de la rea- 
sunción del carácter nacional. 

El tratado con Inglaterra declara que 
si algún ciudadano de una de las dos 
partes contratantes, naturalizado en la 
otra, renueva su residencia en el país del 
nacimiento, el gobierno de este puede, 
á petición suya, y con las condiciones 
que crea conveniente imponerle, confe- 
rirle nuevamente el carácter y privilegios 
de ciudadano, sin que el otro gobierno 
tenga el derecho de reclamarle como 
ciudadano por su naturalización ante- 
rior. 

Procuraremos explicarnos á nosotros 
mismos estas disposiciones, sin ninguna 
pretensión de acierto. 

Inglaterra, que por su posición insular 
no necesita de numerosos ejércitos, ni 
requiere de sus hijos servicio marcial 
obligatorio, como las grandes potencias 
continentales, no tiene por qué ser tan 
estricta para el cambiamiento de nacio- 
nalidad de sus subditos, ni para el domi- 
cilio en la patria de los ya naturaliza- 
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dos. La nueva nacionalidad y el regre- 
so á la patria son allí actos de buena fe ; 
pues no se intenta eludir el servicio mili- 
tar, objeto principal en otros países de 
estos cambios y maniobras. Donde no 
existe el mal, no hay necesidad de reme- 
dio. Por esto no registra la legislación 
inglesa las leyes penales de los códigos 
del continente contra los insumisos, co- 
mo llama la ley francesa á los que tratan 
'de eludir el servicio de las armas. Pero 
la importancia de la reasunción de las 
obligaciones de la ciudadanía nativa, 
por lo que toca á otros países, se halla 
reconocida en un documento oficial in- 
glés de autoridad internacional. En el 
memoradum que redactó en el Foreign 
Office el 19 de Marzo de 1868 Mr. 
Abbott» hoy Lord Tenterden, secretario 
de la Real Comisión nombrada por la 
reina de Inglaterra para informar sobre 
las leyes de expatriación y naturaliza- 
ción , dijo : ** El tratado (de los Esta- 
dos-Unidos) con Prusia contiene la cláu- 
sula de repatriación por el domicilio. 
En Prusia esto puede ser de importan- 
cia ; pues sin duda alguna no conven- 
dría permitir á prusianos naturalizados 
americanos volver á Prusia y reclamar la 
continuada exención del servicio militar 
al cual todos sus vecinos se hallan obli- 
gados." 

Exención que, según un despacho 
posterior de Mr. Bancroft, "excitaba 
los celos de los que estaban obligados 
á servir en el ejército, que eran to- 
dos." (I) 

En Qtro lugar, aludiendo á las restric- 
ciones á que da lugar el servicio militar, 
dice Lord Tenterden r que no habria 
necesidad de tales restricciones por par- 
te de la Gran Bretaña, una vez que se 
adoptara el principio de expatriación 
(que en aquella época, 1868, no estaba 
todavia incorporado en la legislación 
inglesa). Refiriéndose á la guerra de 
1812, causada por el alistamiento forzoso 
{impressment) de marineros americanos, 
dice que Inglaterra se hallaba entonces 
respecto de los Estados Unidos por lo 
que toca al reclutamiento marítimo en 
la misma condición que las potencias 

1. Mr. Bancrua á Mr. Fjih, 8 de Mayo de 1873. 



continentales se hallan ahora en lo con- 
cerniente al reclutamiento para el ejér- 
cito. 

Caido ahora en desuetud el alista- 
miento marítimo, y no existiendo ley 
ley de quintas para el ejército, la mo- 
derna Inglaterra, que con mas razón que 
la antigua Esparta, puede jactarse de no 
haber visto jamas el humo de un campa- 
mento enemigo, no teme que la natura- 
lización sirva de máscara para la viola- 
ción de sus leyes. 

El gobierno inglés ha reconocido la 
buena doctrina, sin necesidad de estipu- 
larla en los tratados, con la declaración 
espontánea desde 1859 de que " la carta 
de naturalización inglesa no confiere al 
poseedor de ella derecho á la protec- 
ción inglesa en el país de su naci- 
miento." (2) 

Declaración repetida después en di- 
versas épocas, señaladamente en 1863, á 
Sir Alexander Malet, y en 1865 á Mr. 
O'Leary, y que sirvió de pauta á la ley 
de naturalización de 1870. 

Y mal pudiera el gobierno inglés de- 
jar de reclamar para sí, y de ejercer en 
su caso el derecho, que él reconoce 
espontáneamente en los demás. Al 
rehusar intervenir en el país del naci- 
miento á favor de los subditos ingleses 
por naturalización, el gobierno británico 
establece suficientemente la regla de 
que tampoco está dispuesto á tolerar ta- 
les intervenciones en su territorio. 

CONVENIOS CON LOS ESTADOS ALEMA- 
NES Y CON EL AUSTRIA Y BÉLGICA. 

Según la exposición del negociador 
de los tratados alemanes, las mismas re- 
glas han guiado á aquellos gobiernos en 
en sus convenios de naturalización. 
" Háse convenido " dice, " en que un 
alemán que ha roto su conexión con un 
Estado alemán, no puede volver á ser 
ciudadano alemán sin alguna expresión 
de su voluntad {some express choice of 
ozun) y sin el consentimiento del go- 
bierno. (3) 

2. Lord John Russell á Mr. Julián. Despacho de 
11 de Julio de 1859. 

3. Mr. f ancroft á Mr. Fish. DetpaehC» ya cita- 
do del 8 de Mavo de 1873. Foreign Bdaiúnu, 1873, 
p 289, V. IL 
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Dé los cinco convenios celebrados con 
los Estados alemanes (entre ellos no 
comprendemos naturalmente al Austria) 
cuatro estipulan que se entenderá renun- 
ciada la naturalización por la residencia 
en el país del nacimiento, si dura más 
de dos años; pero esto no implica la 
reasunción de la ciudadanía primitiva, 
aunque sí la sujeción á sns deberes. Es 
lo mismo que estipulan los demás con- 
venios, señaladamente el de México y el 
del Ecuador. 

El tratado badense-americano y el 
austríaco-americano expresan que no se 
constreñirá al naturalizado á reasumir la 
antigua ciudadanía á su regreso al país 
del nacimiento, y que ningún período 
fijo de residencia se requerirá para el 
reconocimiento de la reasunción de la 
ciudadanía primitiva. Lo segundo pro- 
pende á facilitar la reasunción de la ciu- 
dadanía sin consideración al tiempo de 
la residencia: esto es, el naturalizado no 
es un extranjero, y puede recobrar su 
ciudadanía sin la residencia prescrita 
por la ley. El no compeler al naturali- 
zado á reasumir su ciudadanía primitiva, 
d su regreso, {pn his return) al país del 
nacimiento, se halla estipulado implíci- 
tamente, pero con suficiente claridad, 
en los demás convenios. 

Como las diferencias sobre la natura- 
lización, que dieron oríjen al tratado 
nor-aleman, calcados sobre aquel mo- 
delo, fueron suscitadas por individuos 
que deseaban sustraerse al servicio mili- 
tar, pudiera acaso creerse que la omisión 
de las estipulaciones sobre reasunción 
de los deberes de la ciudadanía ha pro- 
venido en el convenio de naturalización 
austríaco-americano, y en el badense- 
americano, de no haber ocurrido allí 
las citadas discusiones, y de no haberse 
reconocido su importancia. Podría ale- 
garse tal vtrz á favor de esta opinión que 
la emigración á los Estados-Unidos» pro- 
cedente de Badén, Estado de millón y 
medio de habitantes escasos, nunca ha 
podido ser de mucha consideración. En 
cuanto al Austria, con su población de 
36 millones (sin entrar en cuenta la po- 
blación anterior del reino Lombardo- 
Véneto, perdido, parte en I859, V pa^te 



en 1866), la emigración á los Estados- 
Unidos en cincuenta y cuatro años y 
medio, [hasta 1874] fué de 20,097 indi- 
viviuos. Mientras que de Alemania, 
cuya población era casi- igual antes de 
la anexión de Alsacia y de Lorena, y 
que hoy mismo poco excede de unos 
42,000,000 habitantes, la inmigración á 
los Estados-Unidos, montó en igual 
período de tiempo á 2,631,279 indivi- 
duos. 

De la Gran Bretaña é Irlanda, cu- 
yos habitantes reunidos no pasan de 
^1,817,108, la emigración á los Estados- 
Unidos, en los rriismos cincuenta y cuatro 
años y medio, ascendió á 4,159,705 in- 
dividuos. 

A juzgar por México y el Ecuador, 
no nos parece que poca ó ninguna emi- 
gración, influya en los principios que se 
establecen en los tratados, los cuales por 
una parte, no consideran el mayor ó me- 
nor número de abubos, sino la existen- 
cia de ellos ; y, por otra se refieren tan- 
to á lo presente como á lo porvenir, so? 
bre todo cuando no se señala plazo nin- 
guno para su terminación, como en el 
anglo-americano. En los . principios, y 
no en la estadística de emigración, debe 
rastrearse el oríjen de las diposiciones 
expresadas ú omitidas en estos conve- 
nios. 

Para nosotros la causa de la omisión, 
por lo tocante al Austria, de la cláusula 
relativa á la reasunción de la ciudadanía 
nativa, proviene de las leyes austríacas. 
Aunque es casi imposible, como lo dijo 
el abogado austríaco Mr. Winiwárter á 
la embajada británica en. Vicna, hacer 
un resumen claro y preciso de las leyes 
del Imperio que regulan la adquisición 
y pérdida de la ciudadanía, lo concer- 
niente á la emigración y expatriación 
nos parece bien definido. El austríacq 
emií^ra con ó sin permiso del gobierno. 
Si lo primero, tiene que probar que ha 
l'enado sus obligaciones militares, y que 
ningún deber público le impide emi- 
<írar. De consiguiente el regreso de 
este emigrante naturalizado á Austria 
no ofrece inconveniente, desde que no 
tiene por objeto eludir el servicio mili- 
tar ni ningún otro deber público, ni 
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puede ir á gozar de los privilegios de 
subdito austríaco que ha perdido por la 
expatriación. 

Si emigra sin permiso, pierde los dere- 
chos de ciudadano, y se expone á las 
consecuencias legaes. No puede adqui- 
rir, ni trasmitir bienes, ni heredar, ni re- 
tener sus propios bienes, que se secues- 
tran, ó en ciertos casos, se conceden á 
los hijos, por merced del soberano. Añá- 
dase que no puede ejercer en Austria 
ninguna proresion, sin permiso especial 
de las autoridades; que no puede ser 
admitido al servicio miUtar; y se com- 
prenderá fácihnente que era no sólo 
innecesario sino imposible por parte del 
Austria (á menos de derojjar sus leyes) 
estipular la reasunción de las obligacio- 
nes de la ciudadanía nativa. 

Lo propio sucedería á Francia, si cele- 
brara un tratado de naturalización con 
los Estados- Unidos. No podria estipu- 
lar la reasunción de las obligaciones de 
la ciudadanía nativa ; porque allí la 
naturalización de un ciudadano en otro 
país surte el mismo efecto que en Aus- 
tria ; laipérdida de la ciudadanía y la 
consígnente inhabilidad para el servicio 
militar, como lo probaron los ejemplos 
de Zeiter y de Alibert. El francés, 
naturalizado en otra nación, sin haber 
sorteado para el ejército, es castigado 
por la corte marcial con cárcel de un 
mes á un afio, por insumisi n, á menos 
que hayan transcurrido tres años desde 
la naturalización ; término en que pres- 
cribe toda acción contra él. Pero, casti 
gado ó no, la pérdida de la ciudadanía 
impide que sirva en el ejército. En cam- 
bio, la condición del extranjero en que 
se ha colocado le causa perjuicios que, si 
bien no van, como en Austria, hasta el 
restablecimiento del derecho de albana- 
gio contra él, no dejan de tener graves 
consecuencias. 

Además de la privación de los dere- 
chos políticos y municipales, de que tan- 
to aprecio se hace en una Nación donde 
se ha sacrificado la libertad á la igual- 
dad, el francés desnacionalizado se expo- 
ne á no tener juez ante quien demandar 
en materia civil á un extranjero en Fran- 
cia. Actor en juicio civil, se halla sujeto 



á la fianza de juzgado y sentenciado^ 
no goza de varios beneficios legales; 
queda inhábil para el ejercicio de cierta; 
profesiones, entre ellas, la medicina, la 
cirujía. la abogacía, la farmacia : puede 
ser expelido del territorio lo mismo que 
cualquier otro extranjero por una simple 
medida de policía, (l) como lo han 
sido tantos y tantos, á veces por faltas 
comparativamente leves como la que 
cometieron por 1873 '^s jóvenes mejica- 
nos hrrazu en Dieppe, quienes por una 
simple falta de respeto al Presidente 
Thiers en la alegría de una excursión ju- 
venil, fueron expelidos del territorio 
francés. 

Si en algo se diferencia de la legisla- 
ción civil francesa, la de Bélgica con re- 
lación al extranjero, es quizá en su ma- 
yor severidad. El extranjero puede ser 
expelido simplemente por no tener me- 
dios con qué subsistir, por mala conduc- 
ta, por conspirar ó escribir contra la 
tranquilidad de un Estado amigo, ó cau- 
sar agitaciones, que fué la causa de la 
expulsión de Víctor Hugo y Roche- 
fort. 

En materia civil ó comercial, un 
extranjero no puede obtener contra un 
belga, ni contra otro extranjero, orden 
de arresto provisional: está obligado á 
afianzar las resultas del juicio, excepto 
en lo comercial : no goza de los dere- 
chos civiles de belga, sin la autorización 
del rey ; y no adquiere los derechos polí- 
ticos sin un acto de la Legislatura. No 
se le compele al servicio militar; pero sí 
al pago de una cuota pecuniaria para la 
guardia cívica. 

Con tales restricciones para el extran- 
jero, ningún temor hay de que el belga 
se naturalice en otra parte para volver á 
gozar íín Bélgica de la condición de 
extranjero. De aquí la ninguna necesi— 
dad de estipular la renuncia ó pérdida 
de la naturalización extranjera del belga 
que vuelve a su patria sine animo rever^ 
iendu Y esto, prescindiendo de la situa- 
ción excepcional de Bélgica, cuya neu- 
tralidad no puede ser violada, y que ci- 
fra la conservación del orden interior, 

1. Art. 13 d« la ley del 3 de Diciembre de 1849. 
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como los Estados-Unidos, no en grandes 
ejércitos permanente^, sino en su milicia 
ó guardia cívica. 

Muy diversa es la condición del 
extranjero en Hispano-América, como 
lo atestigua el hecho de la vehemencia 
con que se anhela este carácter, así co- 
mo es también muy distinta nuestra si- 
tuación, ora de la de Bélgica é Inglate- 
rra, inmunes é inviolables por la natura- 
leza, ó por la reli ^iqn de los tratados ; 
ora de Austria y Francia, con su siste- 
ma represivo é inflexibles leyes de alis- 
tamiento militar. 

Poco lugar dejan también á evasiones 
del servicio militar las reservas que hace 
en su tratado Badén, Las infracciones 
contra el código militar que se hubiesen 
cometido antes de la emigración, se 
castigan, aun despuei de haberse natu- 
ralizado el hádense ciudadano america-' 
no, si regresa á Badén. Badén, como 
los demás Estados alemanes, no recono- 
ce la naturalización, sino ha sido acom- 
pafíada de cinco afioa de residencia. El 
hádense mayor de edad, no puede, so 
pena de secuestración de bienes, eludir 
con la emigración sus deberes militares. 
Ni aun estando con licencia indeñnída, 
ó en la reserva de la milicia puede emi- 
grar, si se le ha llamado al servicio, 6 si 
en una proclama se ha exigido que .se 
presente, ó si ha estallado la guerra. 

Por lo demás, la legislación municipal 
del Gran Ducado ^3 benigna para el 
extranjero, á quien admire al goce de 
los derechos civiles, aun sin la condición, 
puramente nominal, de reciprocidad, 
que exige la ley. No obstante, el go- 
bierno puede, si le place, exigir dicha 
reciprocidad. 

Al estipular Badén que el naturalizado 
al regreso {on Ais return) á su país natal, 
no será constreñido á reasumir la ciuda- 
danía nativa, no 3e aparta de los demás 
tratados. Los cuatro otros convenios 
alemanes, tienen la cláusula uniforme 
que se considera renunciada la naturali- 
zación si el naturalizado reside más de 
dos años en el país del na<;imiento ; pero 
el protocolo del tratado bávaro-ameri- 
cano expresa que no por eso recobrará 
la ciudadanía primitiva, cuya conce.sion 
dependerá en Baviera del beneplácito 



regio. Añádase que el naturalizado de^ 
be readquirir la ciudadanía exactamente 
como cualquier otro extranjero ; y que 
el tratado no compromete las facultades 
de los dos gobiernos contra les extranje- 
ros, cuya residencia sea peligrosa para la 
paz y el orden. Déjase igualmente en 
todo sú vigor la ley militar bávara que 
no permite residan permanentemente 
en el país, hasta que cumplan 32 años 
de edad, los que hubiesen emigrado de 
Baviera sin haber cumplido sus deberes 
militares. Restricción que hace nuga- 
torios los beneficios que pudieran repor- 
tar del convenio los bá varos naturaliza- 
dos ciudadanos americanos. 

También explica el protocolo que no 
es forzosa una residencia de cinco 
años para la naturalización ; y que 
que el término " residencia no interrum- 
pida'* debe entenderse en el sentido le- 
gal, que no requiere la continuada pre- 
sencia corporal. Parece que estas acia- 
raciones se extienden á los demás con« 
venios, donde no hay estipulación expre- 
sa en contrario. 

Más esplícito es el tratado con Suecia 
y Noruega, el cual requiere en primer 
lugar continuada residencia por lo me- 
nos de cinco años, y que durante dicha 
residencia suecos y noruegos se hayan 
vuelto y sean leg^lmente reconocidos 
ciudadanos de los Estados-Unidos. En 
el protocolo se estipula que el gobierno 
de Ips Estados-Unidos (no se habla de 
Suecia y Noruega) considerará como 
renunciada la ciudadanía americana de 
los suecos y noruegos naturalizados que 
vuelvan al país del nacimiento y perma- 
nezcan allí más de dos años. 

El tratado con Dinamarca estipula 
también que se considera renunciada la 
naturalización por residir el naturalizado 
más de dos años en el país del naci- 
miento. Asf, de doce Naciones que ha- 
bían celebrado tratados de naturaliza- 
ción con los Estados-Unidos hasta 1874, 
ocho habian estipulado este principio; 
y cuatro no habian creído necesario ha- 
cerlo, por las razones que hemos 
expuesto. 

Otras causas de diverso género pue- 
den motivar la omisión de aquella cláu-^ 
sula en los tratados de naturalización. 
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sin que dicha omisión implique el aban- 
dono del principio. Itali i, verbi-gracia, 
puede pasarse sin tal estipulación, y aun 
sin tratado de naturalización, desde que 
sus leyes (i) no eximen del servicio 
militar á los italianos naturalizados en 
otro país ; y desde que los Estados- 
Unidos en tiempo de Marcy, se confor- 
maron con la aplicación de esta ley á 
un ciudadano americano por naturaliza- 
ción. Rusia en 1865 hizo con Benjamín 
Goldberg, ruso-polaco naturalizado ciu- 
dadano de los Estadas-Unidos, lo mis- 
mo que Italia con Zanoni. En 1866 
fué mas allá ; en virtud del artículo 367 
del código penal, privó de los derechos 
de la ciudadanía rusa y condenó á des- 
tierro perpetuo á dos ruso-polacos, 
Estanislao Pongoski y Adolfo Portu- 
galski. que habian regresado á la Polo- 
nía rusa después de haberse naturalizado 
ciudadanos americanos. El Príncipe 
Gortschakoffccrró los oidos á las reco- 
mendaciones extra-oficiales de Mr. Clay, 
y la rigorosa sentencia se llevó á ej:;cu- 
cion. ** No sé de qué debamos quejar- 
nos," dijo el último á Mr. Seward; **por- 
que esto decide virtualmente en nuestro 
favor el asunto de la dt'snaturalizaciony y 
evita desagradables contestaciones.** 

Mr. Seward puso tan buen rostro 
como Mr. Clay á la expulsión de los 
americanos naturalizados, y contestó 
"que se alegraba de que el gobierno ruso 
hubiese aceptado definitivamente aquel 
importante principio. Que ciertamente 
no habia motivo de queja por parte de 
los Estados-Unidos si Pongoski no se 
sentia agraviado. Que acaso el asunto 
exigiría seria consideración si resultase 
que el decreto de perpetuo destierro no 
tuvo otra causa que el haberse aceptado 
la ciudadanía americana. Y que entre 
tanto debia presumirse que delitos polí- 
ticos ú otros fueron parte á motivar el 
decreto." Obedeciendo las instruccio- 
nes de Mr. Seward, Mr. Clay evitó la dis- 
cusión y dejó pendiente la cuestión 
abstracta. 



1. Ley de oonsoripciun, seo. 25. Código civil, art. 
18. 



MEJORA NOTABLE INTRODUCIDA EN LOS 

CONViíNIOS i)E NATURALIZACIÓN DE 

MÉXICO Y EL ECUADOR. 

En estos dos tratados la intención de 
residir se presume, como en los otros, 
por permanecer el naturalizado más de 
dos años en el país natal; pero se intro- 
duce la reforma importante de que esta 
presunción puede ser destruida por 
pruebas en contrario. Con este adita- 
mento equitativo, el que se ha naturali- 
zado de buena fe y regresa 'al país del 
•nacimiento, sin ánimo de residir, nada 
tiene que temer. Desde luego cuenta 
con dos años para arreglar sus negocios, 
sin que nadie le pueda molestar. Tras- 
curridos los dos años, si realmente no 
abriga la intención de radicarse en el 
país, fácil le será probarlo ; y entonces 
podrá prolongar su perman';ncia cuanto 
tiempo quiera, sin reasumir las obliga- 
ciones de la ciudadanía nativa, sin de- 
sempeñar los deberes de ciudadano 
americano, y sin comprometer por eso 
los derechos de tal. No pueden brin- 
darse mayores garantías y facilidades al 
naturalizado de buena fe. 

Nuestra convicción es que lejos de ser 
perjudiciales estos convenios á los natu- 
ralizados (hablamos de los naturalizados 
de buena fe), les son por el contrario en 
extremo favorables. Supongamos que 
no existieran, y que un ecuatoriano ó 
un mexicano, después de naturalizarse 
en los Estados-Unidos, regresaran á su 
país natal y, á título de extranjeros, qui- 
sieran eximirse de los deberes de la ciu- 
dadanía. Les sucedería ó bien lo que á 
los Quesadas en Costa-Rica, á quienes 
de nada sirvió su carta de naturaleza 
americana, ó lo que á los jóvenes de 
Frankfort, á quienes su carta de natura- 
leza sí les valió de algo ; pues motivó su 
expulsión del territorio alemán, como 
extranjeros perniciosos. 

Entendemos, dicho sea de paso, que 
tan vigorosas medidas han sido parte á 
hacer cesar los abusos le la nacionalidad 
suiza convertida, según la expresión de 
un diputado áMa actual Asamblea fran- 
cesa, en un objeto de comercio durante 
la ultima guerra, y vendida en Alemania 
al mejor postor por agentes cantonales 
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que no se avergonzaban de traficar con el 
nombre de la patria. (2) 

Acontecería á los naturalizados vuel- 
tos al país del nacimiento lo que acon- 
teció á los innumerables prusianos natu- 
ralizados en los Estados-Unidos que 
volvieron á Prusia antes del convenio 
de naturalización ; lo que aconteció en 
Rusia á Goldberg, ó lo que es peor, á 
Pongoski y Portugalski : lo que aconte- 
ció á Zanoni en Italia; y, cuando menos 
lo que sucedió á Liaño en Cuba, y á 
Schneider, á Cochener, á Todry y á Fie- 
rre en Francia. 

El gobierno de los Estados-Unidos 
tiene, como todos los demás, (3) el 
derecho de expulsar de su territorio á 
los extranjeros transeúntes, y el Ejecu- 
tivo posee esa facultad desde los tiem- 
pos del tercer Presidente de Ja Union, 
John Adams. En México ha existido, 
por acuerdo unánime de todos los parti- 
dos, desde que se constituyó en Repú- 
blica ; se ha puesto en planta varias ve- 
ces cabalmente contra ciudadanos ame- 
ricanos, y se halla sancionada en el 
^^^- 33 (4) de la Constitución vigente, 
obra del partido liberal. Igual disposi- 
ción registró el art. 1 lo (5) de la Cons- 
titución del Ecuador de 1869. Y aun- 
que en la nueva Constitución de 1878 se 
suprimió esta disposición, debió ser por 
creerse innecesaria ; no por renuncia de 
derecho de expulsión. En efecto, el 
gobernador de Guayaquil expidió el 31 
de Marzo de 1881 un decreto, cuyo 
art. 3® dispone que " el extranjero que 
no se conduzca bien ó cometa algún 
robo sea expulsado del país, sin perjui- 
cio de los procedimientos criminales á 
que haya lugar." 

Autorizados de consiguiente el go- 



2. La 8ni98e et sa CoiutUaliori per Mr. Davergier 
de Haiiraiine. KttVU^ D&8 Dkux Me DBS, del 15 
de Abril de 1»73 

3. ArlfcuUi '338 del Código Iiiternacioniil Codifica- 
do, por Bluiit<iehli. 

4....iiulva en tiido caio la fueiiitad que el gobierno 
tiene para expeler al extranjero pt<niiciu«o. (Art. 33 
de la Con«titucÍ<in de México). 

5 '*La K«'pública del Ecuador^ tiene el dereoln» 
de eitruDüf de iu territorio á Itis' extranjeros que 
coraprointftan la seguridad interior ó exterior del 
Eétado. sin perjuioío da las pduas que por filo mere 
eiereu " [Articulo 110 de la Coustituciou del Kcua'« 
dordel86ü]. 



bienio de México y el gobierno del 
Ecuador, ora por la Constitución, ora 
por el Dereclio público y la práctica ge- 
neral de las Naciones, para la expulsión 
de los extranjeros perniciosos, el ecuato- 
riano ó el mexicano, naturalizados en Ioa 
Estados-Unidos y vueltos á la patria 
para gozar de la calidad de extranjeros, 
quedarían expuestos á ser tratados como 
lo fueron por el gobierno alemán los jó- 
venes de Frankfort, naturalizados suizos. 
A fuer de extranjeros transeúntes se 
hallarían en constante peligro de ser 
expelidos por perniciosos; pues nada 
más pernicioso que el mal ejemplo que 
daban á sus compatriotas. Y si cesaban 
de ser transeúntes, contraian en el acto 
las obligaciones del domicilio á las que 
pretendían escapar. 

Ahora por los tratados de naturaliza- 
ción, los naturalizados son de mejor 
condición. No pretendemos se haya 
alterado, ni comprometido en lo menor 
la facultad, derivada del Derecho cons- 
titucional y del Derecho Internacional, 
de expeler al extranjero pernicioso ; 
pero como la facultad del naturalizado 
de regresir al país del nacimiento se 
halla reconocida y regulada en los trata- 
dos, él puede ahora hacer uso legal de 
dicha facultad, sin temor de que el re- 
greso se interprete como una evasión 
fraudulenta de las obligaciones de la 
ciudadanía, un desafio á la autoridad, un 
menosprecio de las leyes patrias. Más 
que antes, se halla, pues« ahora protegi- 
da, en virtud de los tratados de natura- 
lización, la residencia del naturalizado 
en el país del nacimiento. 

PÉRDIDA DE LA CIUDADANÍA POR LA 
EXPATRIACIÓN. 
La expatriación no produce la pérdida 
de la ciudadanía en los Estados-Unidos 
como r:n otras Naciones; pero se pro- 
pende visiblemente á la adopción de 
este principio por el gobierno. Prueba 
de ello es que en 1874 la Comisión de 
Relaciones Exteriores presentó al Con- 
greso un proyecto de ley al efecto, el 
cual se atribuyó á las inspiraciones del 
gabinete. Otra prueba es la aquies- 
cencia del gobierno al dictamen que 
evacuó el attorney-geniral de los Estados 
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Unidos en 1871 sobre pérdida de la ciu* 
danfa por la expatriación. Según aquel 
magistrado, un prusiano menor de edad, 
naturalizado en 187 1 en los Estados 
Unidos* que, después de haber vivido 
en casa de su padre, en Prusia, un aflo, 
habia aceptado pasaporte alemán para ir 
á otra provincia á perfeccionarse en su 
oficio, interrumpió su residencia hasta 
el punto de perder derecho á la protec- 
ción del gobierno americano, no obstan- 
te su naturalización en los Estados- 
Unidos. (I) 

Una última prueba, en ñn, son las ci- 
tas que hemos hecho de los secretarios 
del Despacho especialmente del de 
Estado, Mr. Fish, quien además, en un 
despacho á Mr. Washburn, no vaciló en 
expresar que, con arreglo á la 14^ adición 
á la Constitución, el sometimiento de la 
persona á la jurisdicción del gobierno 
era un requisito de la ciudadanía. '* Si, 
por una parte,'* dijo " el gobierno asu- 
me el deber de protejer los derechos y 
privilegios del ciudadano ; por otra, se 
supone que el ciudadano está siempre 
pronto á poner la fortuna y aún la vida 
á la disposición del gobierno, si las 
necesidades públicas requieren tal sacri- 
ficio. Mas si en vez de esto, retira per- 
manentemente su persona de la juris- 
dicción nacional, trasl.ida su caudal á 
donde no puede contribuir á las necesi- 
dades nacionales; si sus hijos nacen y 
crecen en extraño suelo, sin el propósi- 
to de volver á someterse á la jurisdic- 
ción de los Estados-Unidos, entonces, 
según los principios sentados por el 
Justicia Mayor Marsheil, y reconocidos 
en el 14® anicuio adicional á la Cons- 
titución, y en la ley de 1868, entonces 
se ha expatriado de tal manera que 
este gobierno queda exonerado de la 

1. CiraiiUir del Departamf^ntn de Estado del 2 de 
Mayo de 1871. ciii duda fué lu iic*'pta(Miiit del paxu 

Kirtí* alemán lo que liizn determi. ur m hnbi't perdido 
i naturalización ameiicana ; pues dn lo coiitrrio, el 
eatableeinifeiitii en Prufin del uatiirMlíziidti pi>dia re- 
ptiiar#e ó puramente mercante, ó bien tan »úlo pura 
aprender. Y en *^1 primer ca»o luí E^tadut-lJiíidoi 
no hubieran p didohc»r maa «ever*! que Francia, ciiyn 
código nunca ctin»id<^ra ti eit(ablecimiento mercantil 
oom«> hecho pin ánimo de viilvrr, y en el segundo ca^o 
más aeTeraf que la Roma dt^ Adriano, cuya ley cita la 
por 8aT gny, requería di^z uQdi por lo ménoA do re»i.< 
áenci» e|i un «ftudiaute para contraer domicilio. 



obligación de intervenir para prote^ 

g^rle." (I) 

El 14^ artículo adicional á la Constitu- 
ción, á que se refiere el Departamento, 
es el que, por primera vez, definió quié- 
nes eran ciudadanos de los Bstados- 
Unidos. ** Todas las personas," dice el 
mencionado artículo, ''nacidas ó natu- 
ralizadas en los Estados-Unidos, y su/^- 
tas d la jurisdicción de estos^ son ciuda- 
danos de los Estados-Unidos y del Esta- 
do en que residen." 

Así, aun en los países como en los 
Estados-Unidos, donde el estableci- 
miento en otro país no ha desnacionali- 
zado hasta ahora, se reconocen las obli- 
gaciones que con gran perjuicio de sus 
ciudadanos puede imponerles dicho esta- 
blecimiento, hasta privarlos de la pro- 
tección de su gobierno. Y á fin de que 
no se arguya que esta es una doctrina 
moderna, know nothing^ recuérdense las 
palabras del demócrata Mr. Marcy. 

" Es una máxima de ley internacional 
que el domicilio confiere carácter nació- 
nal : no se permite d nadie que tenga un 
domicilio declinar el carácter nacional 
así conferido : éste se impone forzosa- 
mente sobre h\^ frecuentemente muy con- 
tra su voluntad^ y con gran detrimento 
suyo:' . (2) 

'* Puede ser prudente, dijo el presiden- 
te Lincoln en su mensaje de Diciembre 
de 1863, fíjir un límite mas allá del cual 
ningún ciudadano de los Estados*Uni- 
dos que resida en país extranjero pueda 
reclamar la protección de su gobier- 
no." 

Desde que muchas clases de extranje- 
ros domiciliados fueron sometidos al ser- 
vicio militar en los Estados-Unidos du- 
rante la guerra civil, por orden del Con- 
greso, los americanos domiciliados en 
país extranjero quedan sujetos á las re- 
glas establecidas por los Estados-Uni- 
dos, salvo que se hayan concluido trata- 
dos en un sentido contrario. 

Mr. Seward en 1862 dio instrucciones 
á la legación americana en Bogotá ajus- 

1. Mr. Fi#h á Mr. Wafhbame. Jqdío 28 de 1873. 
Dipl Corresp. 1873. 

2. State Papera rol. XUV p. 998. 
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tadas á la regla de igualación de los 
americaios domiciliados en Colonnbía 
con los colombianos. Estos americanos 
domiciliados, según el tenor de las cita- 
das instrucciones, ó los demás que allí 
negocian ó viven, sin clara y manifiesta 
intención de regresar á los Estados-Uni- 
dos, se hallan sujetos á todas las leyes 
de Colombia concernientes á la propie- 
dad y derechos materiales, exactamente 
como ciudadanos de Colombia. 

En conformidad de este principio, la 
comisión nombrada para el arreglo de 
las reclamaciones provenientes del con- 
flicto ocurrido en Panamá en 1856, entre 
americanos é hijos del país, desechó las 
reclamaciones de los americanos domi- 
ciliados en el Istmo. (2) 

Inglaterra lo mismo que los Estados- 
Unidos no desnacionaliza á sus hijos por 
el establecimiento en país extranjero 
(ni podia desnacionalizarlus, supuesto 
que la ley inglesa no reconoció hasta 
1870 el derecho de expatriación); pero 
les niega la protección y cree justo se 
sometan á todas las obligaciones de los 
ciudadanos del país donde se hallan do- 
miciliados: lo que equivale á la desna- 
cionalización parcial, mientras dura el 
domicilio. 

Sin privar pues, como Francia de la 
nacionalidad á sus hijos domiciliados en 
país extranjero, Inglaterra los declara 
sujetos á condiciones más duras que las 
admitidas por Francia para los franceses 
establecidos mercantilmente en otra na- 
ción ; puesto que Francia ha considera- 
do el alistamiento forzoso de estos como 
un casus belíi, sin que hubiere tratado 
que prohibiera dicho establecimiento. 

Si la real comisión inglesa, á cuyos 
trabajos se debe la actual ley de natura- 
lización británica, no recomendó la 
adopción del principio de que el domi- 
cilio fuera del reino produce la pérdida 
de la nacionalidad, no fué por conside- 
rar el principio injusto. " No nos he- 
mos podido persuadir," dice el informe, 
** que la continuada residencia ó domi- 
cilio pueda ser prácticamente adoptada 
como regla para determinar el vasallaje 

2. Mr. Grif hth al Fornimg Off%ce, 15 de Mayo d« 



de un individuo, d consecuencia de tas 
dificultades que acompjiña^i la definición 
del domicilio y la prueba del hec/io, y tam- 
bién por la gran variedad de circunstan- 
cias por las que reside en países extran- 
jeros." 

La comisión no negó, pues, la justicia 
abstracta del principio de la desnatura- 
lización por el domicilio fuera del reino ; 
y el único óbice que halló para su adop- 
ción, fué la dificultad práctica de deter- 
minar dicho domicilio. Muy claramen- 
te lo explica Mr. Vernon Harcourt, uno 
de los miembros de la comisión, al moti- 
var su disentimiento de parte del in- 
forme. 

** La mayor parte de las personas," 
dice, ** convendrá en que la verdadera 
regla para determinar la nacionalidad, si 
fuera practicable, se hallaiia en el prin- 
cipio del domicilio, esto es, que el lugar 
de la residencia elegida por un hombre 
sea la patria á que debe vasallaje ; y en 
verdad el informe corrobora la justicia 
de este principio, Mas la dificultad que 
hay para cerciorarse del verdadero do- 
micilio de una persona que se domicilie 
en país extranjero, según el sentido le- 
gal de la palabra, es un obstáculo para 
su adopción en casos donde es preciso 
que la regla sea sencilla y clara. De to- 
das las cuestiones legales, las más com- 
plicadas y osL'jras son las del domicilio, 
como que dependen de la intención, 
que necesariamente es de todas las cosas 
la más difícil de penetrar. En confor- 
midad, nos vemos compelidos á adoptar 
una regla menos correcta pero mas prác- 
tica." 

Si el Congreso de los Estados-Unido.s 
resolviere privar de la nacionalidad ame- 
ricana á los ciudadanos que se estable- 
cen en país extranjero sin ánimo de vol- 
ver, tal ley, por más que hiriese muchos 
intereses y preocupaciones, no dejaría de 
ser ajustada á los dictados de la razón y 
del derecho, ni dejaiia de ser muy con- 
veniente para la paz de las Naciones, 
especialmente de las débiles, de las de 
escasa población, y que tienen que espe- 
rarlo todo de la inmigración extranjera. 
Una disposición análoga ha hallado cabida 
en el Código Civil francés (art. 17) á 
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cuya discusión concurrieron tantos ilus 
tres jurisconsultos ; ep la legislación de 
Bélgica, de Rusia, de Austria, de Bavie- 
ra, de Wurtemberg, de Prusia, (2) de 
Grecia, de España. (3) de Italia y de 
otros países. 

En las repúblicas hispano-americanas, 
salvo una la expatriación no desnacio- 
naliza, porque su emigración no es con- 
siderable, y en general su política con- 
siste, no en disminuir el número de sus 
ciudadanos, sino en aumentarlos, me- 
diante las facilidades que ofrecen para 
adquirir y conservar la ciudadanía. 

Chile forma una excepción á la regla. 
Por el parágrafo 5® del artículo II de la 
Constitución se pierde no sólo la ciuda- 
danía activa, esto es, el derecho de su- 
fragio, sino la simple ciudadanía, el 
carácter nacional, por residir en país 
extranjero mas de diez años sin permiso 
del Presidente de la República. Res- 
tricción que sentimos encontrar en la 
ley fundamental de tan ilustrada repú- 
blica y que desearíamos ver sustituida 
por una disposición análoga á la del 
artículo 17 del Código Napoleón. Por 
lo demás, no sabemos que la citada dis- 
posición haya tenido aplicación práctica. 
Hoy el ^diTÚáo peliuon autor de la i Cons- 
titución, no es ya el del año 1833, y 
espontáneamente favorece la reforma de 
las instituciones emanadas del triunfo de 
Sircai. 

Principio muy conforme á derecho es 
el del código civil francés, que así como 
el carácter nacional se adquiere por el 
dom cilio, se pierde igualmente por el 
no-domicilio, por el establecimiento en 
país extranjero sine animo rcocrtendi. 
Pero el establecimiento mercantil nun- 
ca se reputa hecho sin ánimo de volver. 

En los Estados-Unidos para ser ciu- 
dadano de un Estado es necesario resi- 
dir en él. La ley de Luisiana declara 
abandonada la residencia por una ausen- 
cia voluntaria de más de dos años, ó la 
adquisición de una nu-^va residencia en 
otro Estado, salvo que la ausencia tenga 
por motivo el servicio del Estado ó de 



2 Eli Pru»iu 8«i piertffl la naoiónalidbd por uoa 
auMncia de niHi d« diex udi»i. 
3. Ley de del 14 de Octubre 1837. 



la Union. Ante la " Asociación Nació- 
nal para el fomento de la Ciencia So- 
cial," en 1868, se propuso por el publi- 
cista Westlake y se aprobó la adopción 
de una regla análop;a<. (i) 

¿ Por qué no seria igualmente adopta- 
da en la Union, cuando la ausencia es 
sin ánimo de volver? 

Desde que la legislación francesa y la 
de muchas Naciones, no permite la con- 
servación ni de la ciudadanía nativa en 
la ausencia sin ánimo de volver, hay do- 
ble razón para no permitir en este caso 
la conservación de la ciudadanía adqui- 
rida, mayormente cuando el domicilio 
del naturalizado es su patria natural. 

Ya hemos visto el dictamen del De- 
partamento de Estado sobre los ciuda- 
danos nativos. Con respecto á los 
naturalizados, he aquí lo que dice Mr. 
Fish : 

•* Un eminente predecesor mió en 
este Departamento expresó la opinión 
de que "no admitia duda que las leyes 
de naturalización de los Estados-Unidos 
tenian en mira el que residieran en el 
país los ciudadanos naturalizados, á me- 
nos que su ausencia fuese en servicio pú- 
blico ó con propósitos temporales. La 
omisión de pagar contribuciones arroja- 
rla mucha duda sobre el derecho del in- 
dividuo que reclama la protección de un 
gobierno á cuyo sostenimiento no ha 
contribuido ! " (2) 

Igual mira tienen en todos los países 
las leyes de naturalización. Por eso, 
Inglaterra no concede la naturalización 
sino una vez que el secretario de Esta- 
do, llamado á conferirla, está convencido 
con las pruebas que se le presentan, de 
que el candidato á la naturalización se 
propone residir en el Reino-Unido, y 
ha residido de hecho cinco años, ó ha 
servido por igual término á la corona. 
Y á fin de evitar todo fraude, la ley de- 
clara que no se considerará al naturali- 
zado subdito británico en el país de su 
nacimiento, á menos que haya dejado de 
ser legalmente ciudadano de dicho país. 

1. Draffc Oiitlineii nf a codo of International Law. 
by D. D. Fiel I— t. VII, C. XXII, A. 20y. 

2. Despacho á Mr. V^iuir del 15 d» Díc «mbre de 
1870. 
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Desde antes de esta ley, como hemos 
tenido ocasión de manifestarlo, el go- 
bierno inglés rehusó constantemente 
proteger á los subditos británicos natu- 
ralizados que volvian al país de su naci-- 
miento. 

"Toda Nación es competente, dijo 
Lord Malmesbury á Lord Cowley, en 13 
de Marzo de 1858, para conferir privile- 
gios de nacionalidad á los nacidos fuera 
de su territorio ; pero no puede conferir 
estos privilegios contra el país del naci- 
miento, cuando los agraciados regresan 
voluntariamente á él y residen allí,'' En 
térrñinos análogos fué repetida esta de- 
claración por Lord Russell en Julio de 
1859 * Mr. Julien; el 19 de Junio de 
1^63 á Mr. Corbet, y el 9 de Mayo de 
1864 a Sir Alexander Malet. Asimis- 
mo en 1865, contestando á una consulta 
del encargado de negocios de Inglaterra 
en Bogotá, resolvió el Foreigfi Office que 
el hecho de ser el señor Montoya inglés 
por naturalización, no le eximia de la 
ley de su patria, (Colombia) ni de su 
vasallaje natural, mientras residiese en 
Colombia. Los hijos del señor Monto- 
ya, nacidos en Inglaterra, tampoco fue- 
ron exentos de las obligaciones de la 
ciudadanía colombiana, por estar domi- 
ciliados en Colombia ; y el gobierno in- 
glés declaró que este era asunto de la 
ley municipal de Colombia. 

Hasta en los países de Oriente, no 
obstante los principios peculiares de 
exterritorialidad que allí rigen, el go- 
bierno inglés mantuvo la misma doctri- 
na, y sentó que los griegos y los otoma- 
nos, naturalizados ingleses, no podian 
ser protegidos por Inglaterra si volvian 
á residir en el país de su nacimiento. 
Pero si los griegos, naturalizados ingle- 
ses, continúan residiendo en Londres, el 
gobierno inglés dispensa á sus estableci- 
mientos en el Levante igual protección 
que á los establecimientos ingleses. 

En 1865 el mexicano Saviflon, que se 
habia naturalizado subdito británico, no 
pudoj obtener- protección en Méxi- 
co contra el gobierno mexicano de 
parte del ministro inglés Mr. ^Scar- 
lett. Lord Russell dijo á éste que la 
protección mencionada en la circular de 
Lord Clarendon del i** de Mayo de 1854, 



se referia, con respecto á los naturaliza- 
dos, tan sólo al derecho de permanen- 
cia y locomoción, mas no en general á 
sus negocios. Por lo que toca á los in- 
gleses de nacimiento, se le instruyó que 
podian ser compelidos á servir en la po- 
licía (ó á pagar una contribución para 
eximirse de este servicio) pero no en la 
guardia nacional que pudiese ser llama- 
da á servicio activo. 

El año siguiente, 1866, el italiano Ro- 
sario Mesina reclamó inútilmente en Si- 
cilia la protección británica, que le fué 
negada, aunque era inglés por naturali- 
zación. 

La mujer y los hijos menores de un 
extranjero naturalizado no se naturali- 
zan si no establecen su residencia en el 
reino. 

No admitir la justicia de que la ausen- 
cia sin ánimo de volver arrastre la pérdi- 
da de la ciudadanía, equivale á conside- 
rar que esta es indeleble, y.á establecer 
un vasallaje feudal, no ya del ciudadano 
para con la patria, sino de la patria para 
con el ciudadano. Para el primero son 
todos los derechos : los deberes única- 
mente para la segunda. 

Mutatis mutandis, el mote marcial de 
esta nueva feudalidad viene á ser el de 
la antigua : ** una vez subdito, siempre 
subdito/' El ciudadano tiene el dere- 
cho de volver para siempre la espalda á 
la patria : puede privarla de los servicios 
que está llamado á prestarle con su per- 
sona y con sus bienes, y no obstante 
tiene derecho á conservar incólumes to- 
dos sus privilegios y prerogativas. Se 
olvida que no hay derecho sin obliga- 
ción correlativa : los derechos de la ciu- 
dadanía son inseparables del desempeño 
de las obligaciones anexas. El ciudada- 
no que voluntariamente dice á la Patria 
un adiós eterno, corta él mismo los vín- 
culos que á ella le unen ; y quien se exi- 
me de los deberes de ciudadano no 
debe aspirar á gozar de sus fueros. Lo 
contrario es pretender que el ciudadano 
pueda abandonar la patria ; pero que la 
patria no puede abandonar al ciudada- 
no. Que mientras la patria no conserva 
ningún derecho sobre el ciudadano que 
¡se ausenta sin ánimo de volver, ella tie- 
ne la obligación de ampararle y prote- 
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géíle con ^u sangré y suá tesoros. Los 
demás ciudadanos cuyas condiciones de 
fortuna no les permiten consultar su vo- 
luntad ó su placer para elegir el lugar de 
su residencia, deben convertirse en tri- 
butarios de los mas -afortunados y pagar 
las contribuciones necesarias para que la 
Nación defienda en el exterior las per- 
sonas y los bienes de estos. 

" La ciudadanía," dice Bello, *' cesa 
por la expatriación penal ó por la expa- 
triación voluntaria." (i) 

En efecto, Vattel ensefta que el con- 
trato entre la sociedad y sus miembros 
es recíproco, y que si una de las partes 
contratantes no cumple sus obligacio- 
rtes, la otra está exonerada de llenar las 
suyas. 

En Italia se pierde la naturalización 
por ausencia de un afio del reino, sin 
permiso del rey. (2) 

Limitada en la comisión hispano-ame- 
ricana de Washington la jurisdicción (3) 
de los arbitros á las reclamaciones pro- 
cedentes de injurias hechas á los ciuda- 
danos de los Estados-Unidos; y en vista 
de las leyes americanas, de los tratados 
y de las declaraciones del Departamento 
de Estado, que no reconocen por ciuda- 
danos á los que sólo han declarado la 
intención de serlo, no parece extrafto 
que el ministro austríaco no los hubiese 
considerado como tales. Habiendo rehu- 
sado los Estados-Unidos con anteriori- 
dad al acuerdo de arbitramento con 
Espafla amparar en Cuba [4] á los 
que sólo hablan declarado la intención, 
juzgó acaso el tercer dirimente que en un 
convenio unilateral, por el cual sólo los 
Estados-Unidos podían reclamar, debia 
atenerse á la letra del texto, é interpretar 
el acuerdo más bien con arreglo á las le- 
yes, tratados, resoluciones y precedentes 
del único gobierno interesado, que á los 
principios generales del Derecho Inter- 
nacional. 

Si atendemos únicamente á estos prin- 



1. Derpcho internacionaK p. 1. o. V. $ 2. 

2. Art. 42. Códice Alberlmo. 

3. Párrafo 5. ^ del memorándum de arbitramento 
entre loi Estados Unidos y España. 

4. Despacho del Departamento de Estado á Mr. 
Fox, 12 de Mayo de 1869. 



cipios, y- prescindimos- del tecnicís^mo 
del acuerdo cuya interpretación corres- 
po^nde, en el presfente caso, más que á la 
hermenéutica legal, á los gobiernos inte- 
resados (l), es incontestable que con 
declaración de intención, ó sin ella, el 
domicilió legítimamente adquirido (2) 
en los Estados-Unidos, ANTES del daflo 
causado, da, conforme á la ley interna- 
cional, perfecto derecho á los cubanos 
perjudicados para presentar sus recla- 
maciones ante la comisión mixta hispa- 
no-americana y para obtener el resarci- 
miento á que haya lugar. Si el domici- 
lio fué adquirido después del daflo cau- 
sado, no pueden reclamar, ni aunque el 
domicilio haya sido seguido de la naturali- 
zación ; porque la adquisición de un nue- 
vo estatuto nacional no tiene efecto re- 
troactivo, según las reglas generales del 
Derecho de Gentes, y según las estipu- 
laciones especiales de los tratados con- 
cluidos por los Estados-Unidos. 

Como el domicilio en el sentido legal 
es difícil de probar por cuanto se refiere 
principalmente á la intención, la declara- 
ción del propósito de naturalizarse, que 
comprende implícitamente el de residir 
en lo futuro, es de grande auxilio como 
medio probatorio. Mas dicha carta de 
intención no es necesaria si de otra ma- 
nera se puede probar el domicilio ; y 
nada vale aquella, si ha variado este. 

Negamos, pues, el derecho del ciuda- 
dano de nacimiento para ampararse en 
su patria contra su patria con una ban- 
dera extranjera, donde la ley no le con- 
fiere este derecho, ora por el reconoci- 
miento del principio personal ó naciona- 
lidad de filiación, ora por disposiciones 
especiales, 

1. Recuérdese la detenuinacrun del gobiernu br¡~ 
tánico de retirarse del Tribunal Arbitral de Ginebra, 
si «>n lo relativo á daños, se comprendían los indirectos, 
y si se daba al tratado de Washington una interpreta- 
ción distinta de la que él admitía. 

2. Para la legalidad de este lomicilio, es indispen- 
sable la traslación, no sólo de la persona y la familia, 
sino de los bienes, ó parte de ellos, ó que hayan sido 
notorios los esfuerzos para realizarlos. La adquisi- 
ción del domicilio es incompatible con el Lecho de 
dejar todos ó la mayor parte de los bienes f n el pais 
del nacimieato. Sin embargo, la equidad no permitía 
se aplicase estrictamente esta regla á los cubanos por 
la situación excepcional de la Isla entonces. 
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CONCLUSIÓN, 
haber demostrado que 



Creemos haber demostrado que los 
principios establecidos en los tratados 
de naturalización, no son, una innova- 
ción hecha por el partido republicano, 
en el derecho público de los Estados- 
Unidos. Hemos visto que remonta á los 
principios del gobierno, según la expre- 
sión de Mr. W. Lawrence, la doctrina 
de no proteger en el país natal por parte 
del gobierno americano, al naturalizado 
en los Estados-Unidos. Asimismo no 
hay tradición de que la declaración de 
intención haya surtido jamás los efectos 
de la naturalización. Por el contrario 
data del lo de Enero de 1854 la decla- 
ración del secretario de Estado demó- 
crata, Mr. Marcy, de que los pasaportes 
no debían darse sino á los ciudadanos ; 
y data del 18 de Agosto de 1856 del 
tiempo de una administración democrá- 
tica, la ley que prohibe, ^ bajo pena de 
cárcel ó multa, conferir pasaporte á los 
que no sean ciudadanos de los Estados- 
Unidos; con la aclaratoria que la ley, se- 
gún lo expresa la regla 102 del servicio 
consular de los Estados-Unidos, no 
considera como ciudadanos á los que 
sólo han declarado su intención. 

No entrando en nuestro propósito la 
discusión de las leyes municipales de los 
Estados-Unidos, nos limitamos á hacer 
constar su existencia, anterior á los tra- 
tados y á hacer observar que la videncia 
de estas leyes no ha sido incompatible 
con el incremento de la población 
extranjera en este país, como lo afirma 
la estadística con el guarismo elocuente 
de 10.643,422 inmigrantes llegados á 
los Estados-Unidos hasta Enero de 
1881. 

También demuestra la estadística que 
los tratados de naturalización estigmati- 
zados como anti-extranjeros, no han 
disminuido la inmigración á los Esta- 
dos-Unidos, Todo lo contrario ; y la 
prueba está que en los siete y tres cuar- 



tos de millones de personas que han in- 
migrado á los Estados-Unidos en los úl- 
timos treinta aftos, de 1850 á I881, el nú- 
mero de inmigrantes fué de dos millones 
y medio aproximadamente entre 1850 y 
1860 y casi igual de 1860 á 1870 ; mien- 
tras que en el decenio de 1870 á 1880, 
que siguió á los tratados de naturaliza- 
ción celebrados la mayor parte en 1868, 
la inmigración montó á dos millones y 
tres cuartos de personas. 

£1 resultado ha sido, pues, el aumento 
de un cuarto de millón de inmigrantes, 
así como el mayor guarismo de inmi- 
gración que se haya alcanzado jamas en 
los Estados-Unidos. Contrayéndonos 
á la inmigración alemana, si prescindi- 
mos de los dos años de la guerra con 
Francia 1870-71 (en que. sólo constó de 
91,779 individuos el primer aflo, y de 
107,201 el segundo) alcanzó en 1872 un 
número más considerable, no sólo que 
en ninguno de los aftos anteriores, sino 
que en toda la década de 1830 á 1840 — 
el de 155,595 personas. Y esto no 
obstante las restricciones puestas á la 
inmigración por el Príncipe Bismarck 
que motivaron reclamaciones del gobier- 
no de los Estados-Unidos. En el aflo 
económico que concluyó el 20 de Junio 
de 188I, de los 688,000 inmigrantes que 
llegaron á los Estados-Unidos— el núme- 
ro más alto que se haya visto nunca — 
205,500 eran alemanes. 

Por lo que toca á las Repúblicas de 
origen espaflol, no sólo la utilidad, sino 
la vital necesidad de los principios 
encarnados en los tratados de naturali- 
zación se halla reconocida en ellas, ora 
por la Constitución ó leyes, ora por tra- 
tados ó la práctica diplomática. Cree- 
mos, pues, que todas ellas deberían 
concluir con los Estados-Unidos tra- 
tados de naturalización iguales á los de 
México y el Ecuador. 

FIN. 






